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SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

ngi DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

1 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-

cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaii Montás, Jaime 
Vidal Velázquez, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del infrascrito Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, el día cinco del mes de Abril del 
mil mil novecientos cuarenta, año 97° de la Independencia y 
77° de la Restauración, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
do Enrique Martínez, mayor de edad, agricultor, domiciliado 
en la sección de Palo Alto, de la común de Barahona, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 10672, Serie 
18, contra sentencia correccional de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, hoy de San Cristóbal, de fecha once de Di-
ciembre de mil novecientos treinta y nueve, que confirmó la 

La Vega 

Lic. Rafael Rincón, Juez; Lic. OsiriskS. Duquela, Procurador Fiscal; 
Lic. Manfredo A. lloore hijo, Juez de Instrucción; Sr. Manuel Nlatias Me- 
léndez, Secretario. 

Azua 

Lic. Enrique G. Striddels, Juez; Lic. José Altagracia Paniagua, Procu-
rador Fiscal; I,ic. Angel Salvador Canó, Juez de Instrucción; Sr. Carlos 
A. Cabral M., Secretario. 

San Pedro de Macorís 

Lic. Armando Oscar Pacheco, Juez; Lic. Porfirio Basora, Pro-
curador Fiscal; Lic. Patricio V. Quiñones R., Juez de Instrucción; Sr. 
Sergio Soto Guerrero, Secretario . 

&MIRÓ 

Lic. Eduardo Estrella, Juez; Lic César A. Ariza, Procurador Fiscal; 
Lic Joaquín Vicioso Garrido, Juez de Instrucción; Sr. Daniel Shephard, 
Secretario. 

Barahona 

Lic. Olegario Helena Guzmán, Juez; Lic. Francisco Xavier /Martínez, 
Procurador Fiscal; Lic. Pedro Ma. Cruz, Juez de Instrucción; Sr. Secundiw 
Ramírez Pérez, Secretario. 

Duarte 
Lic. Roberto Mejía Arredondo, Juez; Lic. Luis E. Suero, Procurador 

Fiscal; Lic. Francisco Elpidio Beras, Juez de Instrucción; Sr. José G. Brea, 
Secretario. 

Puerto Plata 

Lic. Juan de Jesús Curiel, Juez: Lic. Constantino Benoit, Pocura-
dor Fiscal; Lic. Juan Güiliani, juez de Instrucción; Sr. Ricardo Porro 
Pérez, Secretario. 

Espoillat 

Lic. Juan Ma. Comía, Juez; Lic. Marón T. Sánchez, Procurador Fiscal: 
Lic. Luis Ml. Cáceres, Juez de Instrucción; Sr. Bernardino Vásquez L 
Secretario. 

Monte Cristy 

Lic. Osvaldo Cuello López, Juez: Lic. Ramón Lugo Lovatón Procura-
dor Fiscal; Lic. Bienvenido Nadal S., Juez de Instrucción; Sr. Rafael A. 
Sánchez C., Secretario. 

Seybo 

Lic. Carlos R. Goico, Juez; Lic. Valentín Giró, Procurador Fiscal: 
Lic. Pablo Jaime Viñas, Juez de Instrucción; Sr. Vicente Maldonado, Se-
cretario. 

Benefactor 

Lic. Fernando Arturo Brea, Juez; Lic. Manuel Richiez Acevedo, Pro-
curador Fiscal; Lic. Ulises Bonnelly, Juez de Instrucción; Sr. Pablo Ha-
rinas hijo, Secretario. 

Monseñor Meriño 

Lic. Ramón Valdez Sánchez, Juez; Lic. Rafael Alburquerque C., Procu-
rador Fiscal; Lic. Miguel A. Rodríguez Perevra. Juez de Instrucción; Sr. 
Osvaldo Augusto Barinas Coiscou, Secretario. 

Libertador 

Lic. Juan A. Morel, Juez; Lic Joaquín Diaz Belliard, Procurador 
Fiscal; Lic. Salvador Díaz Ordóñez, Juez de Instrucción; Sr. Sebastián Ro-
dríguez Lora, Secretario. 
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito _lupicia! de Ba-
rahona, del diez y ocho de Setiembre del mismo año, dictada 
en su perjuicio; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-quo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General (le la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 355 del Código Penal, reformado 
por la'ley promulgada el primero de Junio de mil novecientos 
doce, y 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la decisión impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A). que por sentencia de fecha 
diez y ocho de Setiembre de mil novecientos treinta y nueve, 
del Juzgado de Primera Instancia .  del Distrito Judicial de Ba-
rahona, el nombrado Enrique Martínez fijé condenado a un 
mes de prisión correccional; a pagar sesenta pesos de multa, 
y a pagar también las costas, por el delito de gravidez come-
tido en perjuicio de la joven Gladys María Corniel, mayor de 
diez y seis años y menor de diez y ocho, acogiendo en favor 
del condenado circunstancias atenuantes; B), que contra ese 
fallo interpuso, en la misma fecha, recurso de apelación el 
inculpado; C). que la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
apoderada del caso, dictó, en fecha once de Diciembre de mil 
novecientos treinta y nueve, la sentencia contra la cual se ha 
recurrido a casación, cuyo dispositivo es el siguiente: «Falla: 
Primero: que debe confirmar y confirma en todas sus partes 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Barahona, en sus atribuciones correccio-
nales y de fecha diez y ocho del mes de septiembre del año 
en curso, que dispone:—«Que debe condenar

- 
 condena al 

nombrado Enrique Martínez, de generales anotadas, a sufrir 
un mes de prisión correccional, a pagar $60.00 (sesenta pesos 
oro) de multa, y los costos, por el delito de gravidez en per-
juicio de la joven Gladys María Corniel, mayor de diez y seis 
y menor de diez y ocho años de edad, acogiendo en favor del 
prevenido el beneficio de las circunstancias atenuantes»: Se-
gundo: que, obrando por propia autoridad, debe ordenar y 
ordena que la multa impuesta al inculpado Martínez sea per-
seguida, en caso de insolvencia, por apremio corporal, a ra-
zón de un día de prisión por cada peso que dejare de pagar; 
y Tercero: que debe condenar y condena además, al referido 
inculpado, al pago de las costas de esta alzada»; 

Considerando, que el recurrente expone. en el acta de 
declaración de su recurso, que interpone éste «por no encon-
trarse conforme con dicha sentencia y que hará valer sus de-
rechos, por ante ese alto Tribunal» (la Suprema Corte de Justi-
cia), «por escrito separado»; que al no haber sido presentado el 
escrito así anunciado, procede buscar en la sentencia impug-
nada los vicios que puedan afectarla, si los hay; 

Considerando, que el primer elemento necesario para la 
existencia del delito previsto en la segunda parte del artículo 
335. reformado, del Código Penal, es que la agraviada se en-
cuentre, o se haya encontrado, en estado de gravidez, por el 
hecho del inculpado, elemento que debe ser establecido, de 
modo categórico, por los jueces del fondo; que respecto de tal 
punto, la sentencia atacada en casación sólo expresa que «por 
las certificaciones médicas que obran en el expediente, se evi-
dencia que cuando Enrique Martínez fué juzgado en Barahona 
por el hecho que se le imputa, Gladys María Corniel estaba 
encinta, por cuanto dichas certificaciones rezan que presen-
ta signos probables de embarazo, tales como suspensión de 
las reglas, aumento de volumen de los senos, presencia de 
calostro en los Mismos, aumento de volumen del vientre e in-
tolerancias y vómitos», y que la gravidez existía «según se 
desprende de las certificaciones médicas que obran en el ex-
pediente», sin expresión de que esos documentos fueran dis-
tintos de los indicados arriba; que la única certificación mé-
dica, adicionalmente a la que contiene los términos transcritas, 
que aparece en el expediente aludido por la sentencia, es la 
expedida, en fecha posterior a la primera, por los doctores 
Ulises Cruz Avala. Alcides A. Veloz y Ramón Báez Soler, en la 
que éstos, después de consignar hilber encontrado en la agra-
viada «signos de presunción de embarazo», agregan «sin que 
estos signos nos permitan al presente, hacer una afirmación 
categórica al respecto», lo cual mantenía el caso en estado de 
duda; que esa situación dubitativa, resulta confirmada por la 
única declaración testimonial que no sea la de la presunta 
agraviada, que aparece en el expediente, dada por el Doctor 
Alcidez A. Veloz, firmante de ambas certificaciones, quien 
expresó, ante el Juzgado de Primera Instancia de Barahona, 
después de referirse a los signos probables de embarazo, lo 
siguiente: «mi opinión es, que se envie a la joven a Ciudad 
Trujillo, donde podrá hacérsele, en un laboratorio, la inocula-
ción de una coneja»; que al limitarse las certificaciones a con-
signar que la presunta agraviada presentaba «signos probables 
de embarazo», o de «presunción de embarazo», sin asegurar 
este último ni expresar nada sobre la época de la concepción, 
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, del diez y ocho de Setiembre del mismo año, dictada 
en su perjuicio; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-quo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 355 del Código Penal, reformado 
por la'ley promulgada el primero de Junio de mil novecientos 
doce, y 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la decisión impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A), que por sentencia de fecha 
diez y ocho de Setiembre de mil novecientos treinta y nueve, 
del Juzgado de Primera Instancia -  del Distrito Judicial de Ba-
rahona, el nombrado Enrique Martínez fué condenado a un 
mes de prisión correccional; a pagar sesenta pesos de multa, 
y a pagar también las costas, por el delito de gravidez come-
tido en perjuicio de la joven Gladys María Corniel, mayor de 
diez y seis años y menor de diez v ocho, acogiendo en favor 
del condenado circunstancias atenuantes; B), que contra ese 
fallo interpuso, en la misma fecha, recurso de apelación el 
inculpado; C), que la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
apoderada del caso, dictó, en fecha once de Diciembre de mil 
novecientos treinta y nueve, la sentencia contra la cual se ha 
recurrido a casación, cuyo dispositivo es el siguiente: «Falla: 
Primero: que debe confirmar y confirma en todas sus partes 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Barahona, en sus atribuciones correccio-
nales y de fecha diez y ocho del mes de septiembre del año 
en curso, que dispone:—«Que debe condenar y condena al 
nombrado Enrique Martínez, de generales anotadas, a sufrir 
un mes de prisión correccional, a pagar $60.00 (sesenta pesos 
oro) de multa, y los costos, por el delito de gravidez en per-
juicio de la joven Gladys María Corniel, mayor de diez y seis 
y menor de diez y ocho años de edad, acogiendo en favor del 
prevenido el beneficio de las circunstancias atenuantes»; Se-
gundo: que, obrando por propia autoridad, debe ordenar y 
ordena que la multa impuesta al inculpado Martínez sea per-
seguida, en caso de insolvencia, por apremio corporal, a ra-
zón de un día de prisión por cada peso que dejare de pagar; 
y Tercero: que debe condenar y condena además, al referido 
inculpado, al pago de las costas de esta alzada»; 

Considerando, que el recurrente expone, en el acta de 
declaración de su recurso, que interpone éste «por no encon-
trarse conforme con dicha sentencia y que hará valer sus de-
rechos, por ante ese alto Tribunal» (la Suprema Corte de Justi-
cia), «por escrito separado»; que al no haber sido presentado el 
escrito así anunciado, procede buscar en la sentencia impug-
nada los vicios que puedan afectarla, si los hay; 

Considerando, que el primer elemento necesario para la 
existencia del cielito previsto en la segunda parte del artículo 
355, reformado. del Código Penal, es que la agraviada se en-
cuentre, o se haya encontrado, en estado de gravidez, por el 
hecho del inculpado, elemento que debe ser establecido, de 
modo categórico, por los jueces del fondo; que respecto de tal 
punto, la sentencia atacada en casación sólo expresa que «por 
las certificaciones médicas que obran en el expediente, se evi-
dencia que cuando Enrique Martínez fué juzgado en Barahona 
por el hecho que se le imputa, Gladys María Corniel estaba 
encinta, por cuanto dichas certificaciones rezan que presen-
ta signos probables de embarazo, tales como suspensión de 
las reglas, aumento de volumen de los senos, presencia de 
calostro en los Mismos, aumento de volumen del vientre e in-
tolerancias y vómitos», y que la gravidez existía «según se 
desprende de las certificaciones médicas que obran en el ex-
pediente», sin expresión de que esos documentos fueran dis-
tintos de los indicados arriba; que la única certificación mé-
dica, adicionalmente a la que contiene los términos transcritas, 
que aparece en el expediente aludido por la sentencia, es la 
expedida, en fecha posterior a la primera, por los doctores 
Ulises Cruz Avala. Alcides A. Veloz y Ramón Báez Soler, en la 
que éstos, después de consignar hiiber encontrado en la agra-
viada «signos de presunción de embarazo», agregan «sin que 
estos signos nos permitan al presente, hacer una afirmación 
categórica al respecto», lo cual mantenía el caso en estado de 
duda; que esa situación dubitativa, resulta confirmada por la 
única declaración testimonial que no sea la de la presunta 
agraviada, que aparece en el expediente, dada por el Doctor 
Alcidez A. Veloz, firmante de ambas certificaciones, quien 
expresó, ante el Juzgado de Primera Instancia de Barahona, 
después de referirse a los signos probables de embarazo, lo 
siguiente: «mi opinión es, que se envie a la joven a Ciudad 
Trujillo, donde podrá hacérsele, en un laboratorio, la inocula-
ción de una coneja»; que al limitarse las certificaciones a con-
signar que la presunta agraviada presentaba «signos probables 
de embarazo», o de «presunción de embarazo», sin asegurar 
este último ni expresar nada sobre la época de la concepción, 
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para relacionarla con el hecho del inculpado, la Corte a-quo 
debió comprobar ese elemento esencial del delito, por los me-
dios a su alcance, y no limitarse a citar certificaciones que 
sólo lo eran de probabilidades; que al no aparecer, estableci-
da por la Corte a-quo, ninguna otra circunstancia sobre el 
hecho preciso de la gravidez, que hubiera podido servir de 
fundamento a sus Jueces para combrobar la existencia del de-
lito, en este aspecto esencial, ni expresarse, siquiera, que di-
chos Jueces derivaron de otros elementos de la causa su con-
vicción, ya que solo se refieren sobre este punto, a las 
certificaciones aludidas, la sentencia impugnada no permite a 
la Suprema Corte de Justicia examinar el fundamento que 
tuvo, en hecho, la decisión; carece, consecuentemente, de 
base legal, y por ello debe ser casada; 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, hoy de San Cristóbal, de fecha once 
de Diciembre de mil novecientos treinta y nueve, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y envía 
el asunto a la Corte de Apelación de La Vega. 

(Firmados):— J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.- 
Dr. T. Franco Franco.— Abigall Montás.— J. Vidal Veláz- 
quez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio Ramos.— Luis Lo- 
groño C.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leída 
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fir-
mado): EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA 1' LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMIÑICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Jaime Vi-
dal Velázquez, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del infrascrito Secretario General, 
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en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, el día ocho del mes de Abril del 
mil novecientos cuarenta, ario 97° de la Independencia y 77° 
de la Restauración, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación iHterpuesto por el nombrado 
Gregorio Antonio Guzmán, mayor de edad, comerciante y 
agricultor, domiciliado en Zafarraya, sección de la común de 
Moca, portador de la cédula personal de identidad número 
4979, Serie 54, contra sentencia de la Corte de Apelación del 
Departamento de Santiago, dictada, en atribuciones criminales, 
en fecha catorce de Junio de mil novecientos treinta y nueve; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-quo, el veinticuatro de_Junio de mil 
novecientos treinta y nueve; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dictamen; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera-

do, y vistos los.artículos 1382 del Código de Procedimiento 
Civil; 3 y 277 del Código de Procedimiento Criminal y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A), que el veintiseis dé Agosto de 
mil novecientos treinta y ocho, el Magistrado Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Espaillat, después de instruir la 
sumaria correspondiente con motivo de los hechos de heridas 
recíprocas por los cuales le habían sido sometidos los nom-
brados Gregorio A. Guzmán y Juan Ramón Núñez, dictó un 
auto por el cual se declaró incompetente,« en razón de la ma-
teria, para conocer del caso. y ordenó que el proceso fuera 
remitido al Magistrado Procurador Fiscal del mismo distrito 
judicial, para que éste apoderara al tribunal correspondiente; 
B), que el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Espaillat sometió, por la vía directa, al Juzgado de Primera 
Instancia del mencionado distrito, en atribuciones correccio-
nales, tanto el caso en referencia corno el concerniente a un 
delito de rebelión a mano armada contra el Alcalde Pedáneo 
de Zafarraya, del cual estaba prevenido Juan Ramón Núñez; 
C), que en la audiencia celebrada, al efecto, por dicho Juzga-
do, Juan Ramón Núñez «renunció a la constitución de parte 
civil que hizo por ante el Juzgado de Instrucción contra Gre-
gorio Antonio Guzmán»; D), que -el quince de Setiembre de 
mil novecientos treinta y ocho, el mencionado Juzgado de Pri-
mera Instancia de Espaillat dictó sentencia por la cual se or- 
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para relacionarla con el hecho del inculpado, la Corte a-quo 
debió comprobar ese elemento esencial del delito, por los me-
dios a su alcance, y no limitarse a citar certificaciones que 
sólo lo eran de probabilidades; que al no aparecer, estableci-
da por la Corte a-quo, ninguna otra circunstancia sobre el 
hecho preciso de la gravidez, que hubiera podido servir de 
fundamento a sus Jueces para combrobar la existencia del de-
lito, en este aspecto esencial, ni expresarse, siquiera, que di-
chos Jueces derivaron de otros elementos de la causa su con-
vicción, va que solo se refieren sobre este punto, a las 
certificaciones aludidas, la sentencia impugnada no permite a 
la Suprema Corte de Justicia examinar el fundamento que 
tuvo, en hecho, la decisión; carece, consecuentemente, de 
base legal, y por ello debe ser casada; 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, hoy de San Cristóbal, de fecha once 
de Diciembre de mil novecientos treinta y nueve, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y envía 
el asunto a la Corte de Apelación de La Vega. 

(Firmados):— Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco.— Abigall Montás.— Vidal Veláz-
quez.— Raí. Castro Rivera.— Leoncio Ramos.— Luis Lo-
groño C.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leída 
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fir-
mado): EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
'Sustituto de Presidente; Licenciados Abigall Montás, Jaime Vi-
dal Velázquez, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del infrascrito Secretario General, 

en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, el día ocho del mes de Abril del 
mil novecientos cuarenta, ario 97° de la Independencia y 77° 
de la Restauración, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Gregorio Antonio Guzmán, mayor de edad, comerciante y 
agricultor, domiciliado en v sección de la común de 
Moca, portador de la cédula personal de identidad número 
4979, Serie 54, contra sentencia de la Corte de Apelación del 
Departamento de Santiago, dictada, en atribuciones criminales, 
en fecha catorce de Junio de mil novecientos treinta y nueve; 

Vista el acta (le declaración del recurso, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-quo, el veinticuatro de.Junio de mil 
novecientos treinta y nueve; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dictamen; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera-

do, y vistos los.artículos 1382 del Código de Procedimiento 
Civil; 3 y 277 del Código de Procedimiento Criminal y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A), que el veintiseis dé Agosto de 
mil novecientos treinta y ocho, el Magistrado Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Espaillat, después de instruir la 
sumaria correspondiente con motivo de los hechos de heridas 
recíprocas por los cuales le habían sido sometidos los nom-
brados Gregorio A. Guzmán y Juan Ramón Núñez, dictó un 
auto por el cual se declaró incompetente,' en razón de la ma-
teria, para conocer del caso. y ordenó que el proceso fuera 
remitido al Magistrado Procurador Fiscal del mismo distrito 
judicial, para que éste apoderara al tribunal correspondiente; 
B), que el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Espaillat sometió, por la vía directa, al Juzgado de Primera 
Instancia del mencionado distrito, en atribuciones correccio-
nales, tanto el caso en referencia corno el concerniente a un 
delito de rebelión a mano armada contra el Alcalde Pedáneo 
de Zafarraya, del cual estaba prevenido Juan Ramón Núñez; 
C), que en la audiencia celebrada, al efecto, por dicho Juzga-
do, Juan Ramón Núñez «renunció a la constitución de parte 
civil que hizo por ante el Juzgado de Instrucción contra Gre-
gorio Antonio Guzmán»; D), que el quince de Setiembre de 
mil novecientos treinta y ocho, el mencionado Juzgado de Pri-
mera Instancia de Espaillat dictó sentencia por la cual se or- 
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para relacionarla con el hecho del inculpado, la Corte a-quo 
debió comprobar ese elemento esencial del delito, por los me-
dios a su alcance, y no limitarse a citar certificaciones que 
sólo lo eran de probabilidades; que al no aparecer, estableci-
da por la Corte a-quo, ninguna otra circunstancia sobre el 
hecho preciso de la gravidez, que hubiera podido servir de 
fundamento a sus Jueces para combrobar la existencia del de-
lito, en este aspecto esencial, ni expresarse, siquiera, que di-
chos Jueces derivaron de otros elementos de la causa su con-
vicción, va que solo se refieren sobre este punto, a las 
certificaciones aludidas, la sentencia impugnada no permite a 
la Suprema Corte de Justicia examinar el fundamento que 
tuvo, en hecho, la decisión; carece, consecuentemente, de 
base legal, y por ello debe ser casada; 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, hoy de San Cristóbal, de fecha once 
de Diciembre de mil novecientos treinta y nueve, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y envía 
el asunto a la Corte de Apelación de La Vega. 

(Firmados):— Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco.— Abigaíl Montás.— J. Vidal Veláz-
quez.— Raí. Castro Rivera.— Leoncio Ramos.— Luis Lo-
groño C.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados

- 
 fue firmada, leída 

y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fir-
mado): EUG. A. ALVAREZ. 

	■-• 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Jaime Vi-
dal Velázquez, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del infrascrito Secretario General,  

en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, el día ocho del mes de Abril del 
mil novecientos cuarenta, ario 97° de la Independencia y 77° 
de la Restauración, ha dictado en audiencia • pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Gregorio Antonio Guzmán, mayor de edad, comerciante y 
agricultor, domiciliado en v sección de la común de 
Moca, portador de la cédula personal de identidad número 
4979, Serie 54, contra sentencia de la Corte de Apelación del 
Departamento de Santiago, dictada, en atribuciones criminales. 
en fecha catorce de Junio de mil novecientos treinta y nueve; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-quo, el veinticuatro de.Junio de mil 
novecientos treinta y nueve; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dictamen; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera-

do, y vistos los.artículos 1382 del Código de Procedimiento 
Civil; 3 y 277 del Código de Procedimiento Criminal y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A), que el veintiseis dé Agosto de 
mil novecientos treinta y ocho, el Magistrado Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Espaillat, después de instruir la 
sumaria correspondiente con motivo de los hechos de heridas 
recíprocas por los cuales le habían sido sometidos los nom-
brados Gregorio A. Guzmán y Juan Ramón Núñez, dictó un 
auto por el cual se declaró incompetente,' en razón de la ma-
teria, para conocer del caso, y ordenó que el proceso fuera 
remitido al Magistrado Procurador Fiscal del mismo distrito 
judicial, para que éste apoderara al tribunal correspondiente; 
B), que el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Espaillat sometió, por la vía directa, al Juzgado de Primera 
Instancia del mencionado distrito, en atribuciones correccio-
nales, tanto el caso en referencia como el concerniente a un 
delito de rebelión a mano armada contra el Alcalde Pedáneo 
de Zafarraya, del cual estaba prevenido Juan Ramón Núñez; 
C), que en la audiencia celebrada, al efecto, por dicho Juzga-
do, Juan Ramón Núñez «renunció a la constitución de parte 
civil que hizo por ante el Juzgado de Instrucción contra Gre-
gorio Antonio Guzmán»; D), que 'el quinte de Setiembre de 
mil novecientos treinta y ocho, el mencionado Juzgado de Pri-
mera Instancia de Espaillat dictó sentencia por la cual se or- 
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denó «que a la causa por heridas que se sigue a Juan Ramón. 
Núñez, se una el proceso que tiene a su cargo por su delito. 
de rebelión a mano armada contra José María Gómez, Alcalde 
Pedáneo de Zafarraya, común de Moca»; E), que el veinte del 
mismo mes, 'el Juzgado en referencia dictó, sobre un incidente 
que había sido promovido por el prevenido José María Núñez,. 
otra sentencia con el dispositivo siguiente: «Primero: que de-
be declarar y declara que Juan Ramón Núñez tiene interés y 
alidad para proponer la excepción de incompetencia que ha 

fo lindado tendiente a que el caso sea declinado a la jurisdic-
ción criminal;—Segundo: pero 'que por lo infundada de dicha 
excepción debe rechazar y la rechaza, declarando que el pre-
sente proceso es puramente correccional; Tercero: que debe 
orden: r v ordena la continuación de la causa, v Cuarto: que 
debe condenar y condena a Juan Ramón Núñez al pago de los 
costos del incidente»; F), que contra este último fallo inter-
puso recurso de alzada el prevenido Núñez; G), que acerca de 
este recurso. del cual conoció la Corte de Apelación del De-
partamento de Santiago, dicha Corte, después de llenadas las 
formalidades legales del caso, dictó, en fecha doce de Diciem-
bre de mil novecientos treinta y ocho, una sentencia con este 
dispositivo: «Falla: lo. Que debe admitir y admite la apela-
ción de la sentencia dictada en fecha veinte de Setiembre del 
año en curso, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, que rechazó la excepción de incompe-
tencia del Tribunal Correccional propuesta por el inculpado 
Juan Ramón Núñez; 2o. Que debe revocar v revoca la referida 
sentencia, y Juzgando por propia autoridad, debe declarar y 
declara la incompetencia del Juzgado de lo Correccional para 
conocer de la causa seguida a Gregorio A. Guzmán, acusado 
cte heridas que produjeron lesión permanente a Juan Ramón 
Núñez; 3o. Que debe disponer .y dispone el envío del proceso 
por ante el Juzgado Criminal de Espaillat, de acuerdo con el 
artículo 10 de la Ley No. 1014; y 4o. Que debe reservar y re-
serva las costas»; H), que enviado el proceso al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial cte Espaillat, como 
«Juzgado Criminal», ésta dictó, en fecha veintidós de Febrero 
de mil novecientos treinta y nueve, un fallo con el dispositivo 
siguiente: «lo.—Que debe declarar y declara irrecibible a 
Juan Ramón Núñez corno parte civil contra Gregorio Antonio .  
GI171-11áI1, a consecuencia de su desistimiento formulado en la. 
audiencia de fecha quince de Setiembre de mil novecientos 
treinta y ocho, sin que se afecte su derecho de realizar sus 
persecuciones por ante la jurisdicción civil correspondiente: 
y 2o.—Que debe condenar y le condena al pago de los costos 

del presente incidente»; I), que el inculpado Juan Ramón 
Núñez apeló de dicha decisión, y la Corte de Apelación de 
Santiago, debidamente apoderada del conocimiento de dicho 
recurso, dictó sobre el mismo, en fecha catorce de Junio de 
mil novecientos treinta y nueve, la sentencia contra la cual 
se ha recurrido a casación, cuyo dispositivo es el que en se-
guida se copia: «Falla: Que debe revocar y revoca la sentencia 
apelada dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Espaillat, en fecha veintidos del mes de Fe-
brero del año en curso, y Juzgando por propia autoridad y 
contrario imperio, debe declarar y declara procedente la ad-
misión de Juan .María Núñez, a constituírse parte civil contra 
Gregorio Antonio Guzmán, en la causa que por ante el Juzga-
do de lo Criminal de Espaillat, se sigue a dicho Guzmán, por 
no ser óbice, al ejercicio de este derecho el desistimiento for-
mulado por el apelante Núñez en la audiencia correccional del 
mismo Juzgado de fecha quince de Setiembre .del año mil 
novecientos treinta y ocho, celebrada en el curso del proce-
dimiento; 2o. Que debe condenar y condena en las costas del 
incidente al acusado Gregorio Antonio Guzmán»; 

Considerando, que el recurrente expone, en el acta de 
declaración de su recurso, que interpone éste «en razón de 
haberse violado los arts. 3 y 277 del Cod, cle Proc. Criminal y 
1382 del Cod. Civil, y por los demás motivos que serán ex-
puestos mas ampliamente por el memorial de casación corres-
pondiente», memorial que no ha sido remitido a la Suprema 
Corte de Justicia: 

Considerando, respecto de . la alegada violación del artículo 
3 del Código de Procedimiento Criminal: que aunque el re-
currente no indica . en qué consiste tal violación, del examen 
del fallo impugnado se infiere que lo que ahora se pretende 
es que el texto legal citado, el cual dispone que «se puede per-
seguir la acción civil al mismo tiempo y ante los mismos Jue-
ces, que la acción pública. También puede serlo separada-
mente; en cuyo caso se suspende su ejercicio hasta que se 
haya decidido definitivamente sobre la acción pública, intenta-
da antes o durante la persecución de la acción civil», ha sido 
violado porque, al haber renunciado Juan Ramón Núñez., ante 
el tribunal correccional, de. «la constitución de parte civil que 
hizo por ante el Juzgado de Instrucción contra Gregorio An-
tonio Guzmán». su nueva acción como parte civil contra este 
último, no podía ser conocida por el Juzgado cte lo criminal 
apoderado luego del asunto penal, el que no estaba capacitado 
para aceptar su constitución en tal sentido, de modo contrario 
a lo que decidió la sentencia atacada en casación; pero, 
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del presente incidente»; I). que el inculpado Juan Ramón 
:Núñez apeló de dicha decisión, y la Corte de Apelación de 
Santiago, debidamente apoderada del conocimiento de dicho 
recurso, dictó sobre el mismo, en fecha catorce de Junio de 
mil novecientos treinta y nueve, la sentencia contra la cual 
se ha recurrido a casación, cuyo dispositivo es el que en se-
guida se copia: «Falla: Que debe revocar y revoca la sentencia 
_apelada dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Espaillat, en fecha veintidos del mes de Fe-
brero del año en curso, y Juzgando por propia autoridad y 
contrario imperio, debe declarar y declara procedente la ad-
misión de Juan María Núñez, a constituirse parte civil contra 
Gregorio Antonio Guzmán, en la causa que por ante el Juzga-
do de lo Criminal de Espaillat, se sigue a dicho Guzmán, por 
no ser óbice, al ejercicio de este derecho el desistimiento for-
mulado po.r el apelante Núñez en la audiencia correccional del 
mismo Juzgado de fecha quince de Setiembre .del año mil 
novecientos treinta y ocho, celebrada en el curso del proce-
dimiento; 2o. Que debe condenar y condena en las costas del 
incidente al acusado Gregorio Antonio Guzmán»; 

Considerando, que el recurrente expone, en el acta de 
declaración de su recurso, que interpone éste «en razón de 
haberse violado los arts. 3 y 277 del Cod, de Proc. Criminal y 
1382 del Cod. Civil, y por los demás motivos que serán ex-
puestos mas ampliamente por el memorial de casación corres-
pondiente», memorial que no ha sido remitido a la Suprema 
Corte de Justicia: 

Considerando, respecto cíela alegada violación del artículo 
3 del Código de Procedimiento Criminal: que aunque el re-
currente no indica en qué consiste tal violación, del examen 
del fallo impugnado se infiere que lo que ahora se pretende 
es que el texto legal citado, el cual dispone que «se puede per-
seguir la acción civil al mismo tiempo y ante los mismos Jue-
ces, que la acción pública. También puede serlo separada-
mente; en cuyo caso se suspende su ejercicio hasta que se 
haya decidido definitivamente sobre la acción pública, intenta-
da antes o durante la persecución de la acción civil», ha sido 
violado porque, al haber renunciado Juan Ramón Núñez. ante 
el tribunal correccional. de «la constitución de parte civil que 
hizo por ante el Juzgado de Instrucción contra Gregorio An-
tonio Guzmán». su nueva acción como parte civil contra este 
último, no podía ser conocida por el Juzgado de lo criminal 
apoderado luego del asunto penal, el que no estaba capacitado 
para aceptar su constitución en tal sentido, de modo contrario 
a lo que decidió la sentencia atacada en casación; pero, 
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denó «que a la causa por heridas que se sigue a Juan Ramón 
Núñez, se una el proceso que tiene a su cargo por su delito. 
de rebelión a mano armada contra José María Gómez, Alcalde 
Pedáneo de Zafarraya, común de Moca»; E), que el veinte del 
mismo mes, el Juzgado en referencia dictó, sobre un incidente 
que había sido promovido por el prevenido José María Núñez,. 
otra sentencia con el dispositivo siguiente: «Primero: que de-
be declarar

- 
 declara que Juan Ranyin Núñez tiene interés y 

( alidad para proponer la excepción (le incompetencia que ha 
fo mutado tendiente a que el caso sea declinado a la jurisdic-
ción criminal;—Segundo: pero'que por lo infundada de dicha 
excepción debe rechazar y la rechaza, declarando que el pre-
sente proceso es puramente correccional; Tercero: que debe 
ordene r y ordena la continuación de la causa,

- 
 Cuarto: que 

debe condenar y condena a Juan Ramón Núñez al pago de los. 
costos del incidente»; F), que contra este último fallo inter-
puso recurso de alzada el prevenido Núñez; G), que acerca de 
este recurso. del cual conoció la Corte de Apelación del De-
partamento de Santiago, dicha Corte, después de llenadas las 
formalidades legales del caso. dictó, en fecha doce de Diciem-
bre de mil novecientos treinta y ocho, una sentencia con este 
dispositivo: «Falla: lo. Que debe admitir y admite la apela-
ción de la sentencia dictada en fecha veinte de Setiembre del 
año en curso, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, que rechazó la excepción de incompe-
tencia del Tribunal Correccional propuesta por el inculpado 
Juan Ramón Núñez; 2o. Que debe revocar v revoca la referida 
sentencia, y Juzgando por propia autoridád, debe declarar y 
declara la incompetencia del Juzgado de lo Correccional para 
conocer de la causa seguida a Gregorio A. Guzmán. acusado 
de heridas que produjeron lesión permanente a Juan Ramón 
Núñez; 3o. Que debe disponer ,y dispone el envío del proceso 
por ante el Juzgado Criminal de Espaillat, de acuerdo con el 
artículo 10 de la Ley No. 1014; y 40. Que debe reservar y re-
serva las costas»; que enviado el proceso al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, como 
«Juzgado Criminal», ésté dictó, en fecha veintidós de Febrero 
de mil novecientos treinta y nueve, un fallo con el dispositivo 
siguiente: «lo.—Que debe declarar y declara irrecibible a 
Juan Ramón Núñez como parte civil contra Gregori:) Antonio 
Germán, a consecuencia de su desistimiento formulado en la. 
audiencia de fecha quince de Setiembre de mil novecientos 
treinta y ocho, sin que se afecte su derecho de realizar sus 
persecuciones por ante la jurisdicción civil correspondiente; 
y 2o.—Que debe condenar y le condena al pago de los costos 
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Considerando, que el fallo dictado por la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santiago, en fecha doce de Di-
ciembre de mil novecientos treinta y ocho, por el cual se 
declaró «la incompetencia del Juzgado de lo Correccional 
para conocer de la causa seguida a Gregorio A. Guzmán, 
acusado de heridas que produjeron lesión permanente a Juan 
Ramón 'Núñez», y se dispuso «el envío del proceso por ante 
el Juzgado criminal de Espaillat», tenía por efecto hacer ne-
cesariamente la renovación ante el tribunal competente, de 
toda constitución en parte civil que sólo se hubiera hecho, 
por manifestaciones orales, en la audiencia del tribunal decla-
rado incompetente, y hacer igualmente necesaria la renova-
ción de la renuncia que, en las condiciones aludidas, había 
sido declarada por Juan Ramón Núñez; pues, la renuncia ante 
el tribunal, incompetente para todo lo actuado ante él, había 
dejado de existir, lo mismo que el fallo de dicho tribunal; que 
consecuentemente, al constituirse, de nuevo, Juan Ramón 
Núñez como parte civil, ante el Juzgado de lo criminal, no se 
oponía a ello, en esa nueva instancia, una renuncia que había 
perdido su validez; que por todo lo expuesto, la sentencia im-
pugnada, al fallar como lo hizo, no incurrió en la violación 
que se pretende; 

Considerando, en cuanto a la pretendida violación del 
artículo 277 del Código de Procedimiento Criminal, que con-
cierne a la condenación en costos: que tanto la decisión del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espai-
Ilat, de fecha veintidós de Febrero de mil novecientos treinta 
y nueve, como la . impugnada ahora, que dictó, con motivo del 
recurso de alzada contra aquella interpuesto - por Juan Ramón 
Núñez, la Corte de Apelación de Santiago (el dispositivo de 
este último fallo dice, erradamente Juan María Núñez), son 
sentencias definitivas sobre un incidente promovido por el 
actual recurrente; que al haber sucumbido, en la segunda, 
dicho actual recurrente, procedía la condenación al pago de 
las costas que contra él fué pronunciada; que por lo tanto, el 
texto legal aludido en la presente consideración, no fué violado, 
sino correctamente aplicado; 

Considerando. acerca de la alegada violación del artículo 
1382 del Código Civil: que éste dispone que «cualquier hecho 
del hombre que causa a otro un daño, obliga a aquel por cuya 
culpa sucedió, a repararlo»; pero, que al no haber decidido la 
Corte a-quo, porque no se le sometió ese aspecto del asunto, 
si alguna de las partes tiene, o nó, derecho a obtener alguna 
reparación, cosa en la cual no influye la sentencia atacada, 
ésta no ha incurrido en la violación que se pretende; 

Considerando, por último, que el recurrente no ha indi-
cado los demás medios de casación que, con las palabras 
«por los demás, motivos que serán expuestos más ampliamen-
te por el memorial de casación correspondiente», anunciaba 
en la declaración de su recurso, y que ningún vicio es revela-
do por la lectura de la sentencia impugna, la cual es regular 
en la forma; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el nombrado Gregorio Antonio Guzmán, contra 
sentencia de la Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago. de fecha catorce de Junio de mil novecientos treinta y 
nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco.—Abigaíl Montás.— J. Vidal Veláz- 
quez.—Ral: Castro Rivera.—Leoncio Ramos.—Luis Logroño 
C.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leída 
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fir-
mado): EUG. A. ALVAREZ. 

•••• •4•-- 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan To-
más Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Susti-
tuto de Presidente; Abigail Montás, Jaime Vidal Velázquez, Ra-
fael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohen, 
asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el día doce (12) del mes de Abril del mil novecien-
tos cuarenta, año 97° de la Independencia y 77° de la Restau-
ración, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Señora 
María Pérez de Fernández, de oficios domésticos, autorizada 
por su esposo el Señor Ramón Fernández, agricultor, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 3049, Serie 54, 
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Considerando, que el fallo dictado por la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santiago, en fecha doce de Di-
ciembre de mil novecientos treinta y ocho, por el cual se 
declaró «la incompetencia del Juzgado de lo Correccional 
para conocer de la causa seguida a Gregorio A. Guzmán, 
acusado de heridas que produjeron lesión permanente a Juan 
Ramón 'Núñez». y se dispuso «el envío del proceso por ante 
el Juzgado criminal de Espaillat», tenia por efecto hacer ne-
cesariamente la renovación ante el tribunal competente, de 
toda constitución en parte civil que sólo se hubiera hecho, 
por manifestaciones orales, en la audiencia del tribunal decla-
rado incompetente, y hacer igualmente necesaria la renova-
ción de la renuncia que, en las condiciones aludidas, había 
sido declarada por Juan Ramón Núñez; pues, la renuncia ante 
el tribunal, incompetente para todo lo actuado ante él, había 
dejado de existir, lo mismo que el fallo de dicho tribunal; que 
consecuentemente, al constituirse, de nuevo, Juan Ramón 
Núñez como parte civil, ante el Juzgado de lo criminal, no se 
oponía a ello, en esa nueva instancia, una renuncia que había 
perdido su validez; que por todo lo expuesto, la sentencia im-
pugnada, al fallar como lo hizo, no incurrió en la violación 
que se pretende; 

Considerando, en cuanto a la pretendida violación del 
artículo 277 del Código de Procedimiento Criminal, que con-
cierne a la condenación en costos: que tanto la decisión del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espai-
Ilat, de fecha veintidós de Febrero de mil novecientos treinta 
y nueve, como la . impugnada ahora, que dictó, con motivo del 
recurso de alzada contra aquella interpuesto por Juan Ramón 
Núñez, la Corte de Apelación de Santiago (el dispositivo de 
este último fallo dice, erradamente Juan María Núñez), son 
sentencias definitivas sobre un incidente promovido por el 
actual recurrente; que al haber sucumbido, en la segunda, 
dicho actual recurrente, procedía la condenación al pago de 
las costas que contra él fué pronunciada; que por lo tanto, el 
texto legal aludido en la presente consideración, no fué violado, 
sino correctamente aplicado; 

Considerando. acerca de la alegada violación del artículo 
1382 del Código Civil: que éste dispone que «cualquier hecho 
del hombre que causa a otro un daño, obliga a aquel por cuya 
culpa sucedió, a repararlo»; pero, que al no haber decidido la 
Corte a-quo, porque no se le sometió ese aspecto del asunto, 
si alguna de las partes tiene, o nó, derecho a obtener alguna 
reparación, cosa en la cual no influye la sentencia atacada, 
ésta no ha incurrido en la violación que se pretende; 

Considerando, por último. que el recurrente no ha indi-
cado los demás medios de casación que, con las palabras 
«por los demás motivos que serán expuestos más ampliamen-
te por el memorial de casación correspondiente», anunciaba 
en la declaración de su recurso, y que ningún vicio es revela-
do por la lectura de la sentencia impugna, la cual es regular 
en la forma; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el nombrado Gregorio Antonio Guzmán, contra 
sentencia de la Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago. de fecha catorce de Junio de mil novecientos treinta y 
nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— 1. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco.— Abigail Montás.— .1. Vidal Veláz- 
quez.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio Ramos.—Luis Logroño 
C.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leída 
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fir-
mado): EUG. A. ALVAREZ. 

ri•■ •• • ••■■ 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan To-
más Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Susti-
tuto de Presidente; Abigaíl Montás, Jaime Vidal Velázquez, Ra-
fael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, 
asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 

- Domingo, el día doce (12) del mes de Abril del mil novecien-
tos cuarenta, año 97° de la Independencia y 77° de la Restau-
ración, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Señora 
María Pérez de Fernández, de oficios domésticos, autorizada 
por su esposo el Señor Ramón Fernández, agricultor, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 3049, Serie 54, 
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Considerando, por último. que el recurrente no ha indi-
cado los demás medios de casación que, con las palabras 
«por los demás motivos que serán expuestos más ampliamen-
te por el memorial de casación correspondiente», anunciaba 
en la declaración de su recurso, y que ningún vicio es revela-
do por la lectura de la sentencia impugna, la cual es regular 
en la forma; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el nombrado Gregorio Antonio Guzmán, contra 
sentencia de la Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago. de fecha catorce de Junio de mil novecientos treinta y 
nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco.— Abigail Montás.— .1. Vidal Veláz- 
guez.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio Ramos.—Luis Logroño 
C.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leída 
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Fir-
mado): EUG. A. ALVAREZ. 

Considerando, que el fallo dictado por la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santiago, en fecha doce de Di-
ciembre de mil novecientos treinta y ocho, por el cual se 
declaró «la incompetencia del Juzgado de lo Correccional 
para conocer de la causa seguida a Gregorio A. Guzmán, 
acusado de heridas que produjeron lesión permanente a Juan 
Ramón 'Núñez». y se dispuso «el envío del proceso por ante 
el Juzgado criminal de Espaillat», tenía por efecto hacer ne-
cesariamente la renovación ante el tribunal competente, de 
toda constitución en parte civil que sólo se hubiera hecho, 
por manifestaciones orales, en la audiencia del tribunal decla-
rado incompetente, y hacer igualmente necesaria la renova-
ción de la renuncia que, en las condiciones aludidas, había 
sido declarada por Juan Ramón Núñez; pues, la renuncia ante 
el tribunal, incompetente para todo lo actuado ante él, había 
dejado de existir, lo mismo que el fallo de dicho tribunal; que 
consecuentemente, al constituirse, de nuevo, Juan Ramón 
Núñez como parte civil, ante el Juzgado de lo criminal, no se 
oponía a ello, en esa nueva instancia, una renuncia que había 
perdido su validez; que por todo lo expuesto, la sentencia im-
pugnada, al fallar como lo hizo, no incurrió en la violación 
que se pretende; 

Considerando, en cuanto a la pretendida violación del 
artículo 277 del Código de Procedimiento Criminal, que con-
cierne a la condenación en costos: que tanto la decisión del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espai-
Ilat, de fecha veintidós de Febrero de mil novecientos treinta 
y nueve, como la . impugnada ahora, que dictó, con motivo del 
recurso de alzada contra aquella interpuesto - por Juan Ramón 
Núñez, la Corte de Apelación de Santiago (el dispositivo de 
este último fallo dice, erradamente Juan María Núñez), son 
sentencias definitivas sobre un incidente promovido por el 
actual recurrente; que al haber sucumbido, en la segunda, 
dicho actual recurrente, procedía la condenación al pago de 
las costas que contra él fué pronunciada; que por lo tanto, el 
texto legal aludido en la presente consideración, no fué violado, 
sino correctamente aplicado; 

Considerando, acerca de la alegada violación del artículo 
1382 del Código Civil: que éste dispone que «cualquier hecho 
del hombre que causa a otro un daño, obliga a aquel por cuya 
culpa sucedió, a repararlo»; pero, que al no haber decidido la 
Corte a-quo, porque no se le sometió ese aspecto del asunto, 
si alguna de las partes tiene, o nó, derecho a obtener alguna 
reparación, cosa en la cual no influye la sentencia atacada, 
ésta no ha incurrido en la violación que se pretende; 

-411. • • ■ 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan To-
más Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Susti-
tuto de Presidente; Abigail Montás, Jaime Vidal Velázquez, Ra-
fael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, 
asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el día doce (12) del mes de Abril del mil novecien-
tos cuarenta, año 97° de la Independencia y 77° de la Restau-
ración, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Señora 
María Pérez de Fernández, de oficios domésticos, autorizada 
por su esposo el Señor Ramón Fernández, agricultor, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 3049, Serie 54, 



206 	 BOLETÍN JUDICIAL. 
BOLETÍN JUDICIAL. 	 207 

expedida en la ciudad de Moca, domiciliados ambos, en Jaba-
ba, sección rural de la común de Moca, contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
veintisiete de Noviembre de mil novecientos treinta y cinco, 
dictada, en atribuciones civiles, en favor del Señor Cristián 
Alfonso Morín: 

Visto el Mer.norial de Casación presentado por el Licen-
ciado Julio Sánchez Gil, abogado de la recurrente, en el cual 
se alegan las violaciones de la ley que más adelante se expon-
drán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licencia-
do José de J. Olivares, abogado del intimado, Señor Cristián 
Alfonso Morín, propietario, domiciliado y residente en la ciu-
dad de Moca, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 7789, Serie 54; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Julio Sánchez Gil, abogado de la par-

te intimante, en la lectura (le sus conclusiones; 
Oído el Licenciado R. Díaz Méndez, en representación del 

Licenciado José de J. Olivares, abogado de la parte intimada, 
quien depositó un memorial de ampliación y leyó sus conclu-
siones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República. 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera-
do, y vistos los artículos 1134, 1273, 1275, 1276 y 1654 del 
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 1° y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A), que el cuatro de Diciembre 
de mil novecientos veintinueve, la Señora María Pérez, autori-
zada y asistida por su esposo el Señor Ramón Antonio Fer-
nández, vendió al Señor Cristián Alfonso Morín una casa en la 
ciudad de Moca, situada en solar propio, por la suma de seis-
cientos pesos oro que el Señor José Brache se obligó a pagar, 
a razón de cincuenta pesos oro mensuales, con un interés del 
uno por ciento; B), que en fecha veintisiete de Octubre de mil 
novecientos treinta y tres, o sea cerca de cuatro años después, 
la Señora María Pérez de Fernández, autorizada por su esposo, 
demandó, previo infructuoso preliminar de conciliación, al Se-
ñor Cristián Alfonso Morín, en rescisión del contrato de venta 
aludido, por no haberle sido pagado su precio a la vendedora; 
C), que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de. Espaillat, debidamente apoderado del caso, pronunció acer- 

ca de éste, en fecha primero de Diciembre de mil novecientos 
treinta y tres, una sentencia, en defecto contra los demandan-
tes, por falta de conclusiones, por la cual fue rechazada la de-
manda susodicha y fueron condenados dichos demandantes al 
pago de los costos; D), que no conforme con el fallo mencio-
nado, la Señora María Pérez de Fernández interpuso recurso 
de oposición contra el mismo; E), que en fecha trece de Se-
tiembre de mil novecientos treinta y cinco, el Juzgado arriba 
indicado dictó, sobre el recurso al cual se ha hecho alusión, 
una sentencia con este dispositivo: «Primero: que debe revo-
car y revoca la sentencia en defecto de este Tribunal de fecha 
primero de Diciembre de mil novecientos treinta y tres dictada 
en favor del señor Cristián Alfonso Morín contra la señora Ma-
ría Pérez de Fernández y su esposo Ramón Antonio Fernández; 
Segundo:— Que debe ordenar y ordena la rescisión del Con-
trato de venta de fecha cuatro de Diciembre de mil novecien-
tos veintinueve instrumentado por el Notario Público del nú-
mero de esta común señor Julio Sánchez Gil, que se refiere a 
la casa descrita en otra parte de esta sentencia; Tercero: que 
debe condenar y condena al señor Cristián Alfonso Morín al 
pago de los alquileres de la casa por todo el tiempo que la ha 
ocupado a razón de seis pesos oro mensuales; Cuarto: que de-
be condenar y condena a la señora María Pérez de,Fernandez 
a la devolución de la suma de $410.00 al señor Cristián Alfon-
so Morín, suma recibida por ella como parte del precio de la 
propiedad vendida; Quinto: que debe ordenar y ordena la eje 7 

 cución provisional y sin fianza de esta sentencia no obstante 
oposición y apelación por existir título auténtico; Sexto: que 
debe condenar y condena al señor Cristián Alfonso Morín al 
pago de los costos»; F), que el señor Cristián Alfonso Morín 
apeló de dicha decisión; G), que la corte' de Apelación del De-
partamento de Santiago, después de haber conocido del caso 
en audiencia pública, en la que concluyeron las partes por con-
ducto de sus respectivos abogados,- dictó, en fecha veintisiete 
de Noviembre de mil novecientos treinta y cinco, la sentencia 
contra la cual se ha recurrido a casación, cuyo dispositivo es 
el siguiente: «Falla:— Primero:— que debe revocar y revoca 
la sentencia apelada dictada en fecha trece de Setiembre del 
año mil novecientos treinta y cinco por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, y obrando por pro-
pia autoridad: debe rechazar y rechaza por infundada la de-
manda intentada por la señora María Pérez de Fernández, au-
torizada por su esposo señor Ramón Fernández, contra el 
señor Cristián Alfonso Morín;— Segundo:— Que debe conde-
nar y condena en las costas del procedimiento a la señora Ma- 
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ca de éste, en fecha primero de Diciembre de mil novecientos 
treinta y tres, una sentencia, en defecto contra los demandan-
tes, por falta de conclusiones, por la cual fue rechazada la de-
manda susodicha y fueron condenados dichos demandantes al 
pago de los costos; D), que no conforme con el fallo mencio-
nado, la Señora María Pérez de Fernández interpuso recurso 
de oposición contra el mismo; E), que en fecha trece de Se-
tiembre de mil novecientos treinta y cinco, el Juzgado arriba 
indicado dictó, sobre el recurso al cual se ha hecho alusión, 
una sentencia con este dispositivo: «Primero: que debe revo-
car y revoca la sentencia en defecto de este Tribunal de fecha 
primero de Diciembre de mil novecientos treinta y tres dictada 
en favor del señor Cristián Alfonso Morín contra la señora Ma-
ría Pérez de Fernández y su esposo Ramón Antonio Fernández; 
Segundo:— Que debe ordenar y ordena la rescisión del Con-
trato de venta de fecha cuatro de Diciembre de mil novecien-
tos veintinueve instrumentado por el Notario Público del nú-
mero de esta común señor Julio Sánchez Gil, que se refiere a 
la casa descrita en otra parte de esta sentencia; Tercero: que 
debe condenar y condena al señor Cristián Alfonso Morín al 
pago de los alquileres de la casa por todo el tiempo que la ha 
ocupado a razón de seis pesos oro mensuales; Cuarto: que de-
be condenar y condena a la señora María Pérez de, Fernández 
a la devolución de la suma de $410.00 al señor Cristián Alfon-
so Morín, suma recibida por ella como parte del precio de la 
propiedad vendida; Quinto: que debe ordenar y ordena la eje :- 
cución provisional y sin fianza de esta sentencia no obstante 
oposición y apelación por existir título auténtico; Sexto: que 
debe condenar y condena al señor Cristián Alfonso Morín al 
pago de los costos»; F), que el señor Cristián Alfonso Moría 
apeló de dicha decisión; G), que la corte' de Apelación del De-
partamento de Santiago, después de haber conocido del caso 
en audiencia pública, en la que concluyeron las partes por con-
ducto de sus respectivos abogados,- dictó, en fecha veintisiete 
de Noviembre de mil novecientos treinta y cinco, la sentencia 
contra la cual se ha recurrido a casación, cuyo dispositivo es 
el siguiente: «Falla:— Primero:— que debe revocar y revoca 
la sentencia apelada dictada en fecha trece de Setiembre del 
año mil novecientos treinta y cinco por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, y obrando por pro-
pia autoridad: debe rechazar y rechaza por infundada la de-
manda intentada por la señora María Pérez de Fernández, au-
torizada por su esposo señor Ramón Fernández, contra el 
señor Cristián Alfonso Morín;— Segundo:— Que debe conde-
nar y condena en las costas del procedimiento a la señora Ma- 

expedida en la ciudad de Moca, domiciliados ambos, en Jaba-
ba, sección rural de la común de Moca, contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
veintisiete de Noviembre de mil novecientos treinta y cinco, 
dictada, en atribuciones civiles, en favor del Señor Cristián 
Alfonso Moría; 

Visto el Meálorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Julio Sánchez Gil, abogado de la recurrente, en el cual 

• se alegan las violaciones de la ley que más adelante se expon-
drán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licencia-
do José de J. Olivares, abogado del intimado, Señor Cristián 
Alfonso Morín, propietario, domiciliado y residente en la ciu-
dad de Moca, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 7789, Serie 54; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Julio Sánchez Gil, abogado de la par-

te intimante, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Licenciado R. Díaz Méndez, en representación del 

Licenciado José de J. Olivares, abogado de la parte intimada, 
quien depositó un memorial de ampliación y leyó sus conclu-
siones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera-
do, y vistos los artículos 1134, 1273, 1275, 1276 y 1654 del 
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 1° y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A), que el cuatro de Diciembre 
de mil novecientos veintinueve, la Señora María Pérez, autori-
zada y asistida por su esposo el Señor Ramón Antonio Fer-
nández, vendió al Señor Cristián Alfonso Moría una casa en la 
ciudad de Moca, situada en solar propio, por la suma de seis-
cientos pesos oro que el Señor José Brache se obligó a pagar, 
a razón de cincuenta pesos oro mensuales, con un interés del 
uno por ciento; B), que en fecha veintisiete de Octubre de mil 
novecientos treinta y tres, o sea cerca de cuatro años después, 
la Señora María Pérez de Fernández, autorizada por su esposo, 
demandó, previo infructuoso preliminar de conciliación, al Se-
ñor Cristián Alfonso Moría, en rescisión del contrato de venta 
aludido, por no haberle sido pagado su precio a la vendedora; 
C), que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de. Espaillat, debidamente apoderado del caso, pronunció acer- 

. s. 
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ría Pérez de Fernández, distrayéndolas en favor de los aboga-
dos Licenciados Eduardo Estrella y José de Jesús Olivares, 
quienes afirman haberlas avanzado»; 

Considerando, que en el recurso en referencia se presen-
tan, como fundamentos del mismo, los medios siguientes: 
«a) Violación del artículo 1654 del Código Civil y 141 del 
de Procedimiento Civil»; y «b) Violación del Art. 1275 del 
Código Civil.— Delegación imperfecta. Novación»; 

Considerando, en cuanto al primer medio, marcado con 
la letra a) que la parte intimante alega que el primero de los 
textos legales por él citados, «reserva de una manera formal al 
vendedor la acción en resolución del contrato, por desenvolvi-
miento de los principios consagrados en el art. 1184 del Cód. 
Civ. y en obsequio a la conservación del privilegio legal esta-
blecido para el vendedor no pagado»; que «si es verdad que es 
cierto que este vendedor no pagado puede optar pór competir» 
(compeler) «a su deudor es decir al comprador a la ejecución 
de su obligación pagando el precio, no es menos cierto que 
cuando él haya elegido la vía de la resolución ésta no puede 
serle cerrada sino en violación flagrante de la disposición le-
gal que la consagra»; que cuando la Corte a-quo expresa en 
su tercer Considerando «que de la letra del contrato de venta 
se desprende que en el espíritu de los contratantes prevaleció 
la intención de extinguir inmediatamente la obligación del se-
ñor Morín como comprador para sustituirla por la del Señor 
Brache de efectuar el pago» etc., «se está comportando como 
si la demandante originaria estuviese persiguiendo la ejecución 
de la obligación de pagar el precio y no ha motivado en conse-
cuencia el rechazo de la demanda en resolución basada en el 
art. 1654, disposición legal que estropea y menoscaba»; que 
cuando la Corte a-quo expresa en su cuarto considerando «que 
al aceptar la vendedora sin ninguna clase de reservas, el cam-
bio de la obligación del comprador por la de un tercero de re-
putada solvencia económica y moral, como el señor José Bra-
che, sin tomar ninguna precaución respecto del comprador, 
admitió que la obligación de éste quedó extinguida para ser 
sustituida por la obligación que el mismo 'contrato puso a car-
go del señor José Brache», con ello dicha Corte «o ha quitado 
a la vendedora no pagada su facultad de resolver la venta o 
cuando menos innova el derecho en el sentido de que indica a 
un vendedor no pagado dirijirse contra otra persona que su 
comprador para resolver la venta»; que «por taneb al decidir 
así y al motivar así la sentencia recurrida violó los Arts. 1654 
del Cód. Civ. y 141 del de Proc. Civ.»; pero, 

Considerando, que la acción en resolución, prevista por 

el artículo 1654 del Código Civil, tiene como base imprescin-
dible la falta en que se encuentre el comprador, al no haber 
cumplido la obligación, que haya contraído, de pagar el precio; 
que la sentencia impugnada contiene, no - sólo las expresiones 
aludidas por la intimante. sino diversas comprobaciones, rela-
tivas a las estipulaciones contenidas en el contrato que inter-
vino entre la parte intimante y los Señores Cristián Alfonso 
Morín y José Brache, tales como los concernientes a los inte-
reses a cargo de éste último, sobre las partes que adeudara del 
precio; sobre la facultad del mismo, de pagar dicho precio en 
sumas parciales, no menores de cincuenta pesos oro mensua-
les, o de pagar toda la suma cuando lo estimare conveniente, 
sia aguardar plazos; sobre la elección de domicilio «para la 
ejecución» del contrato, hecha únicamente por la vendedora y 
por el Señor José Brache, y nó por el comprador; que asi-
mismo, él fallo contra el cual se ha recurrido a casación, pre-
senta la comprobación del hecho de que, contrariamente a lo 
que había sido alegado por la actual intimante, ésta y su espo-
so habían firmado el diez de Octubre de mil novecientos trein-
ta y tres, una certificación en la cual expresaban lo siguiente: 
que habían recibido de manos del Señor José Brache «la suma 
de cuatrocientos pesos oro americano, a cuenta de la suma de 
seiscientos pesos oro que dicho señor se comprometió a pa-
garnos como precio de la venta que en fecha 4 de Diciembre 
de 1929 hicimos al señor Cristián Alfonso Morín, de una casa 
de la propiedad de María Pérez de Fernández, quedándonos a 
deber el señor José Broche solamente la suma de cielito no-
venta pesos, con los intereses correspondientes»; que en pre-
sencia de todas estas comprobaciones, hechas en los documen-
tos que le habían sometido las partes, los Jueces del fondo, en 
uso de su poder de interpretar la convención, sin desnaturali-
zarla, establecieron que, por el querer de dichas partes, el ac- 

1 1  tual intimado, Señor Cristián Alfonso Morín, había quedado 
liberado de toda obligación de pago respecto de la actual inti-
mante y de su esposo, por haberse creado, desde el primer 
momento, en lugar de tal obligación, la del Señor José Brache; 
que esa interpretación, en semejantes condiciones, así como 
las comprobaciones que le sirvieron de fundamento, no están 

. sujetas a la censura de la jurisdicción de casación, de acuerdo 
. con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley sobre Procedimien-

to de casación, v de los principios que rigen la materia; que al 
establecersetue-  no había quedado a cargo del Señor Cristián 
Alfonso Morín la obligación de pagar el precio, las razones pa-

. ra ello dadas en la sentencia impugnada responden suficien-
temente a la pretensión de que se ordenara; frente a él, una 

1:( 

• 
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ría Pérez de Fernández, distrayéndolas en favor de los aboga-
dos Licenciados Eduardo Estrella y José de Jesús Olivares, 
quienes afirman haberlas avanzado»; 

Considerando, que en el recurso en referencia se presen-
tan, como fundamentos del mismo, los medios siguientes: 
«a) Violación del artículo 1654 del Código Civil y 141 del 
de Procedimiento Civil»; y «b) Violación del Art. 1275 del 
Código Civil.— Delegación imperfecta. Novación»; 

Considerando, en cuanto al primer medio, marcado con 
la letra a) que la parte intimante alega que el primero de los 
textos legales por él citados, «reserva de una manera formal al 
vendedor la acción en resolución del contrato, por desenvolvi-
miento de los principios consagrados en el art. 1184 del Cód. 
Civ. y en obsequio a la conservación del privilegio legal esta-
blecido para el vendedor no pagado»; que «si es verdad que es 
cierto que este vendedor no pagado puede optar por compelir» 
(compeler) «a su deudor es decir al comprador a la ejecución 
de su obligación pagando el precio, no es menos cierto que 
cuando él haya elegido la vía de la resolución ésta no puede 
serle cerrada sino en violación flagrante de la disposición le-
gal que la consagra»; que cuando la Corte a-quo expresa en 
su tercer Considerando «que de la letra del contrato de venta 
se desprende que en el espíritu de los contratantes prevaleció 
la intención de extinguir inmediatamente la obligación del se-
ñor Morín como comprador para sustituirla por la del Señor 
Brache de efectuar el pago» etc., «se está comportando como 
si la demandante originaria estuviese persiguiendo la ejecución 
de la obligación de pagar el precio y no ha motivado en conse-
cuencia el rechazo de la demanda en resolución basada en el 
art. 1654, disposición legal que estropea y menoscaba»; que 
cuando la Corte a-quo expresa en su cuarto considerando «que 
al aceptar la vendedora sin ninguna clase de reservas, el cam-
bio de la obligación del comprador por la de un tercero de re-
putada solvencia económica y moral, corno el señor José Bra-
che, sin tomar ninguna precaución respecto del comprador, 
admitió que la obligación de éste quedó extinguida para ser 
sustituída por la obligación que el mismo 'contrato puso a car-
go del señor José Brache», con ello dicha Corte «o ha quitado 
a la vendedora no pagada su facultad de resolver la venta o 
cuando menos innova el derecho en el sentido de que indica a 
un vendedor no pagado dirijirse contra otra persona que su 
comprador para resolver la venta»; que «por taneb al decidir 
así y al motivar así la sentencia recurrida violó los Arts. 1654 
del Cód. Civ. y 141 del de Proc. Civ.»; pero, 

Considerando, que la acción en resolución, prevista por 
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el artículo 1654 del Código Civil, tiene como base imprescin-
dible la falta en que se encuentre el comprador, al no haber 
cumplido la obligación, que haya contraído, de pagar el precio; 
que la sentencia impugnada contiene, no - sólo las expresiones 
aludidas por la habitante, sino diversas comprobaciones, rela-
tivas a las estipulaciones contenidas en el contrato que inter-
vino entre la parte intimante y los Señores Cristián Alfonso 
Morín y José Brache, tales como los concernientes a los finte-
reses a cargo de éste último, sobre las partes que adkudara del 
precio; sobre la facultad del mismo, de pagar dicho precio en 
sumas parciales, no menores de cincuenta- pesos oro mensua-
les. o de pagar toda la suma cuando lo estimare conveniente, 
sia aguardar plazos; sobre la elección de domicilio «para la 
ejecución» del contrato, hecha únicamente por la vendedora y 
por el Señor José Brache, y nó por el comprador; que asi-
mismo, él fallo contra el cual se ha recurrido a casación, pre-
senta la comprobación del hecho de que, contrariamente a lo 
que había sido alegado por la actual intimante, ésta y su espo-
so habían firmado el diez de Octubre de mil novecientos trein-
ta y tres, una certificación en la cual expresaban lo siguiente: 
que habían recibido de manos del Señor José Brache «la suma 
de cuatrocientos pesos oro americano, a cuenta de la suma de 
seiscientos pesos oro que dicho señor se comprometió a pa-
garnos como precio de la venta que en fecha 4 dé Diciembre 
de 1929 hicimos al señor Cristián Alfonso Morín, de una casa 
de la propiedad de María Pérez de Fernández, quedándonos a 
deber el señor José Broche solamente la suma de cielito no-
venta pesos, con los intereses correspondientes»; que en pre-
senda de todas estas comprobaciones, hechas en los documen-
tos que le habían sometido las partes, los Jueces del fondo, en 
uso de su poder de interpretar la convención, sin desnaturali-
zarla, establecieron que, por el querer de dichas partes, el ac-
tual intimado, Señor Cristián Alfonso Motín, había quedado 
liberado de toda obligación de pago respecto de la actual inti-
mante y de su esposo, por haberse creado, desde el primer 
momento, en lugar de tal obligación, la del Señor José Brache; 
que esa interpretación, en semejantes condiciones, así como 
las comprobaciones que le sirvieron de fundamento, no están 
sujetas a la censura de la jurisdicción de casación, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley sobre Procedimien-
to de casación, y de los principios que rigen la materia; que al 
establecerse4Nue no había quedado a cargo del Señor Cristián 
Alfonso Morín la obligación de pagar el precio, las razones pa-
ra ello dadas en la sentencia impugnada responden suficien-
temente a la pretensión de que se ordenara, frente a él, una 
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resolución de contrato para sancionar una falta inexistente; 
que, por todo lo expuesto, el fallo en referencia, que aplicó el 
artículo 1134 del Código Civil, sobre la fuerza de ley que tie-
nen, entre las partes, las convenciones, no ha incurrido en los 
vicios señalados en el primer medio de casación, el cual, con-
secuentemente, debe ser rechazado; 

Considerando, respecto del segundo y último medio, con-
cerniente a la alegada -  violación del artículo 1275 del Código 
Civil; a la «delegación imperfecta» y a la «novación»: que el 
texto legal citado, al expresar que «la delegación por la cual 
un deudor da al acreedor otro deudor que se obliga respecto 
del acreedor, no produce la novación, si el acreedor no ha 
declarado expresamente que quería dejar libre al deudor con 
quien hace la delegación», no exije ninguna forma sacramen-
tal para la expresión de voluntad a la cual se refiere.; que al 
haber establecido la Corte a-quo, en uso de su poder de in-
terpretación y después de comprobar los hechos fundamenta-
les, que la expresión de voluntad, de hacer el actual intimado 
y de aceptar la intimante, uña delegación perfecta de la obli-
gación de pagar el precio, a cargo del Señor José Brache, es 
decir, de noVar de ese modo la deuda del precio, existe eviden-
ciada en la convención, con ello estableció también, aunque 
fuera implícitamente, que el caso se encontraba regido por la 
primera parte del artículo 1276 del Código Civil, referente al 
«acreedor que dejó libre al deudor por quien se hizo la delega-
ción», el cual «no puede recurrir contra éste», si el mismo 
cae en insolvencia, ni por consecuencia de hechos ulteriores, 
cuando el acto «no contiene una reserva expresa»; que por lo 
dicho, a lo que se agrega lo que ha sido expuesto en el examen 
del primer medio, acerca del poder de los jueces del fondo, no 
existe la violación señalada en el presente medio, y éste debe, 
lo mismo que el primero, ser desestimado; 

Por tales motivos: 1°, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por la Señora María Pérez de Fernández, autorizada 
por su esposo el Señor Ramón Fernández, contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
veintisiete de Noviembre de mil novecientos treinta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; 2°, condena la parte intimante al pago de las costas, y 
distrae, las del intimado, en favor del abogado del mismo, Li-
cenciado José de J. Olivares, quien ha afirmado haberlas 
avanzado. 

(Firmados):—./. Tomás Mejia.—Miguel Ricardo R.—Abi-
gall Montás.—.1. Vidal Velázquez.—Raf. Castro Rivera.— 

Leoncio Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secre-
¿ario General. 

La presente sentencia * ha sido dada y firmada por los 
Jueces que' figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(.Firmado): Euo. A. ALVAREZ. 

    

• 

    

        

 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA . 

 

 

En Nombre de la República,' la Suprema Corte de Justi-
da, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigall Montás, Jaime Vi-
dal Velázquez, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del infrascrito Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, el dia veinticuatro del • mes de 
Abril del mil novecientos cuarenta, .año 97° de la Independen-
da, 77° de la Restauración y 10° de la Era de Trujillo, ha dic-
tado en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Maximino Rodríguez, alias Matilí, mayor -de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en Sabana Guaco, sección 
de la común de La Vega, portador de la cédula personal de 
identidad 7839, Serie 47, expedida en La Vega, el 27 de Julio 
de 1932, 'contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de 
fecha ocho de Julio de mil novecientos treinta y nueve; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Ramón Ramírez Cués, abogado del recurrente, en el 
cual se alegan las violaciones de la ley que más adelante se 
expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licencia-
do Federico C. Alvarez, abogado de los intimados, Señorita 
María Rosa León Asencio, propietaria, y Señora María Asencio 
Viuda León, propietaria, quien actúa por sí y como tutora le-
gal de sus menores hijos Eduardo Antonio León Asencio, em-
pleado de comercio, con cédula personal de identidad número 
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resolución de contrato para sancionar una falta inexistente; 
que, por todo lo expuesto, el fallo en referencia, que aplicó el 
artículo 1134 del Código Civil, sobre la fuerza de ley que tie-
nen, entre las partes, las convenciones, no ha incurrido en los 
vicios señalados en el primer medio de casación, el cual, con-
secuentemente, debe ser rechazado; 

Considerando, respecto del segundo y último medio, con-
cerniente a la alegada -  violación del artículo 1273 del Código 
Civil; a la «delegación imperfecta» y a la «novación»: que el 
texto legal citado, al expresar que «la delegación por la cual 
un deudor da al acreedor otro deudor que se obliga respecto 
del acreedor, no produce la novación, si el acreedor no ha 
declarado expresamente que quería dejar libre al deudor con 
quien hace la delegación», no exije ninguna forma sacramen-
tal para la expresión de voluntad a la cual se refiere; que al 
haber establecido la Corte a-quo, en uso de su poder de in-
terpretación y después de comprobar los hechos fundamenta-
les, que la expresión de voluntad, de hacer el actual intimado 
y de aceptar la intimante, uña delegación perfecta de la obli-
gación de pagar el precio, a cargo del Señor José Brache, es 
decir, de novar de ese modo la deuda del precio, existe eviden-
ciada en la convención, con ello estableció también, aunque 
fuera implícitamente, que el caso se encontraba regido por la 
primera parte del artículo 1276 del Código Civil, referente al 
«acreedor que dejó libre al deudor por quien se hizo la delega-
ción», el cual «no puede recurrir contra éste», si el mismo 
cae en insolvencia, ni por consecuencia de hechos ulteriores, 
cuando el acto «no contiene una reserva expresa»; que por lo 
dicho, a lo que se agrega lo que ha sido expuesto en el examen 
del primer medio, acerca del poder de los jueces del fondo, no 
existe la violación señalada en el presente medio, y éste debe, 
lo mismo que el primero, ser desestimado; 

Por tales motivos: 1°, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por la Señora" María Pérez de Fernández, autorizada 
por su esposo el Señor Ramón Fernández. contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
veintisiete de Noviembre de mil novecientos treinta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; 2°, condena la parte intimante al pago de las costas, y 
distrae, las del intimado, en favor del abogado del mismo, Li-
cenciado José de J. Olivares, quien ha afirmado haberlas 
avanzado. 

(Firmados):—./. Tomás Mejía.—Miguel Ricardo R.—Abi-
oil Montás.—J. Vidal Velázquez.—Raj. Castro Rivera.-- 

Leoncio Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secre-
Iario General. 

La presente sentencia • ha sido dada y firmada por los 
Jueces que' figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado): EU'G. A. ALVAREZ. 

•Ip • 41.- 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPÚBLICA DOMINICANA . 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
da, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Jaime Vi-
dal Velázquez, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis 
Logroño Cohen, asistidos del infrascrito Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, el dia veinticuatro del. mes de 
Abril del mil novecientos cuarenta, año 97° de la lndependen-

:Cia, 77° de la Restauración y 10° de la Era de Trujillo, ha dic-
lado en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Maximino Rodríguez, alias Matilí, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en Sabana Guaco, sección 
de la común de La Vega, portador (le la cédula personal de 
identidad 7839, Serie 47, expedida en La Vega, el 27 de Julio 
de 1932, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de 
fecha ocho de Julio de mil novecientos treinta y nueve; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Ramón Ramírez Cués, abogado del recurrente, en el 
cual se alegan las violaciones de la ley que más adelante se 
expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licencia-
do Federico C. Alvarez, abogado de los intimados, Señorita 
María Rosa León Asencio, propietaria, y Señora María Asencio 
Viuda León, propietaria, quien actúa por sí y como tutora le-
gal de sus menores hijos Eduardo Antonio León Asencio, em-
pleado de comercio, con cédula personal de identidad número 

e 
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resolución de contrato para sancionar una falta inexistente; 
que, por todo lo expuesto, el fallo en referencia, que aplicó el 
artículo 1134 del Código Civil, sobre la fuerza de ley que tie-
nen, entre las partes, las convenciones, no ha incurrido en los 
vicios señalados en el primer medio de casación, el cual, con-
secuentemente, debe ser rechazado; 

Considerando, respecto del segundo y último medio, con-
cerniente a la alegada-  violación del artículo 1275 del Código 
Civil; a la «delegación imperfecta» y a la «novación»: que el 
texto legal citado, al expresar que «la delegación por la cual 

• un deudor da al acreedor otro deudor que se obliga respecto 
del acreedor, no produce la novación, si el acreedor no ha 
declarado expresamente que quería dejar libre al deudor con 
quien hace la delegación», no exije ninguna forma sacramen-
tal para la expresión de voluntad a la cual se refiere; que al 
haber establecido la Corte a-quo, en uso de su poder de in-
terpretación y después de comprobar los hechos fundamenta-
les, que la expresión de voluntad, de hacer el actual intimado 
y de aceptar la intimante, uña delegación perfecta de la obli-
gación de pagar el precio, a cargo del Señor José Brache, es 
decir, de novar de ese modo la deuda del precio. existe eviden-
ciada en la convención, con ello estableció también, aunque 
fuera implícitamente, que el caso se encontraba regido por la 
primera parte del artículo '1276 del Código Civil, referente al 
«acreedor que dejó libre al deudor por quien se hizo la delega-
ción», el cual «no puede recurrir contra éste», si el mismo 
cae en insolvencia, ni por consecuencia de hechos ulteriores, 
cuando el acto «no contiene una reserva expresa»; que por lo 
dicho, a lo que se agrega lo que ha sido expuesto en el examen 
del primer medio, acerca del poder de los jueces del fondo, no 
existe la violación señalada en el presente medio, y éste debe, 
lo mismo que el primero, ser desestimado; 

Por tales motivos: 1°, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por la Señora" María Pérez de Fernández. autorizada 
por su esposo el Señor Ramón Fernández. contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
veintisiete de Noviembre de mil novecientos treinta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; 2°, condena la parte intimante al pago de las costas, y 
distrae, las del intimado, en favor del abogado del mismo, Li-
cenciado José de J. Olivares, quien ha afirmado haberlas 
avanzado. 

(Firmados):—./. Tomás Mejía.—Miguel Ricardo R.—Abi-
gail Montás.—.1. Vidal Velázquez.—Raf. Castro Rivera.— 

Leoncio Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secre-
¿ario General. 

La presente sentencia 'ha sido dada y firmada por los 
Jueces que' figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— 
(Firmado): Euc. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Jaime Vi-
dal Velázquez, Rafael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis 
Logroño Cohen, asistidos del infrascrito Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, el dia veinticuatro del. mes de 
Abril del mil novecientos cuarenta, año 97° de la lndependen-

b •Cia„ 77° de la Restauración y 10° de la Era de Trujillo, ha dic-
tado en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Maximino Rodríguez, alias Matilí, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en Sabana Guaco, sección 
de la común de La Vega, portador ele la cédula personal de 
identidad 7839, Serie 47, expedida en La Vega, el 27 de Julio 
de 1932, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de 
fecha ocho de Julio de mil novecientos treinta y nueve; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Ramón Ramírez Cués, abogado del recurrente, en el 
cual se alegan las violaciones de la ley que más adelante se 
expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licencia-
do Federico C. Alvarez, abogado de los intimados, Señorita 
María Rosa León Asencio, propietaria, y Señora María Asencio 
Viuda León, propietaria, quien actúa por sí y como tutora le-
gal de sus menores hijos Eduardo Antonio León Asencio, em-
pleado de comercio, con cédula personal de identidad número 
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23303, Serie 31, expedida el 28 de Junio de 1935; Fernando 
Antonio, Carmen Margarita, Carlos Guillermo, Clara Mercedes 

José Augusto León Asencio, estudiantes; todos dominicanos, 
con su domicilio en la ciudad de Santiago de los Caballeros, y 
su residencia en 619 St. Germain, Ave, Outremont, P. Q. 
Montreal, Quebec, Canada; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado José Horacio Rodríguez, en represen-

tación del Licenciado Ramón Ramírez Cués, abogado de la 
parte intimante, quien depositó un memorial de ampliación y 
dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Federico C. Alvarez, abogado de las 
partes intimadas, quien depositó un memorial de ampliación 
y dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dicta-. 
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 70. 139 y 144 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 2 de la misma, reformado por la Orden Ejecu-
tiva número 799; 1°, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
esencialmebte, lo siguiente: A), que el diez y siete de Enero de 
mil novecientos treinta y cinco, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó su Decisión número dos (2), confirmatoria de la dictada, 
en jurisdicción original de dicha institución.. en fecha quince 
de Noviembre de mil novecientos treinta v cuatro, respecto de 
la Parcela número 288 del Distrito Catastral número 3 de la 
Común de La Vega (antiguo D. C. No. 135/2). Sitio de Saba-
na Guaco, Provincia de La Vega, con el dispositivo siguiente: 
«Falla:—Que debe ordenar y ordena: En la Parcela No. 288: 
El registro de la Parcela Número 288 (doscientos ochenta y 
ocho), con todas sus mejoras, en favor de la sucesión de Pe-
tronila Taveras viuda Rodríguez, domiciliada en Río Seco»; 
B), que en fecha cuatro de Setiembre de mil novecientos trein-
ta y seis, o sea un año y algo más de siete meses después, el 
Licenciado Joaquín M. Alvarez dirijió al Tribunal Superior de 
Tierras, en. nombre y representación del Señor Eduardo León 
Jiménez, una instancia que contenía las conclusiones siguien-
tes: «Por tanto: el Señor Eduardo León Jiménez, dominicano, 
mayor de edad, casado, industrial, domiciliado y residente en 
la ciudad de Santiago de los Caballeros, provisto de su cédula 
personal de identidad serie 31-No. 148, expedida el 7 de Mar-
zo de 1932, solicita muy respetuosamente, por la mediación  

de su apoderado especial Lic. Joaquín M. Alvarez, abogado, 
abajo firmado, la revisión de la decisión del Tribunal Superior 
de Tierras que ordenó el registro de la parcela número dos-
cientos ochenta y ocho del distrito catastral número 3, segun-
da parte (antiguo distrito catastral número ciento treinta y 
cinco, segunda parte, común y provincia de La Vega), en fa-
vor de la sucesión de Maximino Rodríguez y María Petronila 
Taveras, por haberse obtenido en fraude de los derechos de 
dicho Señor Eduardo León Jiménez, y que, en consecuencia, 
declaréis a este último, copartícipe de la sucesión ya mencio-
nada, en sustitución del Señor Maximino Rodríguez alias Ma-
tilí»; C), que en fecha tres de Junio de mil novecientos treinta 
y siete, el mismo Licenciado Joaquín M. Alvarez dirijió al Tri-
bunal Superior de Tierras una nueva instancia, con estas con-
clusiones: «Por tanto:—El Señor Eduardo León Jiménez, do-
minicano, mayor de edad, casado, industrial, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, provisto 
de su cédula personal de identidad serie 31-No. 148, expedida 
el 7 de Marzo de 1932, por mediación del abogado infrascrito, 
modifica y amplía su mencionada instancia de fecha cuatro de 
Septiembre de mil novecientos treinta y seis en el sentido de 
que, de conformidad con sus títulos y con los nuevos documen-
tos -presentados, al ordenarse la revisión del decreto de regis-
tro de la parcela número doscientos ochenta y ocho del distri-
to catastral número tres, segunda parte, de la común de La 
Vega, se tome en cuenta los derechos de propiedad delimitada 
adquiridos por el Señor Eduardo León Jiménez en dicha par-
cela, a fin de que así se haga constar en el certificado de título 
que se expedirá en sustitución del ya entregado a la sucesión 
Rodríguez Taveras»; D), que el Tribunal Superior de Tierras 
fijó su audiencia del veinte de Abril de mil novecientos treinta 
y nueve, a las once horas de la mañana, «para conocer de las 
instancias antes mencionadas»; E), que en la audiencia, así fija-
da, el Licenciado Lorenzo Casanova, en representación del Li-
cenciado Joaquín M. Alvarez, apoderado especial del Señor 
Eduardo León Jiménez, leyó las conclusiones siguientes: «Por 
tanto:--El Señor Eduardo León Jiménez, dominicano, mayor 
de edad, casado, industrial, domiciliado y residente en la ciu-
dad de Santiago de los Caballeros, provisto de la Cédula Per-
sonal de Identidad Serie 31-No. 148, expedida el 7 de Marzo 
de 1932, por mediación del abogado infrascrito, modifica y 
amplía su mencionada instancia de fecha 4 de Setiembre de 
1936 en el sentido de que, de conformidad con sus títulos y 
con los nuevos documentos presentados, al ordenarse la revi-
sión del decreto de registro de la parcela No. 288 del Distrito 
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23303, Serie 31. expedida el 28 de Junio de 1935; Fernando 
Antonio, Carmen Margarita. Carlos Guillermo, Clara Mercedes 
y José Augusto León Asencio, estudiantes; todos dominicanos, 
con su domicilio en la ciudad de Santiago de los Caballeros, y 
su residencia en 619 St. Germain, Ave, Outremont, P. Q. 
Montreal, Quebec, Canada; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado José Horacio Rodríguez, en represen-

tación del Licenciado Ramón Ramírez Cués, abogado de la 
parte intimante, quien depositó un memorial de ampliación y 

• 	dió lectura a sus conclusiones; 
Oído el Licenciado Federico C. Alvarez, abogado de las 

partes intimadas, quien depositó un memorial de ampliación 
y dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del .Castillo S., en la lectura de su dicta-

. 
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 70, 139 y 144 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 2 de la misma, reformado por la Orden Ejecu-
tiva número 799; 1°, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
esencialmente, lo siguiente: A), que el diez y siete de Enero de 
mil novecientos treinta y cinco, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó su Decisión número dos (2), confirmatoria de la dictada, 
en jurisdicción original de dicha institución., en fecha quince 
de Noviembre de mil novecientos treinta y cuatro, respecto de 
la Parcela número 288 del Distrito Catastral número 3 de la 
Común de La Vega (antiguo D. C. No. 135/2). Sitio de Saba-
na Guaco, Provincia de La Vega, con el dispositivo siguiente: 
«Falla:—Que debe ordenar y ordena: En la Parcela No. 288: 
El registro de la Parcela Número 288 (doscientos ochenta y 
ocho), con todas sus mejoras, en favor de la sucesión de Pe-
tronila Taveras viuda Rodríguez, domiciliada en Río Seco»; 
B), que en fecha cuatro de Setiembre de mil novecientos trein-
ta y seis, o sea un año y algo más de siete meses después, el 
Licenciado Joaquín M. Alvarez dirijió al Tribunal Superior de 
Tierras, en. nombre v representación del Señor Eduardo León 
Jiménez, una instancia que contenía las conclusiones siguien-
tes: «Por tanto: el Señor Eduardo León Jiménez, dominicano, 
mayor de edad, casado, industrial, domiciliado y residente en 
la ciudad de Santiago de los Caballeros, provisto de su cédula 
personal de identidad serie 31-No. 148, expedida el 7 de Mar-
zo de 1932, solicita muy respetuosamente, por la mediación 
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de su apoderado especial Lic. Joaquín M. Alvarez, abogado, 
abajo firmado, la revisión de la decisión del Tribunal Superior 
de Tierras que ordenó el registro de la parcela número dos-
cientos ochenta y ocho del distrito catastral número 3, segun-
da parte (antiguo distrito catastral número ciento treinta y 
cinco, segunda parte, común y provincia de La Vega), en fa-
vor de la sucesión de Maximino Rodríguez y María Petronila 
Taveras, por haberse obtenido en fraude de los derechos de 
dicho Señor Eduardo León Jiménez, y que, en consecuencia, 
declaréis a este último, copartícipe de la sucesión ya mencio-
nada, en sustitución del Señor Maximino Rodríguez alias Ma-
tilí»; C), que en fecha tres de Junio de mil novecientos treinta 
y siete, el mismo Licenciado Joaquín M. Alvarez dirijió al Tri-
bunal Superior de Tierras una nueva instancia, con estas con-
clusiones: «Por tanto:—El Señor Eduardo León Jiménez, do-
minicano, mayor de edad, casado, industrial, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, provisto 
de su cédula personal de identidad serie 31-No. 148, expedida 
el 7 de Marzo de 1932, por mediación del ahogado infrascrito, 
modifica y amplía su mencionada instancia de fecha cuatro de 
Septiembre de mil novecientos treinta y seis en el sentido de 
que, de conformidad con sus títulos y con los nuevos documen-
tos -presentados, al ordenarse la revisión del decreto de regis-
tro de la parcela número doscientos ochenta y ocho del distri-
to catastral número tres, segunda parte, de la común de La 
Vega, se tome en cuenta los derechos de propiedad delimitada 
adquiridos por el Señor Eduardo León Jiménez en dicha par-
cela, a fin de que así se haga constar en el certificado de título 
que se expedirá en sustitución del ya entregado a la sucesión 
Rodríguez Taveras»; D), que el Tribunal Superior de Tierras 
fijó su audiencia del veinte de Abril de mil novecientos treinta 
y nueve, a las once horas de la mañana, «para conocer de las 
instancias antes mencionadas»; E), que en la audiencia, así fija-

é. el Licenciado Lorenzo Casanova, en representación del Li-
cenciado Joaquín M. Alvarez, apoderado especial del Señor 
Eduardo León Jiménez, leyó las conclusiones siguientes: «Por 
tanto:—El Señor Eduardo León Jiménez, dominicano, mayor 
de edad, casado, industrial, domiciliado y residente en la ciu-
dad de Santiago de los Caballeros, provisto de la Cédula Per-
sonal de Identidad Serie 31-No. 148, expedida el 7 de Marzo 
de 1932, por mediación del abogado infrascrito, modifica y 
amplía su mencionada instancia de fecha 4 de Setiembre de 
1936 en el sentido de que, de conformidad con sus títulos y 
con los nuevos documentos presentados, al ordenarse la revi-
sión del decreto de registro de la. parcela No. 288 del Distrito 
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Catastral No. 3, segunda parte, de la común de La Vega, se 
tome en cuenta los derechos de propiedad delimitada adquiri-
dos por el Señor Eduardo León Jiménez en dicha parcela, a 
fin de que así se haga constar en el certificado de título que 
se expedirá en sustitución del ya entregado a la sucesión Ro-
dríguez Taveras, Santiago 3 de Junio de 1937»; F), que en la 
misma audiencia, el Licenciado Ramón Ramírez Cués, apode-
rado especial del Señor Maximino Rodríguez, alias Matilí, «ex-
puso oralmente los argumentos en que fundó la defensa de su 
representado, los cuales están transcritos en el acta que fue 
levantada con motivo de la audiencia, v concluyó así: En tal 
virtud, nosotros concluimos que Maximino Rodríguez ratifica 
el compromiso que tiene con Eduardo León Jiménez en la 
persona de sus herederos cuando ellos se lo requieran, pero 
que rechaza completamente la imputación de fraude que se po-
ne a su cargo, por ser completamente falsos los motivos que 
ha tenido Eduardo León Jiménez para impugnar la orden de 
registro de la Parcela No. 288, e inciertos»: G), que «con fe-
cha 6 de Mayo de 1939, el Licenciado Ramírez Cués depositó 
un escrito ratificando los conceptos que expuso oralmente en 
la audiencia del 20 de Abril de 1939»; H), que en fecha ocho 
de Julio de mil novecientos treinta y nueve, el Tribunal Supe-
rior de Tierras dictó sobre el caso su Decisión número 12 (do-
ce) ahora impugnada en casación, con el dispositivo que a 
continuación se copia: «Falla:-1°.—Que debe revocar, en 
parte, como por la presente revoca, la Decisión No. 2 (dos), 
rendida en jurisdicción original, en fecha quince del mes de 
Noviembre del año mil novecientos treinta y cuatro, solamente 
en lo que respecta a la Parcela No. 288 (doscientos ochenti-
ocho), Distrito Catastral Número 3 (tres) de la Común de La 
Vega (antigtio Distrito Catastral Número 135/2a. parte), sitio 
de «Sabana Guaco», provincia de La Vega.-2°.—Que debe 
ordenar, como al efecto ordena, el registro, en favor de la Su-
cesión de Eduardo León Jiménez, de la porción que en la Par-
cela Número 288 del Distrito Catastral No. 3 de la Común de 
La Vega (antiguo Distrito Catastral Número 135/2a. parte), si-
tio de «Sabana Guaco», provincia de La Vega, corresponde al 
heredero Maximino Rodríguez, alias Matilí»; 

Considerando, que la parte intimante presenta, como me-
dios de su recurso, los siguientes: «Violación: Primero:del ar-
tículo 70 de la Ley de Registro de Tierras; Segundo: una falsa 
aplicación del artículo 139 de la misma Ley; Tercero: una falta . 

 de calidad o poder del Lic. Joaquín M. Alvarez parayepresen-
tar al Señor Eduardo León Jiménez, o a sus sucesores en la 
audiencia del día 20 de Abril de 1939, fijada por el Tribunal. 
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Yr 

Superior de Tierras para conocer de la instancia del 4 de Sep-
tiembre de 1936, y de su ampliación de fecha 3 de Junio de 
1937, sometidos a este Tribunal por el aludido Lic. Alvarez en 
la calidad expresada»; • 

Considerando, en cuanto al tercer medio,-que, estima la 
Suprema Corte de Justicia, debe ser examinado en primer tér-
mino: que las partes intimadas oponen, a este medio, uno de 
inadmisión, por ser nuevo aquel, al no haberse opuesto ante 
el Tribunal a-quo el actual intimante, a la calidad de apode-
rado que ostentaba el Licenciado Joaquín M. Alvarez; 

Considerando, que el examen de la decisión impugnada, 
así como el del escrito por ésta aludido como depositado por 
el actual intimante ante el Tribunal Superior de Tierras, evi- 
ciencia!) que dicho actual intimante aceptó implícitamente al 
Licenciado Joaquín M. Alvarez como representante de la par-
te contraria, al refutar los argumentos de dicho representante 
sin hacer objeción alguna respecto del punto que ahora suscita 
por primera vez; que en consecuencia, al tratarse de un punto 
no solamente no suscitado ante los Jueces del fondo, sino so-
bre el cual resulta haber ciado entonces aquiescencia la parte 
intimante, y al no estar afectado, por la cuestión, el orden pú-
blico, el tercer medio estudiado debe ser declarado inadmisible; 

Considerando, respecto de los medios primero y segun-
do, los cuales son reunidos por la Suprema Corte para su 
examen, por la relación que tienen entré sí: que la sentencia 
impugnada, después de declarar que no existe el fraude, tnvo-
cado por el Señor Eduardo León Jiménez para obtener la re-
visión de la decisión del Tribunal Superior de Tierras del diez 
y siete de Enero de mil novecientos treinta y cinco, sobre la 
Parcela número 288 del Distrito Catastral Número 3, Común 
de La Vega, Sitio de Sabana Guaco, se apoya en el sentido que 
le atribuye al artículo 139 de la Ley de Registro de Tierras, pa-
ra revocar la sentencia de Jurisdicción Original que había sido 
aprobada definitivamente por la del Tribunal Superior—con 
lo cual revocaba también, implícitamente, ésta última—, y or-
denar un registro de la parcela en referencia, distinto del or-
denado por los fallos así revocados; 

Considerando, que el artículo 70 de la Ley de Registro de 
Tierras, dispone que «Todos los intereses encontrados serán 

- resueltos por el Tribunal, que fallará a favor de la persona que 
tenga derecho al terreno o parte del mismo. Cada decreto, 

• mandamiento o fallo de registro, afectará y saneará el título 
del terreno, que afectarán solamente las excepciones indica-
das en este artículo y en el artículo 80; y será terminante pa- 
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r. 

Catastral No. 3, segunda parte, de la común de La Vega, se 
tome en cuenta los derechos de propiedad delimitada adquiri-
dos por el Señor Eduardo León Jiménez en dicha parcela, a 
fin de que así se haga constar en el certificado de título que 
se expedirá en sustitución del ya entregado a la sucesión Ro-
dríguez Taveras, Santiago 3 de Junio de 1937»; F), que en la 
misma audiencia, el Licenciado Ramón Ramírez Cués, apode-
rado especial del Señor Maximino Rodríguez, alias Matilí, «ex-
puso oralmente los argumentos en que fundó la defensa de su 
representado, los cuales están transcritos en el acta que fué 
levantada con motivo de la audiencia, v concluyó así: En tal 
virtud, nosotros concluímos que Maximino Rodríguez ratifica 
el compromiso que tiene con Eduardo León Jiménez en la 
persona de sus herederos cuando ellos se lo requieran, pero 
que rechaza completamente la imputación de fraude que se po-
ne a su cargo, por ser completamente falsos los motivos que 
ha tenido Eduardo León Jiménez para impugnar la orden de 
registro de la Parcela No. 288, e inciertos»; G), que «con fe-
cha 6 de Mayo de 1939, el Licenciado Ramírez Cués deposito 
un escrito ratificando los conceptos que expuso oralmente en 
la audiencia del 20 de Abril de 1939»; H), que en fecha ocho 
de Julio de mil novecientos treinta y nueve, el Tribunal Supe-
rior de Tierras dictó sobre el caso su Decisión número 12 (do-
ce) ahora impugnada en casación, con el dispositivo que a 
continuación se copia: «Falla..-1°.—Que debe revocar, en 
parte, como por la presente revoca, la Decisión No. 2 (dos), 
rendida en jurisdicción original, en fecha quince del mes de 
Noviembre del año mil novecientos treinta y cuatro, solamente 
en lo que respecta a la Parcela No. 288 (doscientos ochenti-
ocho), Distrito Catastral Número 3 (tres) de la Común de La 
Vega (antigtio Distrito Catastral Número 135/2a. parte), sitio 
de «Sabana Guaco», provincia de La Vega.-2°.—Que debe 
ordenar, como al efecto ordena, el registro, en favor de la Su-
cesión de Eduardo León Jiménez, de la porción que en la Par-
cela Número 288 del Distrito Catastral No. 3 de la Común de 
La Vega (antiguo Distrito Catastral Número 135/2a. parte), si-
tio de «Sabana Guaco», provincia de .  La Vega, corresponde al 
heredero Maximino Rodríguez, alias Matilí»; 

Considerando, que la parte intimante presenta, como me-
dios de su recurso, los siguientes: «Violación: Primero: .del ar-
tículo 70 de la Ley de Registro de Tierras; Segundo: una falsa 
aplicación del artículo 139 de la misma Ley; Tercero: una falta 
de calidad o poder del Lic. Joaquín M. Alvarez para represen-
tar al Señor Eduardo León Jiménez, o a sus sucesores en la 
audiencia del día 20 de Abril de 1939, fijada por el Tribunal. 

Superior de Tierras para conocer de la instancia del 4 de Sep-
tiembre de 1936, y de su ampliación de fecha 3 de Junio de 
1937, sometidos a este Tribunal por el aludido Lic. Alvarez en 
la calidad expresada»; 

Considerando, en cuanto al tercer medio,-que, estima la 
Suprema Corte de Justicia, debe ser examinado en primer tér-
mino: que las partes intimadas oponen, a este medio, uno de 
inadmisión, por ser nuevo aquel, al no haberse opuesto ante 
el Tribunal a-quo el actual intimante, a la calidad de apode-
rado que ostentaba el Licenciado Joaquín M. Alvarez; 

Considerando, que el examen de la decisión impugnada, 
así como el del escrito por ésta aludido como depositado por 
el actual intimante ante el Tribunal Superior de Tierras, evi-
dencian que dicho actual intimante aceptó implícitamente al 
Licenciado Joaquín M. Alvarez como representante de la par-
te contraria, al refutar los argumentos de dicho representante 
sin hacer objeción alguna respecto del punto que ahora suscita 
por primera vez; que en consecuencia, al tratarse de un punto 
no solamente no suscitado ante los Jueces del fondo, sino so-
bre el cual resulta haber dado entonces aquiescencia la parte 
intimante, y al no estar afectado, por la cuestión, el orden pú-
blico, el tercer medio estudiado debe ser declarado inadmisible; 

Considerando, respecto de los medios primero y segun-
do, los cuales son reunidos por la Suprema Corte para su 
examen, por la relación que tienen entre sí: que la sentencia 
impugnada, después de declarar que no existe el fraude, tnvo-
cado por el Señor Eduardo León Jiménez para obtener la re-
visión de la decisión del Tribunal Superior de Tierras del diez 
y siete de Enero de mil novecientos treinta y cinco, sobre la 
Parcela número 288 del Distrito Catastral Número 3, Común 
de La Vega, Sitio de Sabana Guaco, se apoya en el sentido que 
le atribuye al artículo 139 de la Ley de Registró de Tierras, pa-
ra revocar la sentencia de Jurisdicción Original que había sido 
aprobada definitivamente por la del Tribunal Superior—con 
lo cual revocaba también, implícitamente, ésta última—. y or-
denar un registro de la parcela en referencia, distinto del or-
denado por los fallós así revocados; 

Considerando, que el artículo 70 de la Ley de Registro de • 
Tierras, dispone que «Todos los intereses encontrados serán 
resueltos por el Tribunal, que fallará a favor de la persona que 
tenga derecho al terreno o parte del mismo. Cada decreto, 
mandamiento o fallo de registro, afectará y saneará el título 
del terreno, que afectarán solamente las excepciones indica-
das en este artículo y en el artículo 80; y será terminante pa- 
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ra toda persona, inclusive la República Dominicana y todas las 
subdivisiones políticas de la misma, ya se citen por nombreS 
en la petición, aviso o citación, ya se incluyan en la frase A 
todos a quienes puedan interesar». Dicho decreto, manda-
miento o fallo, no podrá ser impugnado con motivo de ausen-
cia, minoría de edad, impedimento, inhabilidad o incapacidad 
legal, de la persona a quien afecte, ni por medio de actuacio-
nes de ningún tribunal, que puedan resultar en la revocación 
de fallos o decretos; pero sí podrá reclamar sus derechos la 
persona que fuere privada de un terreno o de algún interés en 
el mismo, debido a un decreto, mandamiento o fallo de regis 
tro obtenido fraudulentamente, pudiendo dicha persona soli-
citar del Tribunal una revisión no más tarde de un año des-
pués de inscribirse el decreto, y siempre que no hubiere ad-
quirido interés contrario algún comprador de buena fe a título 
oneroso. Una persona que fuere perjudicada por un decreto, 
mandamiento o fallo de esta clase, en todo caso puede deman-
dar por daños y perjuicios al reclamante u otra persona que 
por medios fraudulentos lo obtuviere»; 

Considerando, que el artículo 139 de la misma ley, des-
pués de prohibir que se hagan «raspaduras, borraduras, o 
cambios en el Libro Registro, en un Certificado de Título o 
ninguna nota, anotación o memorandum hecho en los mis-
mos después de efectuada la transcripción o inscripción, se-
gún el caso, por el Registrador de Títulos», autoriza a que se 
hagan «enmiendas por orden del Tribunal», y establece los ca - 
sos de enmiendas posibles, y el procedimiento para obtener-
las; pero, el mismo artículo expresa que éste «no se interpre-
tará en el sentido de facultar al Tribunal para revisar .1a 
disposición original de registro», con lo cual pone de acuer-
do, sus disposiciones, con las del artículo 70; y agrega: «el 
Tribunal no hará ni dispondrá nada que menoscabe el título u 
otro interés del que tenga un certificado de título oneroso y 
con buena fé, o que perjudique a sus herederos o cesionarios, 
sin el consentimiento escrito de él o de ellos»; que los térmi-
nos legales indicados, si bien permiten disponer la modifica-
ción de un título, dentro de las condiciones arriba señaladas, 
ello no puede ser interpretado en el sentido de que sea posi-
ble revocar una sentencia definitiva; pues aún para el caso de 
modificación del título prevista en la penúltima parte del cita-
do texto legal, ésta requiere el «consentimiento escrito» de su 
dueño, lo cual no puede referirse a un consentimiento cuyo 
alcance esté discutido entre las partes; que si esto último 
ocurre, el Tribunal de Tierras, aunque tenga competencia pa-
ra conocer de tal discusión y fallar sobre ella, por tratarse de  

terrenos registrados, tendría que hacerlo, en primer término, 
en Jurisdicción Original; y ello, nó para revocar lo ya decidido 
definitivamente, sino para ordenar un nuevo registro en vir-
tud de un traspaso, si se decidiera que el sentido de lo con-
venido por las partes lo permitía, y que carecían de funda-
mento para revocar lo que realmente apareciera convenido 
por escrito, las nuevas alegaciones del poseedor del título; 

Considerando, que el artículo 144 de la Ley.Registro 
de Tierras, citado por la sentencia, no puede ser interpretado 
en el sentido de que faculte a los Jueces a disponer lo contra-
rio de lo establecido, expresamente, en otras prescripciones de 
la misma, especialmente en lo que concierne al principio de la 
irretractabilidad de las sentencias, fuera de los casos y de los 
procedimientos por ella instituidos, principio del cual los ar-
tículos 70 y 139, ya aludidos, son una aplicación a la materia 
regida por la ley en referencia; 

Considerando, que la sentencia que es objeto del presen-
te recurso, establece en su antepenúltimo Resulta «que con 
fecha 6 de Mayo de 1939, el Licenciado Ramírez Cués» (re-
presentante del actual intimante) «depositó un escrito ratifi-
cando los conceptos que expuso oralmente en la audiencia del 
20 de Abril del presente año» (lo era entonces) «1939»; que 
dicho escrito ha sido presentado, ahora, a la Su ema Corte 
de Justicia por el intimante, y en él se encuentrffikxpresado, 
claramente, que dicho intimante alegaba que el traspas% de 
derechos que había realizado en favor del causante de los ac-
tuales intimados, sólo había sido en calidad de garantía de una 
deuda, y nó con el propósito de verificar una tramnisión defi-
nitiva de propiedad; que tal circunstancia da alittimante el 
interés necesario para su recurso en casación, contrariamente 
a lo pretendido por los intimados; 

Considerando, que cuanto queda establecido pone de ma-
nifiesto que la sentencia atacada ha violado los artículos 70 y 
139 de la Ley de Registro de Tierras, tal como se alega en los 
medios primero y segundo del recurso, y dichos alegatos deben 
ser acojidos, sin necesidad de examinar lo que, en el último 
de los mismos, se invoca sobre «exceso de poder» cometido 
por el tribunal a-quo; 

Por tales motivos: Primero: casa la sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha ocho de Julio de mil novecien-
tos treinta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo y reenvía el asunto ante el Tribunal 
Superior de Tierras; Segundo: condena los intimados al pago 
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ra toda persona, inclusive la República Dominicana y todas las 
subdivisiones políticas de la misma, ya se citen por nombreS 
en la petición, aviso o citación,' ya se incluyan en la frase A 
todos a quienes puedan interesar». Dicho decreto, manda-
miento o fallo, no podrá ser impugnado con motivo de ausen-
cia, minoría de edad, impedimento, inhabilidad o incapacidad 
legal, de la persona a quien afecte, ni por medio de actuacio-
nes de ningún tribunal, que puedan resultar en la revocación 
de fallos o decretos; pero sí podrá reclamar sus derechos la 
persona que fuere privada de un terreno o de algún interés en 
el mismo, debido a un decreto, mandamiento o fallo de regis 
tro obtenido fraudulentamente, pudiendo dicha persona soli-
citar del Tribunal una revisión no más tarde de un año des-
pués de inscribirse el decreto, y siempre que no hubiere ad-
quirido interés contrario algún comprador de buena fe a título 
oneroso. Una persona que fuere perjudicada por un decreto, 
mandamiento o fallo de esta clase, en todo caso puede 'deman-
dar por daños y perjuicios al reclamante u otra persona que 
por medios fraudulentos lo obtuviere»; 

Considerando, que el artículo 139 de la misma ley, des-
pués de prohibir que se hagan «raspaduras, borraduras, o 
cambios en el Libro Registro, en un Certificado de Título o 
ninguna nota, anotación o memorandum hecho en los mis-
mos después de efectuada la transcripción o inscripción, se-
gún el caso, por el Registrador de Títulos», autoriza a que se 
hagan «enmiendas por orden del Tribunal», y establece los ca. 
sos de enmiendas posibles, y el procedimiento para obtener-
las; pero, el mismo artículo expresa que éste «no se interpre-
tará en el sentido de facultar al Tribunal para revisar .la 
disposición original de registro», con lo cual pone de acuer-
do, sus disposiciones, con las del artículo 70; y agrega: «el 
Tribunal no hará ni dispondrá nada que menoscabe el título u 
otro interés del que tenga un certificado de título oneroso y 
con buena fé, o que perjudique a sus herederos o cesionarios, 
sin el consentimiento escrito de él o de ellos»; que los térmi-
nos legales indicados, si bien permiten disponer la modifica-
ción de un título, dentro de las condiciones arriba señaladas, 
ello no puede ser interpretado en el sentido de que sea posi-
ble revocar una sentencia definitiva; pues aún para el caso de 
modificación del título prevista en la penúltima parte del cita-
do texto legal, ésta requiere el «consentimiento escrito» de su 
dueño, lo cual no puede referirse a un consentimiento cuyo 
alcance esté discutido entre las partes; que si esto último 
ocurre, el Tribunal de Tierras, aunque tenga competencia pa-
ra conocer de tal discusión y fallar sobre ella, por tratarse de  

terrenos registrados, tendría que hacerlo, en primer término, 
en Jurisdicción Original; y ello, nó para revocar lo ya decidido 
definitivamente, sino para ordenar un nuevo registro en vir-
tud de un traspaso, si se decidiera que el sentido de lo con-
venido por las partes lo permitía, y que carecían de funda-
mento para revocar lo que realmente apareciera convenido 
por escrito, las nuevas alegaciones del• poseedor del título; 

Considerando, que el artículo 144 de la LeyakRegistro 
de Tierras, citado por la sentencia, no puede ser in erpretado 
en el sentido de que faculte a los Jueces a disponer lo contra-
rio de lo establecido, expresamente, en otras prescripciones de 
la misma, especialmente en lo que concierne al principio de la 
irretractabilidad de las sentencias, fuera de los casos y de los 
procedimientos por ella instituídos, principio del cual los ar-
tículos 70 y 139, ya aludidos, son una aplicación a la materia 
regida por la ley en referencia; 

Considerando, que la sentencia que es objeto del presen-
te recurso, establece en su antepenúltimo Resulta «que con 
fecha 6 de Mayo de 1939, el Licenciado Ramírez Cués» (re-
presentante del actual intimante) «depositó un escrito ratifi-
cando los conceptos que expuso oralmente en la audiencia del 
20 de Abril del presente año» (lo era entonces) «1939»; que 
dicho escrito ha sido presentado, ahora, a la Suprema Corte 
de Justicia por el intimante, y en él se encuentralkxpresado, 
claramente, que dicho intimante alegaba que el traspasto de 
derechos que había realizado en favor del causante de los ac-
tuales intimados, sólo había sido en calidad de garantía de una 
deuda, y nó con el propósito de verificar una trasmisión defi-
nitiva de propiedad; que tal circunstancia da al intimante el 
interés necesario para su recurso en casación, contrariamente 
a lo pretendido por los intimados; 

Considerando, que cuanto queda establecido pone de ma-
nifiesto que la sentencia atacada ha violado los artículos 70 y 
139 de la Ley de Registro de Tierras, tal como se alega en los 
medios primero y segundo del recurso, y dichos alegatos deben 
ser acojidos, sin necesidad de examinar lo que, en el último 
de los mismos, se invoca sobre «exceso de poder» cometido 
por el tribunal a-quo; 

Por tales motivos: Primero: casa la sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha ocho de Julio de mil novecien-
tos treinta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo y reenvía el asunto ante el Tribunal 
Superior de Tierras; Segundo: condena los intimados al pago 



218 	 BOLETÍN JUDICIAL. 	 BOLETÍN JUDICIAL. 	 219 

de las costas, y distrae las del intimante en provecho del ab( 4_ 
gado del mismo, Licenciado Ramón Ramírez Cués, quien ha 
afirmado haberlas avanzado. 

(Firmados):— .I. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigall Montás.—.I. Vidal Velázquez.— 
Raí. Castro Rivera. — Leoncio Ramos. — Luis Logroño C. — 
Eug. A. 411rz, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fué firmada, leída y 
publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Firma-
do): EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte cte Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Licenciados Miguel 
Ricardo Rdaán, Primer Sustituto de Presidente en funciones 
de Réesidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo Sustituto 
de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Rafael Castro Ri-
vera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, diti Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración y 10° cte 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 
Pedro del Rosario, portador de la cédula personal No. 21866, 
serie I, de fecha 26 cte Setiembre de 1932 y Julio del Rosario, 
portador de la cédula personal No. 23150, serie 1, de fecha 19 
de-Octubre de 1932, ambos dominicanos, agricultores, domi-
ciliados y residentes en la sección de -  «Mendoza» de este Dis-
trito de Santo Domingo. contra Sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha ocho de Setiembre del año mil 
novecientos treinta y ocho, dictada en favor de los Señores 
Joaquín Ramírez Bona, Lic. Rafael A Brenes y agrimensor 
Juan Francisco Mejía; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Joaquín Santana P., abogado de los recurrentes, en el 
cual se alegan las violaciones de la ley que más adelante se 
expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por los Licen-
ciados Vetilio A. Matos y Rafael Andrés Brenes, abogados de 
los intimados Señores Joaquín Ramírez Bona, mayor de edad; 
casado, dominicano, portador de la cédula perscoligo. 140, 
serie I; Juan Francisco Mejia, mayor de edad, c ; domi-
nicano, portador de la cédula personal No. 8003, serie I, y 
Rafael Andrés Brenes, mayor dq edad, casado, dominicano, 
portador cte la cédula personal No. 15405, serie 1, ambos domi-
ciliados yo' reel  s gn itsetsr aej CJ  iuuedza Relato

r ; 
eTrujillo;  ia to    

, 
Oído el Licenciado Joaquín Santana P., abogado de la 

parte intimante, en su escrito de alegatos, ampliación y con-
clusiones; 

Oído el Licenciado Vetilio A. Matos, por sí y por el Licen-
ciado Rafael Andrés Brenes, en su escrito de réplica y con-
clusiones; 

Oklp el Magistrado procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después dé haliv delibera-
do, y vistos los artículos 4, 62 y 70 de la Ley déllategistro de 
Tierras; 11, párrafos 4o. y llo. del Reglamento del Tribu. de 
Tierras de fecha 26 de Abril de 1924, y lo. y 71 cte la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia objete) presente 
recurso, figuran comprobados los hechos sigui es: a), que 
el once de Noviembre del mil novecientos treinta y uno, fué 
rendida en jurisdicción original la decisión No. 4, en lo que se 
refiere a la parcela No. 128 del Distrito Catastral No. 6. Distri-
to de Santo Domingo, sitios de «San Bartolo» y «La Viva», la 
cual tiene el siguiente dispositivo: «PARCELA No. /28.—Se 
ordena el registro de la Parcela No. 128 a favor de Joaquín 
Ramírez Bona, mayor de edad, comerciante, casado con Do-
lores de la Rocha, domiciliado y residente en la ciudad de San-
to Domingo, con excepción de Veintiseis tareas ochenta y ocho 
varas conuqueras cuadradas, en la parte Sur de la Parcela y 
colindando con las Parcelas Nos. 127 y 129, cuyo registro se 
ordena a favor de Rafael Andrés Brenes, soltero, abogado, 
domiciliado y residente en Santo Domingo, y de cuarenta ta-
reas treinta y dos varas conuqueras cuadradas, Colindando 
con la porción anterior adjudicada a Brenes, cuyo registro se 
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de las costas, y distrae las del intimante en provecho del abck-
gado del mismo, Licenciado Ramón Ramírez Cués, quien ha 
afirmado haberlas avanzado. 

(Fi rmados):— 1. Tomás Mejía.— 	Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigail Montás.—.1. Vidal Velázquez.— 
Raí. Castro Rivera. — Leoncio Ramos. — Luis Logroño C. — 
Eug. A. *vez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por tos Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fué firmada, leída y 
publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Firma-
do): EuG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Licenciados Miguel 
Ricardo Radián, Primer Sustituto de Presidente en funciones 
de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo Sustituto 
de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Rafael Castro Ri-
vera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohen, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, á: Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 
Pedro del Rosario, portador de la cédula personal No. 21866, 
serie 1, de fecha 26 de Setiembre de 1932 y Julio del Rosario, 
portador de la cédula personal No. 23150, serie 1, de fecha 19 
de-Octubre de 1932, ambos dominicanos, agricultores, domi-
ciliados y residentes en la sección de -  «Mendoza» de este Dis-
trito de Santo Domingo, contra Sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha ocho de Setiembre del año mil 
novecientos treinta y ocho, dictada en favor de los Señores 
Joaquín Ramírez Bona, Lic. Rafael A Brenes y agrimensor 
Juan Francisco Mejía; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Joaquín Santana P., abogado de los recurrentes, en el 
cual se alegan las violaciones de la ley que más adelante se 
expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por los Licen-
ciados Vetilio A. Matos y Rafael Andrés Brenes, abogados de 
los intimados Señores Joaquín Ramírez Bona, mayor de edad; 

	

casado, dominicano, portador de la cédula pers 	No. 140, 

	

serie 1; Juan Francisco Mejia, mayor de edad, c 	domi- 
nicano, portador de la cédula personal No. 8003, serie 1, y 
Rafael Andrés Brenes, mayor dq edad, casado, dominicano, 
portador de la cédula personal No. 15405, serie 1, ambos domi-
ciliados y residentes en Ciudad Trujillo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Joaquín Santana P., abogado de la 

parte intimante, en su escrito de alegatos, ampliación y con-
clusiones; 

Oído el Licenciado Vetilio A. Matos, por sí y por el Licen-
ciado Rafael Andrés Brenes, en su escrito de réplica y con-
clusiones; 

Oídp el Magistrado procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

	

La Suprema Corte de Justicia, después de ha 	delibera- 
do, y vistos los artículos 4, 62 y 70 de la Ley dilltegistro de 
Tierras; 11, párrafos 4o. v 11o. del Reglamento del Tribu. de 
Tierras de fecha 26 de Abril de 1924, y lo. y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia objetaljel presente 
recurso, figuran comprobados los hechos sigui es: a), que 
el once de Noviembre del mil novecientos treinta y uno, fué 
rendida en jurisdicción original la decisión No. 4, en lo que se 
refiere a la parcela No. 128 del Distrito Catastral No. 6. Distri-
to de Santo Domingo, sitios de «San Bartolo» y «La Viva», la 
cual tiene el siguiente dispositivo: «PARCELA No. 128.—Se 
ordena el registro de la Parcela No. 128 a favor de Joaquín 
Ramírez Bona, mayor de edad, comerciante, casado con Do-
lores de la Rocha, domiciliado v residente en la ciudad de San-
to Domingo, con excepción de Veintiseis tareas ochenta y ocho 
varas conuqueras cuadradas, en la parte Sur de la Parcela y 
colindando con las Parcelas Nos. 127 y 129, cuyo registro se 
ordena a favor. de Rafael Andrés Brenes, soltero, abogado, 
domiciliado y residente en Santo Domingo, y de cuarenta ta-
reas treinta y dos varas conuqueras cuadradas, Colindando 
con la porción anterior adjudicada a Brenes, cuyo registro se 
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de las costas, y distrae las del intimante en provecho del abil-
gado del mismo, Licenciado Ramón Ramírez Cués, quien ha 
afirmado haberlas avanzado. 

(Firmados):— 1. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigaíl Montás.—J. Vidal Velázquez.— 
Raí. Castro Rivera. — Leoncio Ramos. — Luis Logroño C. — 
Eug. A. erez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento. en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fué firmada, leída y 
publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Firma-
d0): EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Licenciados Miguel 
Ricardo Rcalbán, Primer Sustituto de Presidente en funciones 
de Pesidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo Sustituto 
de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Rafael Castro Ri-
vera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohen, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, Sit Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 
Pedro del Rosario, portador de la cédula personal No. 21866, 
serie I, de fecha 26 de Setiembre de 1932 y Julio del Rosario, 
portador de la cédula personal No. 23150, serie 1, de fecha 19 
de-Octubre de 1932, ambos dominicanos, agricultores, domi-
ciliados y residentes en la sección de -  «Mendoza» de este Dis-
trito de Santo Domingo, contra Sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha ocho de Setiembre del año mil 
novecientos treinta y ocho, dictada en favor de los Señores 
Joaquín Ramírez Bona, Lic. Rafael A Brenes y agrimensor 
Juan Francisco Mejía; 
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Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Joaquín Santana P., abogado de los recurrentes, en el 
cual se alegan las violaciones de la ley que más adelante se 
expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado' por los Licen-
ciados Vetilio A. Matos y Rafael Andrés Brenes, abogados de 
los intimados Señores Joaquín Ramírez Bona, mayor de edad; 
casado, dominicano, portador de la cédula persyiko. 140, 
serie I; Juan Francisco Mejia, mayor de edad, c , domi-
nicano, portador de la cédula personal No. 8003, serie I, y 
Rafael Andrés Brenes, mayor dei  edad, casado, dominicano, 
portador de la cédula personal No. 15405, serie I, ambos domi-
ciliados y residentes en Ciudad Trujillo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Joaquín Santana P., abogado de la 

parte intimante, en su escrito de alegatos, ampliación y con-
clusiones; 

Oído el Licenciado Vetilio A. Matos, por sí y por el Licen-
ciado Rafael Andrés Brenes, en su escrito de réplica y con-
clusiones; 

Oídp el Magistrado procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después dé hajjv delibera-
do, y vistos los artículos 4, 62 y 70 de la Ley Alltegistro de 
Tierras; 11, párrafos 4o. y llo. del Reglamento del Tribu* de 
Tierras de fecha 26 de Abril de 1924, y lo. y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia objeWel presente 
recurso, figuran comprobados los hechos siguMes: a), que 
el once de Noviembre del mil novecientos treinta y uno, fué 
rendida en jurisdicción original la decisión No. 4, en lo que se 
refiere a la parcela No. 128 del Distrito Catastral No. 6. Distri-
to de Santo Domingo, sitios de «San Bartolo» y «La Viva», la 
cual tiene el siguiente dispositivo: «PARCELA No. 128.—Se 
ordena el registro de la Parcela No. 128 a favor de Joaquín 
Ramírez Bona, mayor de edad, comerciante, casado con Do-
lores de la Rocha, domiciliado v residente en la ciudad de San-
to Domingo, con excepción de Veintiseis tareas ochenta y ocho 
varas conuqueras cuadradas, en la parte Sur de la Parcela y 
colindando con las Parcelas Nos. 127 y 129, cuyo registro se 
ordena a favor de Rafael Andrés Brenes, soltero, abogado, 
domiciliado y residente en Santo Domingo, y de cuarenta ta-
reas treinta y dos varas conuqueras cuadradas, Colindando 
con la porción anterior adjudicada a Brenes, cuyo registro se 
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ordena a favor de Juan Francisco Mejía, mayor de edad, agri-
mensor, casado con Elena Sánchez, domiciliado y residente 
en la ciudad de Santo Domingo»; b), que en fecha diez y nue-
ve de Agosto del mil novecientos treinta y cinco, el Tribunal 
Superior de Tierras, por su decisión No. 19 «confirmó la de 
jurisdicción original, en la cual está contenida la 'parcela No. 
128»; c), que el veinticinco de setiembre de mil novecientos 
treinta 	te, el Lic. Joaquín Santana Peña, actuando en 
nombr 	s Señores Julio y Pedro del Rosario, domicilia- 
dos en Ciudad Trujillo. sometió al Tribunal Superior de Tierras 
una instancia en revisión por fraude, que contiene los siguien- 
tes pedimentos: lo, que si no se ha expedido el certificado de 
título de la parcela No. 128, lo detengáis, hasta tanto se co- 
nozca del caso tratado en esta instancia; 2o, que acojáis como 
bueno y válido este escrito, tanto en la forma como en el fon- 
do; 3o, que si el Tribunal Superior no es quien conoce la 
demanda en revisión por fraude, que os pedimos respecto a la 
parcela No. 128 D. C. No. 6, antes 30, sitios de «San Bartolo» 
y «La Viva», designéis un Juez de este Tribunal para que co- 
nozca de este caso, todo, previa presentación de todos los 
documentos de que más arriba se hacen mención»; d), que en 
la audiencia celebrada por el Tribunal Superior de Tierras 
para conocer del caso, el Lic. Santana Peña «hizo algunas 
explicacioilas y pidió que se oyeran algunos testigos que esta- 
ban presee s en la audiencia»; respecto a esta petición el Tri- 
bu. resolvió: «que si una vez estudiado el expediente consi- 
dera de utilidad oir testigos en este asunto, fijará una nueva 
audiencia avisándole de antemano al Lic. Santana para que 
deposite aq la lista de los individuos que quiera hacer oir»; 
e), que el ligt. Santana P. concluyó del modo siguiente: «a) 

rméis vuestra sentencia de fecha 19 de Agosto de 1937, 
r sido probado el fraude cometido en la reclamación 

de la • rcela 128, Distrito Catastral No. 6, Sitio de San Bar- 
tolo y La Viva, Distrito de Santo Dominho; b) que habiéndose 
probado que la propiedad de la indicada parcela es de los 
hermanos Pedro y Julio del Rosario y habiéndose establecido 
a su vez por los documentos que se depositan en esta Secre- 
taría que ellos vendieron ese terreno, os piden: que al refor- 
mar vuestra sentencia indicada, el terreno en referencia sea 
adjudicado así: Al Señor Luis Frómeta, 119 14 tareas con sus 
mejoras, y al Señor Pedro A. del Rosario, 118 tareas, y al Se- 
ñor Bonifacio Santos Rosario y hermanos según el documento, 
63 tareas, y haréis justicia. A reservas de ampliar o modificar 
estas conclusiones si hay lugar»; f), que el Lic. Rafael A. 
Brenes P. por sí y en representación de los Señores Joaquín 

Ramírez B. y agrimensor Juan Francisco Mejía concluyó pi-
diendo: lo, que se rechazara el escrito de los intimantes por 
carecer de fundamento; y 2o, que si no se había ordenado la 
expedición"del certificado de título correspondiente a la parcela 
No. 128, se ordenara; g), que el ocho de Setiembre de mil no-
vecientos treinta y ocho, el Tribunal Superior de Tierras, dictó 
su decisión No. 52. con el siguiente dispositivo: «Que debe re- 
chazar, como al efecto rechaza, la acción en revisi 	- fraude, 
intentada en fecha veinticinco del mes de Sede' 	el año 
mil novecientos treinta y siete, por el Lic. Joaquín Santana P. 
en representación de los Señores Julio y Pedro del Rosa-
rio, por improcedente y mal fundada»; h), que contra esa 
sentencia interpusieron el presente recurso de casación, los 
Señores Julio y Pedro del Rosario, fundado en los siguientes 
medios: Primero: violación de los artículos 62 y 70 de la Ley 
de Registro de Tierras; Segundo: violación del artículo 4 de la 
Ley de Registro de Tierras; Tercero: violación del artículo 11, 
párrafos 4o. y 11o. del Reglamento del Tribunal Superior de 
Tierras; 

Considerando, que por los medios primero y tercero reu-
nidos, se pretende que el Tribunal Superior- de Tierras violó 
los artículos 62 y 70 de la Ley de Registro de Tierras, así como 
el artículo 11, párrafos 4o. y 11o. del Reglamento, al «no pro-
ceder del modo que indican esos artículos para la "reclamación 
de un terreno sometido al saneamiento por antatel Tribunal 
de Tierras, según lo establece dicha Ley», porque «el &Olor 
Joaquín Ramírez Bona no indicó las mejoras permanente que
existían dentro de la parcela No. 128», no hizo constar los con-
dueños colindantes como lo prescribe el artiélo 62, ni los 
reclamantes contrarios, según lo exige el párrak o. artículo 
11 del Reglamento del Tribunal, y para obtener . el registro de 
la parecía No. 128 se valió de maniobras mentirosasdf ., 
nadas a hacer deponer a los testigos todo lo contrario a la 
verdad y cometió además la omisión mencionda más arriba; 

Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras, para 
rechazar la instancia en revisión por fraude sometida por los 
Señores Julio y Pedro del Rosario, se expresa así: «que, en el 
presente caso se necesitaría que el Señor Joaquín Ramírez 
Bona hubiese reclamado la parcela No. 128, a sabiendas de 
que no era suya, o que hubiese efectuado los actos o manio-
bras de que se ha hablado precedentemente, cosa que de nin-
gún modo se ha probado, y acerca de lo cual no hay el más 
ligero indicio en el expediente»; y al proceder así ponderó 
soberanamente las pruebas destinadas a establecer el fraude, 
bien que éste se caracterizare como una maniobra propiamen- 
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ordena a favor de Juan Francisco Mejía, mayor de edad, agri-
mensor, casado con Elena Sánchez, domiciliado y residente 
en la ciudad de Santo Domingo»; b), que en fecha diez y nue-
ve de Agosto del mil novecientos treinta y cinco, el Tribunal 
Superior de Tierras, por su decisión No. 19 «confirmó la de 
jurisdicción original, en la cual está contenida la Parcela No. 
128»; c), que el veinticinco de setiembre de mil novecientos 
treinta e, el Lic. Joaquín Santana Peña, actuando en 
nombreillPros Señores Julio y Pedro del Rosario, domicilia-
dos en Ciudad Trujillo. sometió al Tribunal Superior de Tierras 
una instancia en revisión por fraude, que contiene los siguien-
tes pedimentos: lo, que si no se ha expedido el certificado de 
título de la parcela No. 128, lo detengáis, hasta tanto se co-
nozca del caso tratado en esta instancia; 2o, que acojáis como 
bueno y válido este escrito, tanto en la forma como en el fon-
do; 3o, que si el Tribunal Superior no es quien conoce la 
demanda en revisión por fraude, que os pedimos respecto a la 
parcela No. 128 D. C. No. 6, antes 30, sitios de «San Bartolo» 
y «La Viva», designéis un Juez de este Tribunal para que co-
nozca de este caso, todo, previa presentación de todos los 
documentos de que más arriba se hacen mención»; ti), que en 
la audiencia celebrada por el Tribunal Superior de Tierras 
para conocer del caso, el Lic. Santana Peña «hizo algunas 
explicaciorliks y pidió que se oyeran algunos testigos que esta-
ban preses s en la audiencia»; respecto a esta petición el Tri-
bu. resolvió: «que si una vez estudiado el expediente consi-
dera-de utilidad oir testigos en este asunto, fijará una nueva 
audiencia avisándole de antemano al Lic. Santana para que 
deposite aqi¡Lla lista de los individuos que quiera hacer oir»; 
e), que el 111111. Santana P. concluyó del modo siguiente: «a) 

rméis vuestra sentencia de fecha 19 de Agosto de 1937, 
r sido probado el fraude cometido en la reclamación 

de la rcela 128, Distrito Catastral No. 6, Sitio de San Bar-
tolo y La Viva, Distrito de Santo Dominho; b) que habiéndose 
probado que la propiedad de la indicada parcela es de los 
hermanos Pedro y Julio del Rosario y habiéndose establecido 
a su vez por los documentos que se depositan en esta Secre-
taría que ellos vendieron ese terreno, os piden: que al refor-
mar vuestra sentencia indicada, el terreno en referencia sea 
adjudicado así: Al Señor Luis Frómeta, 119 14 tareas con sus 
mejoras, y al Señor Pedro A. del Rosario, 118 tareas, y al Se-
ñor Bonifacio Santos Rosario y hermanos según el documento, 
63 tareas, y haréis justicia. A reservas de ampliar o modificar 
estas conclusiones si hay lugar»; f), que el Lic. Rafael A. 
Brenes P. por sí y en representación de los Señores Joaquín 

Ramírez B. y agrimensor Juan Francisco Mejía concluyó pi-
diendo: lo, que se rechazara el escrito de los intimantes por 
carecer de fundamento; y 2o, que si no se había ordenado la 
expedición del certificado de título correspondiente a la parcela 
No. 128, se ordenara; g), que el ocho de Setiembre de mil no-
vecientos treinta v ocho, el Tribunal Superior de Tierras, dictó 
su decisión No. 52. con el siguiente dispositivo: «Que debe re-
chazar, como al efecto rechaza, la acción en revisi - fraude, iehi  
intentada en fecha veinticinco del mes de Selle'l 

	
el año 

mil novecientos treinta y siete, por el Lic. Joaquín Santana P. 
en representación de los Señores Julio y Pedro del Rosa-
rio, por improcedente y mal fundada»; h), que contra esa 
sentencia interpusieron el presente recurso de casación, los 
Señores Julio y Pedro del Rosario, fundado en los siguientes 
medios: Primero: violación de los artículos 62 y 70 de la Ley 
de Registro de Tierras; Segundo: violación del artículo 4 de la 
Ley de Registro de Tierras; Tercero: violación del artículo 11, 
párrafos 4o. y llo. del Reglamento del Tribunal Superior de 
Tierras; 

Considerando, que por los medios primero y tercero reu-
nidos, se pretende que el Tribunal Superior de Tierras violó 
los artículos 62 y 70 de la Ley de Registro de Tierras, así como 
el artículo 11, párrafos 4o. y 11o. del Reglamento, al «no pro-
ceder del modo que indican esos artículos para la reclamación 
de un terreno sometido al saneamiento por antbel Tribunal 
de Tierras, según lo establece dicha Ley», porque «el »ñor 
Joaquín Ramírez Bona no indicó las mejoras permanentes que 
existían dentro de la parcela No. 128», no hizo constar los con-
dueños colindantes como lo prescribe el artíglo 62, ni los 
reclamantes contrarios, según lo exige el párraW4o. artículo 
11 del Reglamento del Tribunal, y para obtener el re istrojcik 
la parcefa No. 128 se valió de maniobras mentirosas ,- , - *Id"  

nadas a hacer deponer a los testigos todo lo cont a la 
verdad y cometió además la omisión mencionda más arriba; 

Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras, para 
rechazar la instancia en revisión por fraude sometida por los 
Señores Julio y Pedro del Rosario, se expresa así: «que, en el 
presente caso se necesitaría que el Señor Joaquín Ramírez 
Bona hubiese reclamado la parcela No. 128, a sabiendas de 
que no era suya, o que hubiese efectuado los actos o manio-
bras de que se ha hablado precedentemente, cosa que de nin-
gún modo se ha probado, y acerca de lo cual no hay el más 
ligero indicio en el expediente»; y al proceder así ponderó 
soberanamente las pruebas destinadas a establecer el fraude, 
bien que éste se caracterizare como una maniobra propiamen- 
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novecientos treinta y cinco y la revisión por fraude tendía jus- 
tamente a anonadar la adjudicación pronunciada por aquella, 
era lícito que el Tribunal procediese así, y por otra parte, al no 
ser alegada esa circunstancia por ante los Jueces del fondo, 
constituye un mecho idadmisible en casación; además, la in-

!. dicación de manera inconfundible de la instancia objeto de la 
sentencia, es la única mención necesaria

' 
 suficiente en el 

dispositivo de la misma; por tanto, también se rechaza este 
segundo medio; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los Señores Pedro y Julio del Rosario, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
ocho de Setiembre del año mil novecientos treinta y ocho, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de la presente 
sentencia; y Segundo: condena a dichos recurrentes al pago 
de las costas, distrayéndolas en favor de los Licenciados Yeti-
lio A. Matos y Rafael Andrés Brénes, por haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados):—Miguel Ricardo R.—Dr T. Franco Fran-
co.—Abigail Montás.— Raj. Castro Rivera.— Leoncio Ra-
mos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— 
(Firmado): EUG. A. ALVAREZ. 

• #• 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente, constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
'tanto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 

222 	 - BOLETÍN JUDICIAL. 

te dicha para obtener el registro por medios «engañosos, do-
losos y censurables», ya . como omisiones o reticencias, con 
objeto de «desviar al Juez de la exacta apreciación de la ver-
dad» o para contribuir «a ocultar la existencia de otro recia: 
mante»; que por consiguiente, la Suprema Corte de Justicia 
no puede verificar si el Señor Joaquín Ramírez Bona, para 
obtener el registro de la parcela No. 128, puso o no en juego 
«la mailipp de hacer deponer testigos y hacerles decir todo 
lo contr a la verdad», corno alegan los intimantes Julio y 
Pedro del Rosario, o si en su reclamación, cometió omisiones 
respecto a las menciones prescritas en el artículo 62 párrafos 
c y h de la Ley, en condiciones qué pudiesen constituir el 
fraude previsto en el artículo 70 de la Ley de Registro de 
Tierras; por tanto, los medios primero y tercero deben ser 
desestimados; 

Considerando, que por el segundo medio se pretende que 
el Tribunal «incurrió en la violación del artículo 4 de la Lev 
de Registro de Tierras, por no haber dado los motivos de por -- 
qué no se oyeron los testigos cuya audición fué pedida for-
malmente, y por no decir en sus motivos, por qué figuraron los 
Señores Lic. Rafael A. Brenes y el agrimensor Juan Francisco 
Mejía, como partes en la indicada sentencia recurrida, ni decir 
en su dispositivo contra quien se ejerció el recurso de revisión 
por fraudeu 

Consiffrando, que por las lecturas de las conclusiones 
formuladas por el Lic. Santana Peña ante el Tribunal Superior 
de Tierras, por sus propias declaraciones, consignadas en las 
notas estenográficas y por la resolución del Tribunal, en el sen-
tido de «qu i una vez estudiado el expediente considera de 
utilidad oir réstigos en este asunto, fijará una nueva audien-
cia», etc., establece de manera definitiva, que la audición de 
testigos,de que habla el intimante fué solicitada para probar 
la propiedad y posesión de parte de los Señores Julio y Pedro 
del Rosario y no para establecer el fraude, que constituía el 
único punto objeto de debate; que en esas condiciones se de-
be admitir que el Tribunal Superior de Tierras no tenía que 
ciar motivos acerca del rechazamiento de una petición prema-
tura, puesto que tendía a probar la propiedad o - posesión que 
hasta -entonces, ni era ni podía ser objeto de controversia 
entre las partes; que asimismo tampoco tenía que dar motivos 
acerca de las razones por las cuales figuran el Lic. Rafael A. 
Brenes . y agrimensor Juan Francisco Mejía en la sentencia 
recurrida, ni decir en su dispositivo contra quien se ejerció el 
recurso de revisión por fraude; porque si las personas indica-
das figuran en la decisión del diez y nueve de Agosto de mil 
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novecientos treinta y cinco y la revisión por fraude tendía jus-
tamente a anonadar la adjudicación pronunciada por aquella, 
era lícito que el Tribunal procediese así, y por otra parte, al no 
ser alegada esa circunstancia por ante los Jueces del fondo, 
constituye un medio idadmisible en casación; además, la in-
dicación de manera inconfundible de la instancia objeto de la 
sentencia, es la única mención necesaria y suficiente en el 
dispositivo de la misma; por tanto, también se rechaza este 
segundo medio; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los Señores Pedro y Julio del Rosario, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
ocho de Setiembre del año mil novecientos treinta y ocho, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de la presente 
sentencia; y Segundo: condena a dichos recurrentes al pago 
de las costas, distrayéndolas en favor de los Licenciados Veti-
lio A. Matos y Rafael Andrés Brenes, por haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados):—Miguel Ricardo R.—Dr T. Franco Fran-
co.—Abigail Montás.— Raj. Castro Rivera.— Leoncio Ra-
mos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado): EuG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
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te dicha para obtener el registro por medios «engañosos, do-
losos v censurables», ya . como omisiones o reticencias, con 
objeto-  de «desviar al Juez de la exacta apreciación de la ver-
dad» o para contribuir «a ocultar la existencia de otro recia: 
mante»; que por consiguiente, la Suprema Corte de Justicia 
no puede verificar si el Señor Joaquín Ramírez Bona, para 
obtener el registro de la parcela No. 128, puso o no en juego 
«la mallo de hacer deponer testigos y hacerles decir todo 
lo contr a la verdad», corno alegan los intimantes Julio y 
Pedro del Rosario, o si en su reclamación, cometió omisiones 
respecto a las menciones prescritas en el artículo 62 párrafos 
c y h de la Ley, en condiciones que pudiesen constituir el 
fraude previsto en el artículo 70 de la Ley de Registro de 
Tierras; por tanto, los medios primero y tercero deben ser 
desestimados; 

Considerando, que por el segundo medio se pretende que 
el Tribunal «incurrió en la violación del artículo 4 de la Lev 
de Registro de Tierras, por no haber dado los motivos de por -- -4 
qué no se oyeron los testigos cuya audición fué pedida for-
malmente, y por no decir en sus motivos, por qué figuraron los 
Señores Lic. Rafael A. Brenes y el agrimensor Juan Francisco 
Mejía, como partes en la indicada sentencia recurrida, ni decir 
en su dispositivo -  contra quien se ejerció el recurso de revisión 
por fraude 

Considr rando, que por las lecturas de las conclusiones 
formuladas por el Lic. Santana Peña ante el Tribunal Superior 
de Tierras, por sus propias declaraciones, consignadas en las 
notas estenográficas y por la resolución del Tribunal, en el sen-
tido de «qu i una vez estudiado el expediente considera de 
utilidad oir téstigos en este asunto, fijará una nueva audien-
cia», etc., establece de manera definitiva, que la audición de 
testigos.de que habla el intimante fué solicitada para probar 
la propiedad y posesión de parte de los Señores Julio y Pedro 
del Rosario y no para establecer el fraude, que constituía el 
único punto objeto de debate; que en esas condiciones se de-
be admitir que el Tribunal Superior de Tierras no tenía que 
dar motivos acerca del rechazamiento de una petición prema-
tura, puesto que tendía a probar la propiedad o posesión que 
hasta entonces, ni era ni podía ser objeto de controversia 
entre las partes; que asimismo tampoco tenía que dar motivos 
acerca de las razones por las cuales figuran el Lic. Rafael A. 
Brenes y agrimensor Juan Francisco Mejía en la sentencia 
recurrida, ni decir en su dispositivo contra quien se ejerció el 
recurso de revisión por fraude; porque si las personas indica-
das figuran en la decisión del diez y nueve de Agosto de mil 
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te dicha para obtener el registro por medios «engañosos, do-
losos v censurables», ya como omisiones o reticencias, con 
objeto-  de «desviar al Juez de la exacta apreciación de la ver-
dad» o para contribuir «a ocultar la existencia de otro recia.: 
mante»; que por consiguiente, la Suprema Corte de Justicia 
no puede verificar si el Señor Joaquín Ramírez Bona, para 
obtener el registro de la parcela No. 128, puso o no en juego 
«la man' 	de hacer deponer testigos y hacerles decir todo 
lo contr 	a la verdad», como alegan los intimantes Julio y 
Pedro del Rosario, o si en su reclamación, cometió omisiones 
respecto a las menciones prescritas en el artículo 62 párrafos 
c y h de la Ley, en condiciones que pudiesen constituir el 
fraude previstó en el artículo 70 de la Ley de Registro de 
Tierras; por tanto, los medios primero y tercero deben ser 
desestimados; 

Considerando, que por el segundo medio se pretende que 
el Tribunal «incurrió en la violación del artículo 4 de la Lev 
de Registro de Tierras, por no haber dado los motivos de por- 
qué no se oyeron los testigos cuya audición fué pedida for-
malmente, y por no decir en sus motivos, por qué figuraron los 
Señores Lic. Rafael A. Brenes y el agrimensor Juan Francisco 
Mejía, como partes en la indicada sentencia recurrida, ni decir 
en su dispositivo -  contra quien se ejerció el recurso de revisión 
por fraude»; 

Considerando, que por las lecturas de las conclusiones 
formuladas por el Lic. Santana Peña ante el Tribunal Superior 
de TierraS, por sus propias declaraciones, consignadas en las 
notas estenográficas y por la resolución del Tribunal, en el sen-
tido de «quwi una vez estudiado el expediente considera de 
utilidad oir testigos en este asunto, fijará una nueva audien-
cia», etc., establece de manera definitiva, que la audición de 
testigos.de que habla el intimante fué solicitada para probar 
la propiedad y posesión de parte de los Señores Julio y Pedro 
del Rosario y no para establecer el fraude, que constituía el 
único punto objeto de debate; que en esas condiciones se de-
be admitir que el Tribunal Superior de Tierras no tenía que 
dar motivos acerca del rechazamiento de una petición prema-
tura, puesto que tendía a probar la propiedad o posesión que 
hasta .entonces, ni era ni podía ser objeto de controversia 
entre las partes; que asimismo tampoco tenía que dar motivos 
acerca de las razones por las cuales figuran el Lic. Rafael A. 
Brenes y agrimensor Juan Francisco Mejía en la sentencia 
recurrida, ni decir en su dispositivo contra quien se ejerció el 
recurso de revisión por fraude; porque si las personas indica-
das figuran en la decisión del diez y nueve de Agosto de mil 
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novecientos treinta v cinco y la revisión por fraude tendía jus-
tamente a anonadar la adjudicación pronunciada por aquella, 
era lícito que el Tribunal procediese así, y por otra parte, al no 
ser alegada esa circunstancia por ante los Jueces del fondo, 
constituye un medio idadmisible en casación; además, la in-
dicación de manera inconfundible de la instancia objeto de la 
sentencia, es la única mención necesaria y suficiente en el 
dispositivo de la misma; por tanto, también se rechaza este 
segundo medio; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los Señores Pedro y Julio del Rosario, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
ocho de Setiembre del año mil novecientos treinta y ocho, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de la presente 
sentencia; y Segundo: condena a dichos recurrentes al pago 
de las costas, distrayéndolas en favor de los Licenciados Veti-
lio A. Matos y Rafael Andrés Brenes, por haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados):—Miguel Ricardo R.—Dr T. Franco Fran-
co.—Abigail Montás.— Raj. Castro Rivera.— Leoncio Ra-
mos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— 
(Firmado): EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
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años 97° de la Independencia, 77° de la Restauración y 10° de 
la Era de Trujillo. ha dictado en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
do Nicanor Morillo, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
minicano, domiciliado y residente en «La Rosa», sección de la 
común de La Vega, portador de la cédula personal de identidad 
No. 1200 	erie 54, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelaci 	Departamento de La Vega, en fecha veinticuatro 
de Enero de mil novecientos cuarenta; 

Vista el acta de declaración del referido recurso de casa-
ción, levantada en la Secretaría de la mencionada Corte de 
Apelación, en la expresada fecha veinticuatro de Enero de mil 
novecientos cuarenta; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 309, 321, 328 y 463 del Código Pe-
nal; 277 del Código de Procedimiento Criminal y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
que a continuación se expresa: 1°.) que Rafael Virgilio García 
(a) Papasito y Nicanor Morillo, trabajaban en una finca que 
el Señor Ramón de Jettis Henríquez posee en el lugar deno-
minado «Colorado», sección de Rio Verde Abajo, común de 
La Vega, y que Francisca Jiménez, quien «cocinaba - para el 
Señor RafaeLyirgilio García y sus peones, incluso Nicanor Mo-
rillo», dijo orto dia al primero que «no iba a seguir cocinán-
dole porque Nicanor Morillo no sólo se mantenía enamorándo-
la sino que ese dia la había tumbado tratando de arrastrarla 
hacia un cuarto del rancho donde ella estaba fregando, lo que 
no logró por habérsele ella resistido», motivo por el cual Gar-
cía llamó la atención al susodicho Morillo, «sin que ocurriera 
nada mas»: 2°.) que «el incidente ocurrido entre Morillo s 
Francisca Jiménez. trascendió a la peonería que trabaja en 
aquella finca, lo que molestó a Morillo, y creyendo éste que 
era Rafael Virgilio García quien había divulgado lo ocurrido. 
aprovechó el día quince de Julio del año mil .novecientos trein-
ta y nueve, en la tarde, cuando Rafael Virgilio García dirijía 
la apertura de un callejón en la misma finca del Señor Hen-
ríquez, para llamar con la mano a García, quien acudió adon-
de estaba Nicanor y éste le expresó su descontento porque 
había sabido que García hablaba mal de él, a lo que contestó 
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éste que no se ocupaba de hablar mal de nadie, y al darle la' 
espalda para volverse a su trabajo, Nicanor Morillo le asestó 
una puñalada con un largo cuchillo que portaba, trabándose 
una lucha entre ambos en medio de la cual Morillo infirió dos 
heridas más a García y éste, con el machete de trabajar que 
portaba», infirió «una herida en el brazo derecho y otra que 
abarcó los dedos medio e indice de la mano derecha, a Mo-
rillo»; 3°.) que, al darse cuenta los peones de la susodicha fin- 

' ca de lo que ocurría entre Morillo y García, «acudiellin y evi-
taron que continuara la riña, siendo Morillo reducido a prisión 
y García trasladado en estado de gravedad al Hospital La Jiu- 

, nzanitaria», de la ciudad de La Vega, «donde fue operado de 
urgencia, pues una de las heridas, después de atravesar el 
triceps del brazo izquierdo alcanzó el hemi-tórax, penetran«) 
en la cavidad pleura) y en el pulmón izquierdo, siendo dicha 
herida de pronóstico reservado, según certificación del médico 

, Director del Hospital»; 4°.) que, instruída la correspondiente 
sumaria. el Magistrado Juez de Instrucción, por su Auto de 
fecha doce de Setiembre de mil novecientos treinta y nueve, 
«declaró que existían cargos suficientes para acusar al nom-
brado Nicanor Morillo del crimen de heridas que produjeron 

• mutilación de una costilla al Señor Rafael Virqilio García (a) 
Papasito, y, en consecuencia, ordenó que dicho acusado fuera 
enviado por ante el Tribunal de lo Criminal para ser juzgado 
con arreglo a la Ley»; 5°.) que, en fecha once de Octubre de 

• mil novecientos treinta y nueve, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, apoderado del caso en 
sus atribuciones criminales, dictó sentencia por la cual conde- 

.' nó al nombrado Nicanor Morillo a dos años de prisión correc-
cional, diez pesos de multa y pago de las costas, por el delito 
de heridas que privaron de su trabajo personal al Señor Ra-
fael Virgilio García (a) Papasito, durante más de veinte días; 
6°.) que. inconforme con dicha sentencia, interpuso contra 
ella recurso de alzada el referido Morillo, y la Corte de Apela-

, ción del Departamento de La Vega, así apoderada, conoció del 
caso en audiencia pública, audiencia en la cual se comprobó 
que «contra el nombrado Rafael Virgilio García (a) Papasito, 
se había instruído una sumaria por heridas a Nicanor Morillo 

• y que por Auto del Magistrado Juez de Instrucción había sido 
descargado por haber obrado en necesidad actual de legítima 

. defensa», auto que «había adquirido la autoridad de la cosa 
juzgada»; 7°.) que por ante la indicada Corte de Apelación, 
Nicanor Morillo, por órgano de su abogado, concluyó pidiendo, 
esencialmente, a), que se revocara la sentencia apelada; b), 
que se le descargara por haber obrado en estado de legítima 
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éste que no se ocupaba de hablar mal de nadie, y al darle la 
espalda para volverse a su trabajo, Nicanor Morillo le asestó 
una puñalada con un largo cuchillo que portaba, trabándose 
una lucha entre ambos en medio de la cual Morillo infirió dos 
heridas más a García y éste, con el machete de trabajar que 
portaba», infirió «una herida en el brazo derecho y otra que 
abarcó los dedos medio e indice de la mano derecha, a 

3°.) que, al darse cuenta los peones de la supáicha fin-
ca de lo que ocurría entre Morillo y García, «acudieTón y evi-
taron que continuara la riña, siendo Morillo reducido a prisión 
y García trasladado en estado de gravedad al Hospital La Hu-
manitaria», de la ciudad de La Vega, «donde fue operado de 
urgencia, pues una de las heridas, después de atravesar el 
triceps del brazo izquierdo alcanzó el hemi-tórax, penetran«) 
en la cavidad pleura! y en el pulmón izquierdo, siendo dicha 
herida de pronóstico reservado, según certificación del médico 
Director del Hospital»; 4°.) que, instruída la correspondiente 
sumaria. el Magistrado Juez de Instrucción, por su Auto de 
fecha doce de Setiembre de mil novecientos treinta y nueve, 
«declaró que existían cargos suficientes para acusar al nom-
brado Nicanor Morillo del crimen de heridas que produjeron 
mutilación de una costilla al Señor Rafael Virqilio García (a) 
Papasito, y. en consecuencia, ordenó que dicho acusado fuera 
enviado por ante el Tribunal de lo Criminal para ser juzgado 
con arreglo a la Ley»; 5°.) que, en fecha once (le Octubre de 
mil novecientos treinta y nueve, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, apoderado del caso en 
sus atribuciones criminales, dictó sentencia por la cual conde-
nó al nombrado Nicanor Morillo a dos años de prisión correc-
cional, diez pesos de multa y pago de las costas, por el delito 
de heridas que privaron de su trabajo personal al Señor Ra-
fael Virgilio García (a) Papasito, durante más de veinte días; 
6°.) que, inconforme con dicha sentencia, interpuso contra 
ella recurso de alzada el referido Morillo, y la Corte de Apela-
ción del Departamento de La Vega, así apoderada, conoció del 
caso en audiencia pública, audiencia en la cual se comprobó 
que «contra el nombrado Rafael Virgilio García (a) Papasito, 
se había instruído una sumaria por heridas a Nicanor Morillo 
y que por Auto del Magistrado Juez de Instrucción había sido 
descargado por haber obrado en necesidad actual de legítima 
defensa», auto que «había adquirido la autoridad de la cosa 
juzgada»; 7°.) que por ante la indicada Corte de Apelación, 
Nicanor Morillo, por órgano de su abogado, concluyó pidiendo, 
esencialmente, a). que se revocara la sentencia apelada; b), 
que se le descargara por haber obrado en estado de legítima 
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años 97° de la Independencia, 77° de la Restauración y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
do Nicanor Morillo, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
minicano, domiciliado y residente en «La Rosa», sección de la 
común de La Vega, portador de la cédula personal de identidad 
No. 12001berie 54, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelaci Departamento de La Vega, en fecha veinticuatro 
de Enero de mil novecientos cuarenta; 

Vista el acta de declaración del referido recurso de casa-
ción, levantada en la Secretaría de la mencionada Corte de 
Apelación, en la expresada fecha veinticuatro de Enero de mil 
novecientos cuarenta; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, deSpués de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 309, 321, 328 y 463 del Código Pe-
nal; 277 del Código de Procedimiento Criminal y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
que a continuación se expresa: 1°.) que Rafael Virgilio García 
(a) Papasito y Nicanor Morillo, trabajaban en una finca que 
el Señor Ramón de Jesús Henríquez posee en el lugar deno-
minado «Colorado», sección de Rio Verde Abajo, común de 
La Vega, y que Francisca Jiménez, quien «cocinaba - para el 
Señor RafaeLyirgilio García y sus peones, incluso Nicanor Mo-
rillo», dijo orto dia al primero que «no iba a seguir cocinán-
dole porque Nicanor Morillo no sólo se mantenía enamorándo-
la sino que ese dia la había tumbado tratando de arrastrarla 
hacia un cuarto del rancho donde ella estaba fregando, lo que 
no logró por habérsele ella resistido», motivo por el cual Gar-
cía llamó la atención al susodicho Morillo, «sin que ocurriera 
nada mas»; 2°.) que «el incidente ocurrido entre Morillo y 
Francisca Jiménez. trascendió a la peonería que trabaja en 
aquella finca, lo que molestó a Morillo, y creyendo éste que 
era Rafael Virgilio García quien había divulgado lo ocurrido, 
aprovechó el día quince de Julio del año mil novecientos trein-
ta y nueve, en la tarde, cuando Rafael Virgilio García dirijía 
la apertura dé un callejón en la misma finca del Señor Hen-
ríquez, para llamar con la mano a García, qiiien acudió adon-. 
de estaba Nicanor y éste le expresó su descontento porque 
había sabido que García hablaba mal de él, a lo que contestó 
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defensa y c), que, en caso de que se le juzgara culpable, se te 
condenara a una pena que no excediese del tiempo de prisión 
que tenía sufrida, «acojiendo en su favor la excusa legal de 
provocación o circunstancias atenuantes»; 8°.) que previo dic-
tamen del Magistrado Procurador General, tendiente a que la 
sentencia apelada «sea confirmada en todas sus partes, salvo et 
derecho que tiene esta Honorable Corte de rebajarle la pena al 
acusado, si estimare que procede acojer circunstancias atenuan-
tes en stlebsequio», fue dictada, en fecha veinticuatro de Enero 
de mil novecientos cuarenta, por la susodicha Corte de Apela-
ción, una sentencia cuyo dispositivo dice así: «Falla:—Prime-
ro:—Confirmar la sentencia apelada, dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 
once del mes de Octubre del año mil novecientos treinta y nue-
ve, que condena al nombrado Nicanor Morillo, de generales 
conocidas, a dos años de prisión correccional, diez pesos de 
multa y pago de costas, por heridas que privaron de su traba-
jo personal durante mas de veinte días al Señor Rafael Virgi-
lio García (a) Papasito;—Segundo:—Condenar además al acu-
sado al pago de las costas de esta alzada»; 

Considerando que, contra la sentencia cuyo dispositivo 
acaba de ser transcrito, ha interpuesto, en tiempo hábil, recur-
so de casación el nombrado Nicanor Morillo, de acuerdo con 
lo que reza el acta de declaración correspondiente, en la cual 
se expresa que los motivos en que funda su recurso «serán 
expuestos en memorial presentado oportunamente»; que, en 
esas condiciones y al no haber sido presentado o depositado 
el anunciado Memorial de casación, procede que la Suprema 
Corte de Justicia investigue y determine si, como lo pretende 
el recurrente, la sentencia impugnada debe ser casada por exis-
tir en ella algún vicio susceptible de justificar dicha anulación; 

Considerando, que, como el recurso de casación a que 
se refiere la presente sentencia, ha sido incoado únicamente 
por el condenado Nicanor Morillo, no existe interés alguno, 
para los fines de dicho recurso, en que la Suprema Corte de 
Justicia examine la cuestión relativa a la calificación de «heri-
das que privaron de su trabajo personal durante mas de veinte 
días al Señor Rafael Virgilio García (a) Papasito» que la Cor-
te a-quo conservó a la infracción penal de que se trata, sin 
que esa Corte se refiriera para esto, en presencia de los gra-
ves hechos comprobados por ella, a. la inexistencia, en Nica-
nor Morillo, de la intención de dar la muerte al mencionado 
García, cuando obró como lo hizo; 

Considerando, que la sentencia contra la cual se recurre, 
después de expresar «que el acusado está convicto y confeso 
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de haber inferido al Señor Virgilio García (a) Papasito tres 
heridas de arma blanca que lo privaron de su trabajo perso-
nal por más de veinte días», expone a), para responder al pe-
dimento que presentó Morillo a la Corte a-quo, tendiente a 
que se le descargara por haber obrado en estado de lejítima 
defensa: que «del examen del expediente y del resultado del 
plenario, se ha evidenciado que después de haber llamado a 
su víctima, y sin que se produjera ninguna de las circunstan-
cias que caracterizan la legítima defensa, le infirió la primera 
herida»; y b), para responder al pedimento subsidiario del 
susodicho Morillo, tendiente a que, cuando se le juzgara cul-
pable, se acojiera en su favor la excusa legal de provocación 
o circunstancias atenuantes: «que tampoco existe en el pre-
sente caso la excusa prevista por el artículo 321 del Código 
Penal, en razón dé que no se ha probado de ninguna manera 
que el acusado fuera objeto de provocación, amenazas o -  vio-
lencias graves de parte de la víctima, pues al contrario, como 
se ha dicho, se ha demostrado que aquel llamó a ésta y a man-
salva, le infirió la primera herida, y en consecuencia, el acu-
sado es autor de heridas voluntarias que privaron a la víctima 
de su trabajo personal durante más de veinte días»; razones 
por las cuales la mencionada Corte de Apelación «estima pro-
cedente confirmar en todas sus partes la sentencia. apelada» y 
Condetia a Nicanor Morillo, apelante sucumbiente, al pago de 
las costas. 

Considerando que, por consiguiente, como resultado del 
examen realizado por la Suprema Corte de Justicia. debe ser 
declarado que el fallo 'impugnado contiene una motivación 
suficiente para la justificación de su dispositivo; que, por otra 
parte, en dicho fallo han sido observadas todas las formalida-
des prescritasdor la ley; 

Considerando, que el artículo 309 del Código Penal esta-
blece, en su primera parte, «El que voluntariamente infiriere 
heridas, diere golpes, cometiere actos de violencia o vías de 
hecho, si de ellos resultare al agraviado una enfermededad o 
imposibilidad d'e dedicarse al trabajo durante más de veinte 
días, será castigado con la pena de prisión correccional de 
seis meses a dos años, y multa de diez a cien pesos»; que el 

• artículo 328 del mismo Código dispone: «No hay crimen ni de-
lito, cuando el homicidio, las heridas y los golpes se infirieran 
por la necesidad actual de la legítima defensa de sí mismo o 
de otro»; que el artículo 321 de dicho Código Penal prescribe: 
«El homicidio, las heridas y los golpes son excusarles, si de 
parte. del ofendido han precedido inmediatamente provoca- - 

 ción, amenazas o violencias graves»; que, por último, el artí- 
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defensa y c), que, en caso de que se le juzgara culpable, se le 
condenara a una pena que no excediese del tiempo de prisión , 

 que tenía sufrida, «acojiendo en su favor la excusa legal de 
provocación o circunstancias atenuantes»; 8°.) que previo dic-
tamen del Magistrado Procurador General, tendiente a que la 
sentencia apelada «sea confirmada en todas sus partes, salvo el 
derecho que tiene esta Honorable Corte de rebajarle la pena al 
acusado, si estimare que procede acojer circunstancias atenuan-
tes en su obsequio», fue dictada, en fecha veinticuatro de Enero 
de mil novecientos cuarenta, por la susodicha Corte de Apela-
ción ;  una sentencia cuyo dispositivo dice así: «Falla:—Prime-
ro:—Confirmar la sentencia apelada, dictada por el Julgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 
once del mes de Octubre del año mil novecientos treinta y nue-
ve, que condena al nombrado Nicanor Morillo, de generales 
conocidas, a dos años de prisión correccional, diez pesos de 
multa y pago de costas, por heridas que privaron de su traba-
jo personal durante mas de veinte días al Señor Rafael Virgi-
lio García (a) Papasito;—Segundo..--Condenar además al acu-
sado al pago de las costas de esta alzada»; 

Considerando que, contra la sentencia cuyo dispositivo 
acaba de ser transcrito, ha interpuesto, en tiempo hábil, recur-
so de casación el nombrado Nicanor Morillo, ele acuerdo con 
lo que reza el acta de declaración correspondiente, en la cual 
se expresa que los motivos en que funda su recurso «serán 
expuestos en memorial presentado oportunamente»; que, en 
esas condiciones y al no haber sido presentado o depositado 
el anunciado Memorial de casación, procede que la Suprema 
Corté de Justicia investigue y determine si, como lo pretende 
el recurrente, la sentencia impugnada debe ser casada por exis-
tir en ella algún vicio susceptible de justificar dicha anulación; 

Considerando, que, como el recurso de casación a que 
se refiere la presente sentencia, ha sido incoado únicamente 
por el condenado Nicanor Morillo, no existe interés alguno, 
para los fines de dicho recurso, en que la Suprema Corte ele 
Justicia examine la cuestión relativa a la calificación de «heri-
das que privaron de su trabajo personal durante mas de veinte 
días al Señor Rafael Virgilio García (a) Papasito» que la Cor-
te a-quo conservó a la infracción penal de que se trata, sin 
que esa Corte se refiriera para esto, en presencia de los gra-
ves hechos comprobados por ella, a la inexistencia, en Nica-
nor Morillo, de la intención de dar la muerte al mencionado 
García, cuando obró como lo hizo; 

Considerando, que la sentencia contra la cual se recurre, 
después de expresar «que el acusado está convicto y confeso 
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de haber inferido al Señor Virgilio García (a) Papasito tres 
heridas de arma blanca que lo privaron de su trabajo perso-
nal por más de veinte días», expone a), para responder al pe-
dimento que presentó Morillo a la Corte a-quo, tendiente a 
que se le descargara por haber obrado en estado de lejítima 
defensa: que «del examen del expediente y del resultado del 
plenario, se ha evidenciado que después de haber llamado a 
su víctima, y sin que se produjera ninguna de las circunstan-
cias que caracterizan la legítima defensa, le infirió la primera 
herida»; y b), para responder al pedimento subsidiario del 
susodicho Morillo, tendiente a que, cuando se le juzgara cul-
pable, Se acojiera en su favor la excusa legal ele provocación 
o circunstatcias atenuantes: «que tampoco existe en el pre-
sente caso la excusa prevista por el artículo 321 del Código 
Penal, en razón de que no se ha probado de ninguna manera 
que el acusado fuera objeto de provocación, amenazas o vio-
lencias graves de parte de la víctima, pues al contrario, como 
se ha dicho, se ha demostrado que aquel llamó a ésta y a man-
salva, le infirió la primera herida, y en consecuencia, el acu-
sado es autor de heridas voluntarias que privaron a la víctima 
de su trabajo personal durante más dé-  veinte días»; razones 
por las cuales la mencionada Corte de Apelación «estima pro-
cedente confirmar en todas sus partes la sentencia. apelada» y 
Condena a Nicanor Morillo, apelante sucumbiente, al pago de 
las costas. 

Considerando que, por consiguiente, como resultado del 
examen realizado por latipreina Corte de Justicia, debe ser 
declarado que el fallo 'Npugnado contiene una motivación 
suficiente para la justificación de su dispositivo; que, por otra 
parte, en dicho fallo han sido observadas todas las formalida-
des prescritasor la ley; 

Considerando, que el artículo 309 del Código Penal esta-
blece, en su primera parte, «El que voluntariamente infiriere 

• heridas, diere golpes, cometiere actos de violencia o vías de 
hecho, si de ellos resultare al agraviado una enfermededad o 
imposibilidad cl dedicarse al trabajo durante más de veinte 
días, será castigado con la pena de prisión correccional de 
seis meses a dos años, y multa de diez a cien pesos»; que el 
artículo 328 del mismo Código dispone: «No hay crimen ni cie-
lito, cuando el homicidio, las heridas y los golpes se infirieran 
por la necesidad actual de la legítima defensa de sí mismo o 
de otro»; que el artículo 321 de dicho Código Penal prescribe: 
«El homicidio, las heridas y los golpes son excusases, si de 
parte. del ofendido han precedido inmediatamente provoca- - 

 ción, amenazas o violencias graves»; que, por último, el artí- 
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culo 277 del Código de Procedimiento Criminal expresa: «El 
acusado o la parte civil que sucumbiere será condenado en las 
costas»; 

Considerando que, como resultado de la soberana apre-
ciación de las pruebas correctamente producidas, la Corte de 
Apelación de la Vega ha establecido, por la decisión impugna-
da, según lo expuesto con motivo del estudio de los funda-
mentos de dicho fallo, que Nicanor Morillo es autor del deli-
to de heridas voluntarias que privaron a la víctima, Rafael 
Virgilio García (a) Papasito, de su trabajo personal durante 
más de veinte días, razón por la cual condenó a aquel a las 
expresadas penas de prisión y multa y al pago de las costas 
del procedimiento, de acuerdo con los textos legales trans-
critos; 

Considerando que, en tal virtud, la Corte a-quo no ha 
incurrido en ninguna violación de la Ley susceptible de justi-
ficar la anulación de su fallo y, por lo tanto, procede - rechazar 
el recurso de casación a que se contrae la presente sentencia 
y condenar la parte sucumbiente al pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Nicanor Morillo contra sen-
tencia pronunciada, por la Corte de Apelación del Departa-
mento de La Vega, en fecha veinticuatro de enero de mil 
novecientos cuarenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar de la presente, y Segundo: condena a dicho recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Atejia.-Wiguel Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigail Montás.— Eudaldo Jroncoso de 
la C.— J. Vida! Velázquez.— Raí Castro Rivera.— Leoncio 
Ramos.— Luis Logroño C.— Eug. A. Alvailz„Secretario 
General. 

 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración, y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Rafael Serra López. empleado, domiciliado y residente en Ciu-
dad Trujillo, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 9377, Serie 1, expedida el 10 de Abril de• 1932, contra 
sentencia correccional de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, hoy de San Cristóbal, de fecha quince de Noviembre 
de mil novecientos treinta y nueve; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-quo el veinticuatro de noviembre de 
mil novecientos treinta y .nueve; 

Visto el escrito', en el cual se exponen los medios de ca-
sación, remitido por el recurrente, en uso de la facultad que 
le concede el artículo 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Oído el Milgistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado, Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprernia Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 312 y 316 del Código Civil; 9 de la 
Ley 1051, promulgada el 24 de noviembre de 1928, y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: A), que por querella presentada contra el nombrado 
Rafael Serra López, éste fué sometido, por la vía directa, al 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, Cámara Penal, prevenido del delito de violación a la 
Ley 1051, en petjuicio de su hijo menor José•Enrique, y dicho 

 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados y fuelirmada, leída y 
publicada por mí, Secretario General, que certifico.—(Firmado): 
EUG. A.. ALVAREZ. 

 

    

     

         

         



228 BOLETÍN JUDICIAL. 
BOLETÍN JUDICIAL. 	 229 

  

culo 277 del Código de Procedimiento Criminal expresa: «El 
acusado o la parte civil que sucumbiere será condenado en las 
costas»; 

Considerando que, como resultado de la soberana apre-
ciación de las pruebas correctamente producidas, la Corte de 
Apelación de la Vega ha establecido, por la decisión impugna-
da, según lo expuesto con motivo del estudio de los funda-
mentos de dicho fallo, que Nicanor Morillo es autor del cieli-
to de heridas voluntarias que privaron a la víctima, Rafael 
Virgilio García (a) Papasito, de su trabajo personal durante 
más de veinte días, razón por la cual condenó a aquel a las 
expresadas penas de prisión y multa y al pago de las costas 
del procedimiento, de acuerdo con los textos legales trans-
critos; 

Considerando que, en tal virtud, la Corte a-quo no ha 
incurrido en ninguna violación de la Ley susceptible de justi-
ficar la anulación de su fallo y, por lo tanto, procede rechazar 
el recurso de casación a que se contrae la presente sentencia 
y condenar la parte sucumbiente al pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Nicanor Morillo contra sen-
tencia pronunciada, por la Corte de Apelación del Departa-
mento de La Vega, en fecha veinticuatro de enero de mil 
novecientos cuarenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar de la presente, y Segundo: condena a dicho recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejia.--Wiguel Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigail Montás.— Eudaldo .Troncoso de': 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Ral: Castro Rivera.— Leoncio 
Ramos.— Luis Logroño C.— Eng. A. Alvaliz„Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pú-
blica del día, mes y año en él expresados y fuelirmacia, leída y 
publicada por mí, Secretario General, que certitico.—( Fi rmado): 
EUG. A.. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohen, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, 1115 Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
dia veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración, y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Rafael Serra López, empleado, domiciliado y residente en Ciu-
dad Trujillo, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 9377, Serie 1, expedida el 10 de Abril de• 1932, contra 
sentencia correccional de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, hoy de San Cristóbal, de fecha quince de Noviembre 
de mil novecientos treinta y nueve; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-quo el veinticuatro de noviembre de 
mil novecientos treinta y nueve; 

Visto el escrito; en 11 cual se exponen los medios de ca-
sación, remitido por el recurrente, en uso de la facultad que 
le concede el artículo 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Oído el MIgist•ado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado, Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Supre" Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 312 y 316 del Código Civil; 9 de la 
Ley 1051, promulgada el 24 de noviembre de 1928, y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: A), que por querella presentada contra el nombrado 
Rafael Serra López, éste fué sometido, por la vía directa, al 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, Cámara Penal, prevenido del delito de violación a la 
Ley 1051, en perjuicio de su hijo menor José•Enrique, y dicho 
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Juzgado lo condenó, como autor del hecho mencionado, a un 
año de prisión correccional y al pago de las costas; B), que el 
indicado Señor Serra López interpuso, en tiempo hábil, re-
curso de apelación contra el fallo aludido; C), que la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, hoy de San Cristóbal, apodera-
da del caso, conoció del mismo en audiencia pública, en la cual 
el apelante presentó las conclusiones siguientes: «Magistrados: 
Por todos estos motivos y apelando a vuestros sentimientos de 
justicia, concluyo muy respetuosamente pidiendo que os plaz-
ca admitirme como apelante contra la sentencia de la Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo de fecha 22 de Junio del año corrien-
te; revocar dicha sentencia en todas sus partes, y descargarme 
de toda responsabilidad penal en el hecho que se me imputa»; 
D), que en la audiencia que queda señalada, el Ministerio Pú-
blico pidió la confirmación .de la sentencia apelada, y la con-
denación .del recurrente al pago de las costas; E), que la Cor-
te de Apelación en referencia dictó sobre el caso, en fecha 
quince de noviembre de mil novecientos -treinta y nueve, la 
sentencia contra la que se ha recurrido a casación, cuyo dis-
positivo es el siguiente: «Falla: Primero: que debe modificar y 
modifica la sentencia dictada por la Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en sus atribuciones correccionales, de fecha veinti-
dós del mes de junio del año en curso, de la cual sentencia es 
el siguiente dispositivo:— Falla: 1°— El Tribunal rechaza el 
pedimento hecho por Consejo de Defensa, respecto a la desig-
nación de un nuevo perito caligrafO41para que informe sobre 
las dos cartas que obran en •el expediente presentado al Tri-
bunal por el Abogado Defensor del prevenido Rafael Serra 
López;— 2°— Declara al nombrado Rafael Serra López, cu-
yas generales constan, culpable de haber cometido el delito 
de no cumplir con sus obligaciones de padre con su hijo José 
Enrique de dos meses de edad y por consiguiente menor de 
18 años de edad, que tiene procreado con la señora María Ji-
ménez de Serra, su lejítima esposa, la cual cmiltituye una vio-
lación a la Ley Número 1051, de fecha 24 de Noviembre de 
1928, modificada por la ley Número 24. de fecha 18 de noviem-
bre de 1930, y lo condena en consecuencia a sufrir la pena de 
un año de prisión correccional y al pago de las costas;,--- 3°—
Establece la suma de cinco peso moneda de curso legal, men-
sualmente, pagaderos por mensualidades adelantadas, que de-
berá el prfvenido Rafael Serra López pasar a la señora María 
Jiménez de Serra,. como pensión alimenticia para su hijo me-
nor de 18 años de edad, José Enrique, de dos meses de edad, 
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que tiene procreado con dicha señora».— Segundo: que debe 
declarar y declara al referido inculpado Rafael Serra López, de 
generales anotadas, culpable del delito que se le imputa, con-
denándolo a un año de prisión correccional; Tercero: que de-
be fijar y fija en la suma de dos pesos moneda de curso legal 
la pensión alimenticia que deberá pasar el inculpado Rafael 
Serra López, mensualmente, al menor va expresado; conde-
nándolo además, al pago de las costas de ambas instancias»; 

Considerando, que el Señor Rafael Serra López expresa, 
en el acta de declaración dé su recurso, lo que a continuación 
se copia: «Que interpone este recurso por no estar conforme 
con dicha sentencia, y que hará valer sus derechos, por ante 
ese alto Tribunal»; y en escrito dirijido, posteriormente, a la 
Suprema Corte de Justicia, .de acuerdo con el artículo 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, alega que el fallo im-
pugnado ha incurrido en estos vicios: 1°, Violación del articu-
lo 312 del Código Civil; 2°, Violación del articulo 316 del 
Código Civil; 3°, Violación del articulo 9 de la Ley No. 1051; 

Considerando, respecto de los tres medios arriba señala-
dos, los cuales son reunidos por la Suprema Corte de Justicia 
para su examen: que el recurrente alega, en síntesis, para fun-
damentar sus pretensiones, que cuando el artículo 312 del Có-
digo Civil expresa (pie «el hijo concebido durante el matrimo-
nio, se reputa hijo del marido», con ello no sienta una 
presunción legal que no admita la prueba contraria; que si bien 
el artículo 340 del mismo Código, prohibe «la indagación de la 
paternidad», tal texto legal fué derogado, para los fines de la 
Ley 1051, por el artículo 9 de esta última, cuyo texto es como 
sigue: «La investigación de la paternidad queda permitida para 
los fines de esta Ley, y podrá demostrarse por todo género de 
pruebas»; que el artículo 316 del Código Civil en referencia, 
citado por la decisión impugnada, ha sido violado por «im-
procedente aplicación», porque dicho texto legal es «relativo 
única y exclusivamcnte a la acción en desconocimiento, al dis-
poner que: «En los diversos casos en que el marido esté facul-
tado para reclamar, deberá hacerlo precisamente en el térmi-
no de un mes, si se encuentra en el lugar del nacimiento del 
hijo; este térMino se aumentará a dos meses después de su re-
greso, si en esa época hubiese estado ausente; el plazo será 
también de dos meses, contados desde el descubrimiento del 
engaño, si se le hubiese ocultado el nacimiento del hijo»; que, 
consecuentemente, la sentencia que es objeto del presente re-
curso, ha violado los textos legales en éste invocados; pero, 

Considerando, que el artículo 312, citado en primer tér-
mino por el recurrente, crea una presunción de paternidad 

4 . 
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Juzgado lo condenó, como autor del hecho mencionado, a un 
año de prisión correccional y al pago de las costas; B). que el 
indicado Señor Serra López interpuso, en tiempo hábil, re- 
curso de apelación contra el fallo aludido; C), que la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, hoy de San Cristóbal, apodera- 
da del caso, conoció del mismo en audiencia pública, en la cual 
el apelante presentó las conclusiones siguientes: «Magistrados: 
Por todos estos motivos y apelando a vuestros sentimientos cte 
justicia, concluyo muy respetuosamente pidiendo que os plaz-
ca admitirme como apelante contra la sentencia de la Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo de fecha 22 de Junio del año corrien-
te; revocar dicha sentencia en todas sus partes, y descargarme 
de toda responsabilidad penal en el hecho que se me imputa»; 
D), que en la audiencia que queda señalada, el Ministerio Pú-
blico pidió la confirmación .de la sentencia apelada, y la con-
denación'del recurrente al pago de las costas; E), que la Cor- 

. te de Apelación en referencia dictó sobre el caso, en fecha 
quince de noviembre de mil novecientos -treinta y nueve, la 
sentencia contra la que se ha recurrido a casación, cuyo dis-
positivo es el siguiente: «Falla: Primero: que debe modificar y 
modifica la sentencia dictada por la Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en sus atribuciones correccionales, de fecha veinti-
dós del mes de junio del año en curso, de la cual sentencia es 
el siguiente dispositivo:— Falla: 1°— El Tribunal rechaza el 
pedimento hecho por Consejo de Defensa, respecto a la desig-
nación de un nuevo perito calígrafo*para que informe sobre 
las dos cartas que obran en el expediente presentado al Tri-
bunal por el Abogado Defensor del prevenido Rafael Serra 
López;— 2°— Declara al nombrado Rafael Serra López, cu-
yas generales constan, culpable de haber caletido el delito 
de no cumplir con sus obligaciones de padre con su hijo José 
Enrique de dos meses de edad y por consiguiente menor de 
18 años de edad, que tiene procreado con la señora María Ji-
ménez de Serra, su lejítima esposa, la cual coeetituye una vio-
lación a la Ley Número 1031, de fecha 24 de Noviembre de 
1928, modificada por la ley Número 24. de fecha 18 de noviem-
bre de 1930, y lo condena en consecuencia a sufrir la pena de 
un año de prisión correccional y al pago de las costas;— 3°—
Establece la suma de cinco peso moneda de curso legal, men-
sualmente, pagaderos por mensualidades adelantadas, que de-
berá el pprenido Rafael Serra López pasar a la señora María 
Jiménez de Serra,. como pensión alimenticia para su hijo me- 
nor 

 

 de 18 años de edad, José Enrique, de dos meses de edad, 

que tiene procreado con dicha señora».— Segundo: que debe 
declarar y declara al referido inculpado Rafael Serra López, de 
generales anotadas, culpable del delito que se le imputa, con-
denándolo a un año de prisión correccional; Tercero: que de-
be fijIrr y fija en la suma de dos pesos moneda de curso legal 
la pensión alimenticia que deberá pasar el inculpado Rafael 
Serra López, mensualmente, al menor va expresado; conde-
nándolo además, al pago de las costas de ambas instancias»; 

Considerando, que el Señor Rafael Serra López expresa, 
en el acta de declaración de su recurso, lo que a continuación 
se copia: «Que interpone este recurso por no estar conforme 
con dicha sentencia, y que hará valer sus derechos, por ante 
ese alto Tribunal»; y en escrito dirijido, posteriormente, a la 
Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con el artículo 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, alega que el fallo im-
pugnado ha incurrido en estos vicios: 1°, Violación del artícu-
lo 312 del Código Civil; 2°, Violación del artículo 316 del 
código Civil; 3°, Violación del articulo 9 de la Ley No. 1051; 

Considerando, respecto de los tres medios arriba señala-
dos, los cuales son reunidos por la Suprema Corte de Justicia 
para su examen: que el recurrente alega, en síntesis, para fun-
damentar sus pretensiones, que cuando el artículo 312 del Có-
digo Civil expresa que «el hijo concebido durante el matrimo-
nio. se  reputa hijo del marido», con ello no sienta una 
presunción legal que no admita la prueba contraria; que si bien 
el artículo 340 del mismo Código, prohibe «la indagación de la 
paternidad», tal texto legal fué derogado, para los fines de la 
Ley 1051, por el artículo 9 de esta última, cuyo texto es como 
sigue: «La investigación de la paternidad queda permitida para 
los fines de esta Ley, y podrá demostrarse por todo género cte 
pruebas»; que el artículo 316 del Código Civil en referencia, 
citado por la decisión impugnada, ha sido violado por «im-
procedente aplicación», porque dicho texto legal es «relativo 
única y exclusivamcnte a la acción en desconocimiento, al dis-
poner que: «En los diversos casos en que el marido esté facul-
tado para reclamar, deberá hacerlo precisamente en el térmi-
no de un mes, si se encuentra en el lugar del nacimiento del 
hijo; este término se aumentará a dos meses después de su re-
greso, si en esa época hubiese estado ausente; el plazo será 
también de dos meses, contados desde el descubrimiento del 
engaño, si se le hubiese ocultado el nacimiento del hijo»; que, 
consecuentemente, la sentencia que es objeto del presente re-
curso, ha violado los textos legales en éste invocados; pero, 

Considerando, que el artículo 312, citado en primer tér-
mino por el recurrente, crea una presunción de paternidad 
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que afecta al marido, mientras éste no la destruya por los me-
diol que las leyes hayan puesto a su alcance; que la sentencia 
impugnada establece el hecho, no discutido por el recurrente, 
de, que éste es el legítimo esposo de la Señora María Jiménez 
de Serra, madre del niño que se ha tratado de amparar bajo 
las prescripciones de la Ley 1051, y que dicho niño nació du-
rante el matrimonio; que si bien el recurrente aludido alegó, v 
ante la Corte a-quo, «que él no es el padre de dicho menor 
por no haber hecho vida conyugal bajo el mismo techo con la 
agraviada, su esposa», pues «él ha continuado residiendo en 
el hogar paterno y la esposa en la morada de sus padres». la 
Corte no estaba llamada a aceptar semejante alegato, como 
suficiente para destruir la presunción de paternidad ya referida; É 
que ni en las conclusiones del recurrente ante la Corte a-quo, 
transcritas de la decisión impugnada y que sólo fueron sobre 
el fondo, ni en ninguna otra parte de dicha decisión, aparece 
que el recurrente haya pedido ser admitido a emplear algún 
medio de prueba, ni que le hubiera sido rechazada tal hipoté-' 
tica petición; que los términos del dispositivo de la sentencia, 
indican que, en primera instancia, se verificó un examen de 
perito, acerca de dos cartas presentadas por el abogado de 
Rafael Serra López, y lo que se rechazó luego fue una peti-
ción de éste para que se efectuara un segundo examen del 
género aludido; que en las condiciones dichas, y sin que sea 
necesario ponderar el carácter de la presunción establecida 
por el artículo 312 del Código Civil, la presunción menciona-
da pudo servir, como sirvió, de base justificada. al fallo ataca-
do hoy en casación; que. por todo lo expuesto. la  sentencia 
impugnada no ha incurrido en ninguno de los vicios señalados 
en los tres medios del recurso, y tales medios deben ser recha-
zados; 

Considerando, que la sentencia es regular en la forma, y 
no contiene ninguna violación de la ley cuyo carácter obligara 
a la Suprema Corte de Justicia a suscitarla de oficio; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el nombrado Rafael Serra López, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo. hoy de San Cris-

tóbal, de fecha quince de noviembre de mil novecientos treinta 
y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena el recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): .1: Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigail Montás.— Eudaldo Troncase de 
la C.— 1. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 
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Ramos.— Luis Logroño C.— Eug. A. Alvarez, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces -  que figuran en su encabezamiento, en la audiencia públka 
del día, mes y año en el expresados y fue firmada, leída y pu-
blicada por mí. Secretario General, que certifico.—(Fifill -ad0): 
ECG. A. ALVAREZ. 

-•■ ••• 11.- 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia. regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez. Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Colién, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
día veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
años 97° de la Independencia, 77° de la Restauración y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Juan Fermín, mayor de edad, casado, agricultor, doMiciliado 
en Santiago y residente en la común de Guayubín, portador de 
la cédula personal de identidad N°. 2287, Serie 31, contra 
sentencia de la .Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago, de fecha quince de febrero del mil novecientos cuarenta; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de dicha Corte de Apelación, en fecha diez y seis de fe-
brero del mil novecientos cuarenta; 

Oído el Magistrado Juez Relator, 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
• lamen; 

Visto el Memorial contentivo de los medios de casación, 
presentado por el Licenciado Rafael F. Bonnelly, a nombre del 
recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera- 
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que afecta al marido, mientras éste no la destruya por los me-
dios que las leyes hayan puesto a su alcance; que la sentencia 
impugnada establece el hecho, no discutido por el recurrente, 
de que éste es el legítimo esposo de la Señora María Jiménez 
de Serra, madre del niño que se ha tratado de amparar bajo 
las prescripciones de la Ley 1051, y que dicho niño nació du-
rante el matrimonio; que si bien el recurrente aludido alegó, 
ante la Corte a-quo, «que él no es el padre de dicho menor 
por no haber hecho vida conyugal bajo el mismo techo con la 
agraviada, su esposa», pues «él ha continuado residiendo en 
el hogar paterno y la esposa en la morada de sus padres». la 
Corte no estaba llamada a aceptar semejante alegato, como 
suficiente para destruir la presunción de paternidad ya referida; 
que ni en las conclusiones del recurrente ante la Corte a-quo, 
transcritas de la decisión impugnada v que sólo fueron sobre 
el fondo, ni en ninguna otra parte de dicha decisión, aparece 
que el recurrente hava pedido ser admitido a emplear algún 
medio de prueba, ni que le hubiera sido rechazada tal hipoté-' 
tica petición; que los términos del dispositivo de la sentencia, 
indican que, en primera instancia, se verificó un examen de 
perito, acerca de dos cartas presentadas por el abogado de 
Rafael Serra López, y lo que se rechazó luego fue una peti-
ción de éste para que se efectuara un segundo examen del 
género aludido; que en las condiciones dichas, y sin que sea 
necesario ponderar el carácter de la presunción establecida 
por el artículo 312 del Código Civil, la presunción menciona-
da pudo servir, como sirvió, de base justificada. al  fallo ataca-
do hoy en casación; que. por todo lo expuesto, la sentencia 
impugnada no ha incurrido en ninguno de los vicios señalados 
en los tres medios del recurso, y tales medios deben ser recha-
zados; 

Considerando, que la sentencia es regular en la forma, y 
no contiene ninguna violación de la ley cuvo carácter obligara 
a la Suprema Corte de Justicia a suscitarla de oficio; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el nombrado Rafael Serra López, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo. hoy de San Cris-
tóbal, de fecha quince de noviembre de mil novecientos treinta 
y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena el recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigail Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.— .I. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 

Ramos.— Luis Logroño C.— Eug. A. Alvarez, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jye-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia púbilika 
del día, mes y año en el expresados y fue firmada, leída

- 
 pu-

blicada por mí, Secretado General, que certifico.—(Firmado); 
EUG. A. ALVAREZ. 

-•■ • ••4.-- 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corle de Justi-
cia. regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez. Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Colién, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
día veintinueve del mes de Abril del mil novecientos cuarenta, 
años 97° de la Independencia, '77° de la Restauración y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la sentencia siguiente; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Juan Fermín, mayor de edad, casado, agricultor, doMiciliado 
en Santiago y residente en la común de Guayubín, portador de 
la cédula personal de identidad N°. 2287, Serie 31, contra 
sentencia de la .Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago, de fecha quince de febrero del mil novecientos cuarenta; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de dicha Corte de Apelación, en fecha diez y seis de fe-
brero del mil novecientos cuarenta; 

Oído el Magistrado Juez Relator, 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

Visto el Memorial contentivo de los medios de casación, 
presentado por el Licenciado Rafael F. Bonnelly, a nombre del 
recurrente; 

La Suprema Cqrte de Justicia, después de haber delibera- 
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que afecta al marido, mientras éste no la destruya por los me-
dios que las leyes hayan puesto a su alcance; que la sentencia 
impugnada establece el hecho, no discutido por el recurrente, 
de que éste es el legítimo esposo de la Señora María Jiménez 
de Serra, madre del niño que se ha tratado de amparar bajo 
las prescripciones de la Ley 1051, y que dicho niño nació du-
rante el matrimonio; que si bien el recurrente aludido alegó, v'f' 
ante la Corte a-quo, «que él no es el padre de dicho menor 
por no haber hecho vida conyugal bajo el mismo techo con la 
agraviada, su esposa», pues «él ha continuado residiendo en 
el hogar paterno y la esposa en la morada de sus padres». la 
Corte no estaba llamada a aceptar semejante alegato, como 
suficiente para destruir la presunción de paternidad ya referida; 
que ni en las conclusiones del recurrente ante la Corte a-quo, 
transcritas de la decisión impugnada y que sólo fueron sobre 
el fondo, ni en ninguna otra parte de dicha decisión, aparece 
que el recurrente haya pedido ser admitido a emplear algún 
medio de prueba, ni que le hubiera sido rechazada tal hipoté-' , 

 tica petición; que los términos del dispositivo de la sentencia, 
indican que, en primera instancia, se verificó un examen de 
perito, acerca de dos cartas presentadas por el abogado de 
Rafael Serra López, y lo que se rechazó luego fue una peti-
ción de éste para que se efectuara un segundo examen del 
género aludido; que en las condiciones dichas, y sin que sea 
necesario ponderar el carácter de la presunción establecida 
por el artículo 312 del Código Civil, la presunción menciona-
da 

 
 pudo servir, como sirvió, de base justificada, al fallo ataca-

do hoy en casación; que. por todo lo expuesto, la sentencia 
impugnada no ha incurrido en ninguno de los vicios señalados 
en los tres medios del recurso, y tales medios deben ser recha-
zados; 

Considerando, que la sentencia es regular en la forma, y 
no contiene ninguna violación de la ley cuyo carácter obligara 
a la Suprema Corte de Justicia a suscitarla de oficio; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el nombrado Rafael Serra López, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, hoy de San Cris-
tóbal, de fecha quince de noviembre de mil novecientos treinta 
y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena el recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.— Dr. 
T. Franco Franco.— Abigail Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 

Ramos.— Luis Logroño C.— Eug. A. Alvarez, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia púligt a 
del día, mes v ario 

- 
o en el expresados y fue firmada, leída pu-

blicada por mí. Secretario General, que certifico.—(Firmado); 
EL'G. A. ALVAREZ. 

-• •• • 111.- 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Eudaldo 
Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro 
Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 'Domingo, el 
día veintinueve del mes de Abril del mil nolecientos cuarenta, 
años 97° de la Independencia. •77° de la Restauración y 10° de 
la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Juan Fermín, mayor de edad, casado, agricultor, doMiciliado 
en Santiago y residente en la común de Guayubín, portador de 
la cédula personal de identidad N°. 2287, Serie 31, contra 
sentencia de la .Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago, de fecha quince de febrero del mil novecientos cuarenta; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de dicha Corte de Apelación, en fecha diez y seis de fe- 

. brero del mil novecientos cuarenta; 
Oído el Magistrado Juez Relator, 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
- • lamen; 

Visto el Memorial contentivo de los medios de casación, 
presentado por el Licenciado Rafael F. Bonnelly, a- nombre del 
recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibera- 



234 BOLETfN JUDICIAL. BOLETIN JUDICIAL. 	 235 

lo, y vistos los artículos 1°. y 2°. de la Ley 483; 154, 155, 156, 
189 y 194 del Código de Procedimiento Criminal, 1°. y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en - la sentencia impugnada figuran los 
siguientes hechos: a), que en fecha quince de enero de mil no-
vecientos cuarenta, el Primer Teniente de la Policía Nacional, 
Cristino E. Gómez, Comandante del Destacamento de Monte 
Cristy, sometió a la acción de la justicia al nombrado Juan 
Fermín, de generales ya dichas, prevenido de haber cometido 
el delito de propagandas subversivas contra el Estado; b), que 
sometido, por vía directa el caso por el Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de Monte Cristy, en fecha diez y siete de ene-
ro, el Juzgado de lo Correccional de ese Distrito Judicial dictó 
sentencia contradictoria, por la que condenó al prevenido a 
sufrir la pena de tres meses de prisión correccional, al pago 
de una multa de cincuenta pesos y a las costas, por el delito 
de proferir «expresiones que se consideran informaciones de 
carácter injurioso para los Poderes Públicos y denigrantes para 
la presente Administración del Estado»; c), que, inconforme 
con esta sentencia, el procesado interpuso, en tiempo hábil, 
formal recurso de apelación, el que fué resuelto por de-
cisión de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha quince 
de febrero del año en curso, cuyo dispositivo dice así: «Falla: 
1°.—Que debe confirmar y confirma la sentencia apelada, dic-
tada en fecha diez y siete de enero del año en curso por el 
Juzgado de Primera Instancia' del Distrito Judicial de Monte 
Cristy, en lo que se refiere a la pena, Y EN CONSECUENCIA: 
debe declarar y declara al nombrado Juan Fermín, de genera-
les anotadas, convicto de, haciéndose eco de rumores fa'sos, 
haber suministrado a otras personas informaciones de carácter 
injurioso para los Poderes -de la República y denigrantes para 
la Administración del Estado, y autor del delito contra la paz 
pública y el orden del Estado; condenándolo a sufrir la pena 
de tres meses de prisión correccional, al pago de una multa de 
cincuenta pesos y al pago de las costas procesales; hecho pre-
visto y sancionado por la Ley N°. 483, de fecha 6 de abril 
de 1933; 2°.—Que debe condenar y condena, además, al in-
culpado Juan Fermín al pago de las costas de esta alzada»; 

Considerando; que no conforme con este fallo, el procesa-
do Fermín, previo depósito de la fianza a que se refiere la Ley 
1426, en fecha diez y seis de febrero del año en curso (1940); 
(al día siguiente de la condenación), interpuso recurso de ca-
sación contra dicho fallo, y en el acta levantada al efecto ex-
puso que lo hace por «no estar conforme» con el supradicho 
fallo, y, por los demás motivos que oportunamente invocará 

ante la Suprema Corte de Justicia en memorial correspondien-
te; que en el memorial mencionado, depositado en la Secreta-
ría General de esta Corte, fechado el diei de abril del año en 
curso, y suscrito por el Licenciado Rafael F. Bonnelly, dicto 
procesado Fermín pide la casación de la sentencia impugnada, 
por violación de los artículos 154, 155 y 189 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y la ley 483, de fecha 6 de abril de 1933; 

Considerando, que el recurrente alega que la sentencia 
impugnada incurrió en los vicios por aquél señalados, porque 
«el testimonio .fué el único medio de prueba aportado por el 
'Ministerio Público para establecer el delito que se imputa a 
Juan Fermín»; porque. según éSte, examinando el testimonio 
que se produjo en la causa y los documentoS que integran el 

• expediente, se advierte que en modo alguno quedó demostrado 
que Juan Fermín tuviera conocimiento de que la reunión de 
Villa Isabel había sido convocada por el Gobernador de la 
Provincia de Monte Cristy»; porque «admitiendo hipotética-
mente que las expresiones que se atribuyen al recurrente tie-
nen un carácter injurioso, para que constituyeran el delito que 
sanciona la Ley N°. 483, era indispensable que Juan Fermín, 
en el momento de proferirlas, supiera que la reunión de Villa 
Isabel había sido promovida por el Gobernador de Monte Cris-

* ty». y porque, no habiendo sido hecha tal prueba, según el re-
currente, éste debió ser. descargado; pero, 

Considerando, que el artículo 189 del Código de Procedi-
miento Criminal, lo que dispone es que «se liará la prueba (le 
los delitos correccionales de la manera prevista por los artícu-
los 154, 155 y 156, concernientes a las contravenciones de sim-
ple policía»; que el artículo 154 del mismo Código expresa que 
«las contravenciones se comprobarán por medio de actas o 
relatos, o por testigos a falta de aquéllos, o para robustecer-
los»; que el artículo 155 se refiere al juramento que deben 
prestar los testigos; y el 156, a la prohibición de llamar como 
testigos a «los ascendientes, descendientes,. hermanos del pro-
cesado y sus afines en el mismo grado» o «su cónyuge», y a la 
nulidad que de ello pudiere resultar, si a tal llamamiento se 
hubieren opuesto «el ministerio público, la parte civil o el proce-
sado»; que el examen del acta de audiencia de la Corte a-quo, 
evidencia que la prueba del hecho se hizo por declaraciones 
testimoniales; que el único testigo que compareció ante dicha 
Corte declaró «no ser pariente, aliado ni asalariado».del preve-
nido, y «prestó juramento de decir toda la verdad y nada más 
que la verdad»; y que respecto de los testigos no comparecien-
tes, la Corte se limitó a hacer leer sus declaraciones, como se 
lo permitía el artículo 14 de la Ley 1014, publicada en la Gace- 
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y vistos los artículos 1°. y 2°. de la Ley 483; 154, 155, 156, 
189 y 194 del Código de Procedimiento Criminal, P. y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada figuran los 
siguientes hechos: a), que en fecha quince cte enero de mil no-
vecientos cuarenta, el Primer Teniente de la Policía Nacional, 
Cristino E. Gómez, Comandante del Destacamento de Monte 
Cristy, sometió a la acción de la justicia al nombrado Juan 
Fermín, de generales ya dichas, prevenido de haber cometido 
el delito lie propagandas subversivas contra el Estado; b), que 
sometido, por vía directa el caso por el Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de Monte Cristy, en fecha diez y siete de ene-
ro, el Juzgado de lo Correccional de ese Distrito Judicial dictó 
sentencia contradictoria, por la que condenó al prevenido a 
sufrir la pena de tres meses de prisión correccional, al pago 
de una multa de cincuenta pesos y a las costas, por el delito 
de proferir «expresiones que se consideran informaciones de 
carácter injurioso para los Poderes Públicos y denigrantes para 
la presente Administración del Estado»; c), que, inconforme 
con esta sentencia, el procesado interpuso, en tiempo hábil, 
formal recurso de apelación, el que fué resuelto por de-
cisión de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha quince 
de febrero del año en curso, cuyo dispositivo dice así: «Falla: 
1°.—Que debe confirmar y confirma la sentencia apelada, dic-
tada en fecha diez y siete de enero del año en curso por el 
Juzgado de Primera Instancia' del Distrito Judicial de Monte 
Cristy, en lo que se refiere a la pena. Y EN CONSECUENCIA: 
debe declarar y declara al nombrado Juan Fermín, de genera-
les anotadas, convicto de, haciéndose eco de rumores falsos, 
haber suministrado a otras personas informaciones de carácter 
injurioso para los Poderes de la República y denigrantes para 
la Administración del Estado, y autor del delito contra la paz 
pública y el orden del Estado; condenándolo a sufrir la pena 
de tres meses de prisión correccional, al pago de una multa de 
cincuenta pesos v al pago de las costas procesales; hecho pre-
visto y sancionado por la Ley N°. 483, de fecha 6 cte abril 
de 1933; 2°.—Que debe condenar y condena, además, al in-
culpado Juan Fermín al pago de las costas de esta alzada»; 

Considerando; que no conforme con este fallo, el procesa-
do Fermín, previo depósito de la fianza a que se refiere la Ley 
1426, en fecha diez y seis de febrero del año en curso (1940), 
(al día siguiente de la condenación), interpuso recurso de ca-
sación contra dicho fallo, y en el acta levantada al efecto ex-
puso que lo hace por «no estar conforme» con el supradicho 
fallo, y, por los demás motivos que oportunamente invocará  

ante la Suprema Corte de Justicia en memorial correspondien-
te; que en el memorial mencionado, depositado en la Secreta-
ría General de esta Corte, fechado el diei de abril del año en 
curso, y suscrito por el Licenciado Rafael F. Bonnelly, dicta 
procesado Fermín pide la casación de la sentencia impugnada, 
por violación de los artículos. 154, 155 y 189 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y la ley 483, de fecha 6 de abril de 1933; 

Considerando, que el recurrente alega que la sentencia 
impugnada incurrió en los vicios por aquél señalados, porque 
«el testimonio fué el único medio cte prueba aportado por el 
'Ministerio Público para establecer el cielito que se imputa a 
Juan Fermín»; porque. según éste, examinando el testimonio 
que se produjo en la causa y los documentoS que integran el 
expediente, se advierte que en modo alguno quedó demostrado 
que Juan Fermín tuviera conocimiento de que la reunión de 
Villa Isabel había sido convocada por el Gobernador de la 
Provincia de Monte Cristy»; porque «admitiendo hipotética-
mente que las expresiones que se atribuyen al recurrente tie-
nen un carácter injurioso, para que constituyeran el delito que 
sanciona la Ley N°. 483, era indispensable que Juan Fermín, 
en el momento de proferirlas, supiera que la reunión de Villa 
Isabel había sido promovida por el Gobernador de Monte Cris-
ty», y porque, no habiendo sido hecha tal prueba, según el re-
currente, éste debió ser descargado; pero, 

Considerando, que el artículo 189 del Código de Procedi-
miento Criminal, lo que dispone es que «se hará la prueba de 
los delitos correccionales de la manera prevista por los artícu-
los 154, 155 y 156, concernientes a las contravenciones de sim-
ple policía»; que el artículo 154 del mismo Código expresa que 
«las contravenciones se comprobarán por medio de actas o 
relatos, o por testigos a falta de aquéllos, o para robustecer-
los»; que el artículo 155 se refiere al juramento que deben 
prestar los testigos; y el 156, a la prohibición de llamar como 
testigos a «los ascendientes, descendientes,. hermanos del pro-
cesado y sus afines en el mismo grado» o «su cónyuge», y a la 
nulidad que de ello pudiere resultar, si a tal llamamiento se 
hubieren opuesto «el ministerio público, la parte civil o el proce-
sado»; que el examen del acta de audiencia de la Corte ,a-quo, 
evidencia que la prueba del hecho se hizo por declaraciones 
testimoniales; que el único testigo que compareció ante dicha 
Corte declaró «no ser pariente, aliado ni asalariado» del preve-
nido, y «prestó juramento de decir toda la verdad y nada más 
que la verdad»; y que respecto de los testigos no comparecien-
tes, la Corte se limitó a hacer leer sus declaraciones, como se 
lo permitía el artículo 14 de la Ley 1014, publicada en la Gace- 
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ta Oficial N°. 4840; que el acta de audiencia del Juzgado que 
había conocido del caso en primera instancia, pone de mani-
tiqkto que los testigos cuyas declaraciones fueron leídas ante la 
(Ate, habían prestado, ante el Juzgado en referencia. el jura-
mento de ley, no eran parientes del prevenido ni hubo oposi-
ción alguna a que fueran oídos; que por todo lo dicho, los tex-
tos del Código de Procedimiento Criminal invocados por el 
recurrente, en lugar de ser violados como éste pretende, fueron 
observados en sus prescripciones; 

Considerando, respecto de la alegada violación de la Ley 
N°. 483, porque, según el recurrente, no se establecieron los 
elementos necesarios para que se considerara cometido el de-
lito, previsto por dicha ley, por el cual se le condenó, de aten-
tar «contra la paz pública y el orden del Estado» por suminis-
trar a otras personas informaciones de caracter injurioso para 
los Poderes de la República v denigrantes para la Administra-
ción del Estado: que, de m )do contrario a tal alegación, la 
decisión que es objeto del presente recurso. establece la exis-
tencia de todos los elementos del delito por el cual estaba pre-
venido el recurrente; que, especialmente, en la cuarta consi-
deración del fallo mencionado, se expresa, como resultado de 
la instrucción plenaria, que el inculpado Fermín tenía «cono-
cimiento de que se iba a celebrar una reunión de agricultores 
en Villa Isabel. promovida por el Gobernador de la Provincia 
de Monte Cristi» y había expresado, a las personas que figu-
raron como testigos. «que en esa reunión se iba a proceder a 
quitarle la tierra a los agricultores dominicanos para entregar-
la a los judíos», haciéndose «eco de un falso rumor»; que tal 
información, suministrada a las personas aludidas, según 'se ha 
indicado, eran «de carácter injurioso para los Poderes de la 
República y denigrantes para la Administración del Estado», 
porque atribuían «a los Poderes de la República, representados 
allí por el gobernador de la Provincia, un hecho que envuelve 
una afrenta, y que 'como consecuencia es a la vez denigrante 
para la Administración del Estado, como persona moral, re-
presentada por el Gobernador, que según el rumor falso, iba 
a cometer tal acción vituperable»; 

Considerando, que las comprobaciones de hechos, realiza-
das por los jueces del fondo, escapan a la censura de la juris-
dicción de casación, de acuerdo con el artículo 1°. de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; que establecido, como fué, 
que el prevenido había cometido uno de los delitos previstos 
en la Ley 483, y habiéndose aplicado la pena señalada en dicha 
ley, ésta, lejos de ser violada, fué objeto de una aplicación co- 
rrecta; 

Considerando, que la decisión atacada es regular en la 
forma, y para dictarla se llenaron todos los requisitos legales; 

Por tales motivosePrimero: rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el . nombrado Juan Fermín, contra sentenciaode 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
quince de febrero de mil novecientos cuarenta, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y condena 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): — J. Tomás Mejía.— ¡vilque/ Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco. — Abigail Montás. —Eudaldo Troncoso 
de la C.—J. Vidal Veltizguez.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio 
Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fué firmada, leída y pu-
blicada por mí, Secretario General, que certifico.(Firmado): 
EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Jaime 
Vidal Velázquez, Rafael Castro Rivera y Luis Logroño Cohén, 
asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el dia treinta del mes de Abril del mil novecientos 
cuarenta, año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración 
y 10° de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Virgilio Pimentel, mayor de edad, casado, de profesión nego-
ciante, domiciliado en la común de Baní, portador de la cédula 
personal de identidad número 1905. Serie 1, contra sentencia 
correccional de la Corte de Apelación de Santo Domingo, hoy 
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ta Oficial N°. 4840; que el acta de audiencia del Juzgado que -
había conocido del caso en primera instancia, pone de mani-
tikikto que los testigos cuyas declaraciones fueron leídas ante la 
Coirte, habían prestado, ante el Juzgado en referencia. el jura-
mento de ley, no eran parientes del prevenido ni hubo oposi-
ción alguna a que fueran oídos; que por todo lo dicho, los tex-
tos del Código de Procedimiento Criminal invocados por el 
recurrente, en lugar de ser violados como éste pretende, fueron 
observados en sus prescripciones; 

Considerando, respecto de la alegada violación de la Ley 
N°. 483, porque, según el recurrente, no se establecieron los 
elementos necesarios para que se considerara cometido el de-
lito, previsto por dicha ley, por el cual se le condenó, de aten-
tar «contra la paz pública y el orden del Estado» por suminis-
trar a otras personas informaciones de caracter injurioso para 
los Poderes de la República y denigrantes para la Administra-
ción del Estado: que, de m ido contrario a tal alegación, la 
decisión que es objeto del presente recurso. establece la exis-
tencia de todos los elementos del delito por el cual estaba pre-
venido el recurrente; que, especialmente, en la cuarta consi-
deración del fallo mencionado, se expresa. como resultado de 
la instrucción plenaria, que el inculpado Fermín tenía «cono-
cimiento de que se iba a celebrar una reunión de agricultores 
en Villa Isabel. promovida por el Gobernador de la Provincia 
de Monte Cristi» y había expresado, a las personas que figu-
raron como testigos. «que en esa reunión se iba a proceder a 
quitarle la tierra a los agricultores dominicanos para entregar-
la a los judíos», haciéndose «eco de un falso rumor»; que tal 
información, suministrada a las personas aludidas, según Se ha 
indicado, eran «de carácter injurioso para los Poderes de la 
República y denigrantes para la Administración del Estado», 
porque atribuían «a los Poderes de la República, representados 
allí por el gobernador de la Provincia, un hecho que envuelve 
una afrenta. y que como consecuencia es a la vez denigrante 
para la Administración del Estado, como persona moral, re-
presentada por el Gobernador, que según el rumor falso, iba 
a cometer tal acción vituperable»; 

Considerando, que las comprobaciones de hechos, realiza-
das por los jueces del fondo, escapan a la censura de la juris-
dicción de casación, de acuerdo con el artículo 1°. de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; que establecido, como fué, 
que el prevenido había cometido uno de los delitos previstos 
en la Ley 483, y habiéndose aplicado la pena señalada en dicha 
ley, ésta, lejos de ser violada, fué objeto de una aplicación co-
rrecta; 

Considerando, que la decisión atacada es regular en la 
forma, y para dictarla se llenaron todos los requisitos legales; 

Por tales motivos«Primero: rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el . nombrado Juan Fermín, contra sentenciNde 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
quince de febrero de mil novecientos cuarenta, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y condena 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): — J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco. — Abigail Montás. —Eudaldo Troncos() 
de la C.—J. Vidal Velázquez.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio 
Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fué firmada, leída y pu-
blicada por mí, Secretario General, que certitico.-(Firmado): 
EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Jaime 
Vidal Velázquez ;  Rafael Castro Rivera y Luis Logroño Cohen, 
asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el dia treinta del mes de Abril del mil novecientos 
cuarenta, año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración 
y 10° de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Virgilio Pimentel, mayor de edad, casado, de profesión nego-
ciante, domiciliado en la común de Baní, portador de la cédula 
personal (le identidad número 1905, Serie 1, contra sentencia 
correccional de la Corte de Apelación de Santo Domingo, hoy 
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ta Oficial N°. 4840; que el acta de audiencia del Juzgado que 
había conocido del caso en primera instancia, pone de mani-
tiq-00 que los testigos cuyas declaraciones fueron leídas ante la 
Carrte, habían prestado, ante el Juzgado en referencia. el jura-
mento de ley, no eran parientes del prevenido ni hubo oposi-
ción alguna a que fueran oídos; que por todo lo dicho, los tex-
tos del Código de Procedimiento Criminal invocados por el 
recurrente, en lugar de ser violados como éste pretende, fueron 
observados en sus prescripciones; 

Considerando, respecto de la alegada violación de la Ley 
N°. 483, porque, según el recurrente, no se establecieron los 
elementos necesarios para que se considerara cometido el de-
lito, previsto por dicha ley, por el cual se le condenó, de aten- . 
tar «contra la paz pública y el orden del Estado» por suminis-
trar a otras personas informaciones de caracter injurioso para 
los Poderes de la República v denigrantes para la Administra-
ción del Estado: que, de m )do contrario a tal alegación. la  
decisión que es objeto del presente recurso. establece la exis-
tencia de todos los elementos del delito por el cual estaba pre-
venido el recurrente; que, especialmente, en la cuarta consi-
deración del fallo mencionado, se expresa. como resultado de 
la instrucción plenaria, que el inculpado Fermín tenía «cono-
cimiento de que se iba a celebrar una reunión de agricultores 
en Villa Isabel. promovida por el Gobernador de la Provincia 
de Monte Cristi» y había expresado, a las personas que figu-
raron como testigos. «que en esa reunión se iba a proceder a 
quitarle la tierra a los agricultores dominicanos para entregar-
la a los judíos», haciéndose «eco de un falso rumor»; que tal 
información, suministrada a las personas aludidas, según se ha 
indicado, eran «de carácter injurioso para los Poderes de la 
República y denigrantes para la Administración del Estado», 
porque atribuían «a los Poderes de la República, representados 
allí por el gobernador de la Provincia, un hecho que envuelve 
una afrenta, y que 'como consecuencia es a la vez denigrante 
para la Administración del Estado, como persona moral, re-
presentada por el Gobernador, que según el rumor falso, iba 
a cometer tal acción vituperable»; 

Considerando, que las comprobaciones de hechos, -  realiza-
das por los jueces del fondo, escapan a la censura de la juris-
dicción de casación, de acuerdo con el artículo 1°. de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; que establecido, como fué, 
que el prevenido había cometido uno de los delitos previstos 
en la Ley 483, y habiéndose aplicado la pena señalada en dicha 
ley, ésta, lejos de ser violada, fué objeto de una aplicación co- 
rrecta; 

Considerando, que la decisión atacada es regular en la 
forma, y para dictarla se llenaron todos los requisitos legales; 

Por tales motivos«Primero: rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el . nombrado Juan Fermín, contra sentencialde 
la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
quince de febrero de mil novecientos cuarenta, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y condena 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): — J. Tomás Mejia.— Miguel Ricardo R.-
Dr. T. Franco Franco. — Abigail Montás. —Eudaldo Troncoso 
de la C.—J. Vidal Velázquez.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio 
Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fué firmada, leída y pu-
blicada por mí, Secretario General, que certifico.(Firmado): 
EUG. A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Miguel Ricardo Román, Primer Sus-
tituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segundo 
Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, Jaime 
Vidal Velázquez ;  Rafael Castro Rivera y Luis Logroño Cohén, 
asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el dia treinta del mes de Abril del mil novecientos 
cuarenta, año 97° de la Independencia, 77° de la Restauración 
y 10° de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombrado 
Virgilio Pimentel, mayor de edad, casado, de profesión nego-
ciante, domiciliado en la común de Banf, portador de la cédula 
personal de identidad número 1905, Serie 1, contra sentencia 
correccional de la Corte de Apelación de Santo Domingo, hoy 



de San Cristóbal, de fecha treinta de Noviembre de mil nove-
cientos treinta y nueve; 

Vista el acta de declaración del 'recurso, levantada, el 
cuatro de Diciembre de mil novecientos treinta y nueve, en la 
Secretaría de la Corte mencionada; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos lo. y 17 de la Ley 385, sobre Ac-
cidentes del Trabajo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la decisión impugnada consta lo 
siguiente: A), que por sentencia 'd'el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de la Provincia Trujillo, dicrada, en 
atribuciones correccionales, el treinta y uno de Julio de mil 
novecientos treinta y nueve, el recurrente Pimentel fué conde-
nado a pagar una multa de cien pesos y las costas. por el 
delito de violación a la Ley 385 sobre Accidentes del Trabajo, 
del cual había sitio inculpado; B), que contra dicho fallo inter-
puso, en tiempo hábil, recurso de apelación el condenado; 
C), que la Corte de Apelación de Santo Domingo. apoderada 
del caso y previos los procedimientos y formalidades legales, 
confirmó, el fallo en referencia, por su decisión de fecha 
treinta de Noviembre del mil novecientos treinta y nueve, 
contra la cual se ha recurrido á casación, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: «Falla: Primero: que debe confirmar y 
confirma la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de la Provincia Trujillo, en sus 
atribuciones correccionales, de fecha treinta y uno del mes 
de Julio del año en curso, cuyo dispositivo dice así:—«Falla: 
10.—que debe declarar y declara al nombrado Virgilio Pimen-
tel, de generales anotadas, convicto del delito de violación al 
artículo primero de la Ley 385 sobre Accidentes del Trabajo, 
y, en consecuencia. debe condenarlo y lo condena a una multa 
de cien ($100.00) moneda de curso legal, por el mencionado 
delito; y 2o.—que debe condenarlo y lo condena, además, al 
pago de las costas»;—Segundo: que debe condenar y condena 
asimismo, al referido inculpado al pago de las costas de esta 

- alzada»; 
Considerando, que en el acta al efecto levantada. el re-

currente expone «que interpone este recurso por violación al 
artículo Primero de la Ley Num. 385. y por haber aplicado. 
disposiciones de un reglamento que está en contradicción con 
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el espíritu o la letra de la misma Le y , bajo reserva de otros 
motivos»; pero, que el recurrente no ha expuesto los motivos 
que dijo haberse reservado, ni ha presentado desarrollo al-
guno de 19s mencionados en la declaración de su recurso; 

Considerando, que el examen de la correspondiente acta 
de declaración y de las conclusiones presentadas antela Corte 
a-quo, las cuales, éstas últimas, figuran copiadas en el fallo 
que es objeto del presente recurso, evidencia que los alegatos 
del recurrente pueden resumirse-en estos puntos: lo, que las 
prescripciones del artículo lo. de la Ley 385, no abarcan los 
dos empleados que tiene en su oficina, porque éstos son sim-
ples oficinistas, y no obreros que ejecutan un trabajo manual; 
2o, que en el caso de que pudieran ser considerados como 
comprendidos en las previsiones de la ley. «no deben sumarse 
al obrero que tiene empleado el Sr. Pimentel en un estableci-
miento completamente aparte, situado como a un kilómetro 
de dicha oficina, en la ciudad de Baní, para atender a una 
máquina descascaradora de café, puesto que la oficina y la ca-
sa de máquina para preparar café, del Sr. Pimentel son dos 
organizaciones completamente distintas»; 3o, que de acuerdo 
con la ley, «todo patrono está obligado a contratar tantas po-
lizas de seguro como establecimientos o talleres tuviere en 
edificios diferentes o- lugares distintos del territorio nacional, 
desde el momento en que emplee tres o mas de tres obreros, 
excluyendo a sus familiares», y los tres empleados del recurren-
te estaban distribuidos en dos establecimientos distintos; 4o, 
que la sentencia no aplicó la ley, sino un reglamento que, se 
pretende, le era contrario; 

Considerando, respecto de los puntos primero y cuarto: 
que aún cuando el artículo lo. de la Ley 385 emplee las pala-
bras trabajo manual, al decir, que «para los fines de esta Ley, 
se entiende por obrero, trabajador o empleado todo el que 
ejecute un trabajo manual fuera de su propia casa, por cuenta 
ajena, con remuneración o sin ella, en virtud de un contrato 
verbal o escrito, exceptuando aquellas personas ocupadas en 
las faenas domésticas», el examen del texto íntegro del men-
cionado artículo así como el de las demás disposiciones de la 
misma ley; el de los antecedentes de ésta; el del reglamento 
citado por el recurrente, y el de las piezas del expediente a las 
cuales el fallo. en ciertos casos se remite, llevan a establecer 
lo siguiente: a), que el objeto primordial de la ley en referen-
cia es llenar una necesidad de orden social, que requiere am-
parar los «trabajadores y empleados» contra los riesgos de 
'accidentes «causados por cualquier acto o desempeño inhe-
ente a su trabajo o empleo, siempre que tales accidentes 
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de San Cristóbal, de fecha treinta de Noviembre de mil nove-
cientos treinta y nueve; 

Vista el acta de declaración del iecurso, levantada, el 
cuatro de Diciembre de mil novecientos treinta y nueve, en la 
Secretaría de la Corte mencionada; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos lo. y 17 de la Ley 385, sobre Ac-
cidentes del Trabajo, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la decisión impugnada consta lo 
siguiente: A), que por sentencia 'd'el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de la Provincia Trujillo, dictlida, en 
atribuciones correccionales, el treinta y uno de Julio de mil 
novecientos treinta y nueve, el recurrente Pimentel fué conde-
nado a pagar una multa de cien pesos y las costas, por el 
delito de violación a la Ley 385 sobre Accidentes del Trabajo, 
del cual había sido inculpado; B), que contra dicho fallo inter-
puso, en tiempo hábil, recurso de apelación el condenado; 
C), que la Corte de Apelación de Santo Domingo, apoderada 
del caso y previos los procedimientos y formalidades legales. 
confirmó, el fallo en referencia, por su decisión de fecha 
treinta de Noviembre del mil novecientos treinta y nueve, 
contra la cual se ha recurrido a casación, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: «Falla: Primero: que debe confirmar y 
confirma la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de la Provincia Trujillo, en sus 
atribuciones correccionales. de fecha treinta y uno del mes 
de Julio del año en curso, cuyo dispositivo dice así:—«Falla: 
10.—que debe declarar y declara al nombrado Virgilio Pimen-
tel, de generales anotadas, convicto del delito de violación al 
artículo primero de la Ley 385 sobre Accidentes del Trabajo, 
y, en consecuencia, debe condenarlo y lo condena a una multa 
de cien ($100.00) moneda de curso legal, por el mencionado 
delito; y 2o.—que debe condenarlo y lo condena, además, al 
pago de las costas»;—Segundo: que debe condenar y condena 
asimismo, al referido inculpado al pago de las costas de esta 
alzada»; 

Considerando, que en el acta al efecto levantada, el re-
currente expone «que interpone este recurso por violación al 
artículo Primero de la Ley Num. 385, y por. haber aplicado. 
disposiciones de un reglamento que está en contradicción con  

el espíritu o la letra de la misma Ley, bajo reserva de otros 
motivos»; pero, que el recurrente no ha expuesto los motivos 
que dijo haberse reservado, ni ha presentado desarrollo al-
guno de los mencionados en la declaración de su recurso; 

Considerando, que el examen de la correspondiente acta 
de declamación y de las conclusiones presentadas ante. la  Corte 
a-quo, las cuales, éstas últimas, figuran copiadas en el fallo 
que es objeto del presente recurso, evidencia que los alegatos 
del recurrente pueden resumirse en estos puntos: lo, que las 
prescripciones del artículo lo. de la Ley 385, no abarcan los 
dos empleados que tiene en su oficina, porque éstos son sim-
ples oficinistas, y no obreros que ejecutan un trabajo manual; 
2o, que en el caso de que pudieran ser considerados como 
comprendidos en las previsiones de la ley. «no deben sumarse 
al obrero que tiene empleado el Sr. Pimentel en un estableci-
miento completamente aparte, situado como a un kilómetro 
de dicha oficina, en la ciudad de Baní, para atender a una 
máquina descascaradora de café, puesto que la oficina y la ca-
sa de máquina para preparar café, del Sr. Pimentel son dos 
organizaciones completamente distintas»; 3o, que de acuerdo 
con la ley. «todo patrono está obligado a contratar tantas po-
lizas de seguro como establecimientos o talleres tuviere en 
edificios diferentes o- lugares distintos del territorio nacional, 
desde el momento en que emplee tres o mas de tres obreros, 
excluyendo a sus familiares», y los tres empleados del recurren-
te estaban distribuidos en dos establecimientos distintos; 4o, 
que la sentencia no aplicó la ley, sino un reglamento que, se 
pretende, le era contrario; 

Considerando, respecto de los puntos primero y cuarto: 
que aún cuando el artículo lo. de la Ley 385 emplee las pala-
bras trabajo manual, al decir, que «para los fines de esta Ley, 
se entiende por obrero, trabajador o empleado todo el que 
ejecute un trabajo manual fuera de su propia casa, por cuenta 
ajena, con remuneración o sin ella, en virtud de un contrato 
verbal o escrito, exceptuando aquellas personas ocupadas en 
las faenas domésticas», el examen del texto íntegro del men-
cionado artículo así como el de las demás disposiciones de la 
misma ley; el de los antecedentes de ésta; el del reglamento 
citado por el recurrente, y el de las piezas del expediente a las 
cuales el fallo, en ciertos casos se remite, llevan a establecer 
lo siguiente: a), que el objeto primordial de la ley en referen-
cia es llenar una necesidad de orden social, que requiere am-
parar los «trabajadores y empleados» contra los riesgos de 
accidentes «causados por cualquier acto o desempeño inhe-
rente a su trabajo o empleo, siempre que tales accidentes 
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ocurran dentro del curso de tal trabajo o empleo», y sería 
contraria a dicho objeto perseguido, una interpretación que 
condujera a excluir de todo amparo a determinado género de 
trabajadores sujetos a los mismos riesgos, sin que esa exclu-
sión estuviera pronunciada, de un modo oue no diera lugar a 
dudas, por la lev; B), que si sólo existiera la primera parte 
del repetido artículo primero, esto es, la que termina en el 
primer punto ortográfico, resultaría que, al haber usado la 
ley, en su disposición ya aludida, los términos «trabajo o em-
pleo»• como equivalentes, y al hacer pesar, más adelante, so-
bre el «patrono» diversas obligaciones, el sentido estricto de 
tales términos podría originar dudas acerca de si trabajos 
accidentales, no concernientes a alguna empresa agrícola, 
i idustrial, comercial o de construción, estaban comprendidos 
en las previsiones legales, y si igualmente lo estaba, como pa-
trono, cualquier persona. física o moral, por cuyo encargo 
fueran ejecutados esos trabajos, aunque quienes realizaran 
éstos no pudieran ser considerados, ordinariamente, como 
empleados de quienes les hubiesen dado el encargo, ni los 
últimos como patronos de aquellos; C), que al quererse que 
los efectos de la ley abarcaran esos trabajos y esas personas. 
y que no hubiese vacilaciones de comprensión sobre ello, fué 
necesario extender expresamente el radio. de aplicación de la 
primera parte del artículo lo., para que alcanzara, como a 
«obrero, trabajador o empleado ►  a «todo el que ejecute un 
trabajo manual» (y se debe tener presente que esta última 
palabra no se usa únicamente para lo que se hace con la 
mano) «fuera de su propia casa, por cuenta ajena, con remu-
neración o sin ella, en virtud de un contrato verbal o escrito, 
exceptuando aquellas personas ocupadas en las faenas domés-
ticas»; y como «patrono» a «toda persona natural, sociedad o 
corporación o compañía, dueña de la obra, explotación o 
industria donde el trabajo se preste»; D). que lo que queda 
expuesto significa, dentro de los propósitos y del espíritu de la 
ley, a cuya cabal comprensión no podría llegarse tomando, 
aisladamente, la expresión literal de una parte de ella, que 
tanto el párrafo «para los fines de esta Ley, se entiende por 
obrero, trabajador o empleado todo el que ejecute un traba-
jo manual fuera de su propia casa, por cuenta ajena, con re-
muneración o sin ella, en virtud de un contrato verbal o escri-
to» etc., como las expresiones «por patrono toda persona 
natural, sociedad o corporación o compañía, dueña de la obra, 
explotación o industria donde el trabajo se preste», no tienen 
el sentido de definiciones limitativas, sino que obedecen al 
propósito de que no se consideren fuera del círculo de la ley 

ninguno de los casos así aludidos; que lo contrario, conduci-
ría a desvirtuar por completo el objeto de la ley, prescindien-
do, arbitrariamente, de la correlación de sus diversas partes, 
y del espíritu 'que la anima; que hoy, cuando el adelanto de 
las maquinarias modernas permite que en la labor de éstas 
intervenga poco. y a veces en nada intervenga, la mano del 
hombre que vigile su funcionamiento, la interpretación que 
del texto legal hace el recurrente, dejaría sin amparo a quie-
nes ese texto se propuso amparar; E), que para los fines de 
la Lev 385, no es admisible establecer distinciones —que no 
estarían de acuerdo con el hecho de que todos los trabajado-
res estén afectados por riesgos de los cuales sea preciso ase-
gurarlos— entre los dedicados a una faena puramente manual, 
y quienes los vijilen, como capataces verbigracia, o lleven las 
Cuentas de la labor rendida v de la remuneración que, conse-
cuentemente. les corresponda, o practiquen diligencias nece-
sarias para el negocio del patrono, pues sin todo ello no fun-
cionaría tal negocio; que los contables, por ejemplo, llevan la 
cuenta de realidades existentes, con las que tiene estrecha 
relación su labor, y ello sería realizado por cualquiera otra 
persona, sin que tales realidades consignadas variasen; F), 
que las disposiciones subsiguientes del mismo artículo lo., de 
la Ley 385, confirman que el sentido de ésta es el que queda 
expresado, cuando, al decir que «el Gobierno NaCional, Pro-
vincial y Municipal y las instituciones de sus respectivas de-
pendencias se considerarán como patronos, a no ser en lo que 
se refiere al trabajo de sus oficinas, a los individuos emplea-
dos en el servicio militar terrestre o marítimo, y al que ejerzan 
los prisioneros sentenciados a trabajos públicos, y estarán co-
mo tales patronos, sujetos a las disposiciones de esta Ley», 
con todo ello exceptúan, únicamente para las instituciones 
previstas, tres-géneros de trabajadores, de los cuales, el pri-
mero, es el de los oficinistas; pero, que nadie podría preten-
der, con buen éxito, que los otros dos géneros estuvieran 
excluidos de las previsiones de la ley, si ésta no tuviese las 
disposiciones expresas que los excluyen, ni hay base para 
atribuir naturaleza distinta a cada exclusión; que se trata de 
tres excepciones de igual naturaleza que, como tales, ratifican 
implícitamente, la regla general, y sin ella no tendrían razón 
de ser; G), que en las disposiciones últimamente transcritas, re-
sultan abarcados todos los trabajos realizados por cuenta de 
«el Gobierno Nacional, Provincial v Municipal y las institucio-
nes de sus respectivas dependencias», sean o nó manuales, 
como los de inspectores de obras, por ejemplo, que no lo son; 
todo ello, con las únicas excepciones expresamente estableci- 



ocurran dentro del curso de tal trabajo o empleo», y sería 
contraria a dicho objeto perseguido, una interpretación que 
condujera a excluir de todo amparo a determinado género de 
trabajadores sujetos a los mismos riesgos, sin que esa exclu-
sión estuviera pronunciada, de un modo uue no diera lugar a 
dudas, por la ley; 13), que si sólo existiera la primera parte 
del repetido artículo primero, esto es, la que termina en el 
primer punto ortográfico, resultaría que, al haber usado la 
ley, en su disposición ya aludida, los términos «trabajo o em-
pleo» como equivalentes, y al hacer pesar, más adelante, so-
bre el «patrono» diversas obligaciones, el sentido estricto de 
tales términos podría originar dudas acerca de si trabajos 
accidentales, no concernientes a alguna empresa agrícola, 
i idustrial, comercial o de construción, estaban comprendidos 
en las previsiones legales, y si igualmente lo estaba, como pa-
trono, cualquier persona. física o moral, por cuyo encargo 
fueran ejecutados esos trabajos, aunque quienes realizaran 
éstos no pudieran ser considerados, ordinariamente, como 
empleados de quienes les hubiesen dado el encargo, ni los 
últimos como patronos de aquellos; C), que al quererse que 
los efectos de la ley abarcaran esos trabajos y esas personas, 
y que no hubiese vacilaciones de comprensión sobre ello, fué 
necesario extender expresamente el radio. de aplicación de la 
primera parte del artículo lo., para que alcanzara, como a 
«obrero, trabajador o empleado» a «todo el que ejecute un 
trabajo manual ►  (y se debe tener presente que esta última 
palabra no se usa únicamente para lo que se hace con la 
mano) «fuera de su propia casa, por cuenta ajena, con remu-
neración o sin ella, en virtud de un contrato verbal o escrito, 
exceptuando aquellas personas ocupadas en las faenas domés-
ticas»; y como «patrono» a «toda persona natural, sociedad o 
corporación o compañía, dueña de la obra, explotación o 
industria donde el trabajo se preste»; D). que lo que queda 
expuesto significa, dentro de los propósitos y del espíritu de la 
ley, a cuya cabal comprensión no podría llegarse tomando, 
aisladamente, la expresión literal de una parte de ella, que 
tanto el párrafo «para los fines de esta Ley, se entiende por 
obrero, trabajador o empleado todo el que ejecute un traba-
jo manual fuera de su propia casa, por cuenta ajena, con re-
muneración o sin ella, en virtud de un contrato verbal o escri-
to» etc., como las expresiones «por patrono toda persona 
natural, sociedad o corporación o compañía, dueña de la obra, 
explotación o industria donde el trabajo se preste», no tienen 
el sentido de definiciones limitativas, sino que obedecen al 
propósito de que no se consideren fuera del círculo de la ley 

240 	 aol.F.rítv JUDICIAL. 	 1101 F I IN JUDICIAL. 	 241 

ninguno de los casos así aludidos; que lo contrario, conduci-
ría a desvirtuar por completo el objeto de la ley, prescindien-
do, arbitrariamente, de la correlación de sus diversas partes, 
y del espíritu 'que la anima; que hoy, cuando el adelanto de 
las maquinarias modernas permite que en la labor de éstas 
intervenga poco, y a veces en nada intervenga, la mano del 
hombre que vigile su funcionamiento, la interpretación que 
del texto legal hace el recurrente, dejaría sin amparo a quie-
nes ese texto se propuso amparar; E), que para los fines de 
la Lev 385, no es admisible establecer distinciones —que no 
estarían de acuerdo con el hecho de que todos los trabajado-
res estén afectados por riesgos de los cuales sea preciso ase-
gurarlos— entre los dedicados a una faena puramente manual, 
y quienes los vijilen, como capataces verbigracia, o lleven las 
Cuentas de la labor rendida v de la remuneración que, conse-
cuentemente. les corresponda, o practiquen diligencias nece-
sarias para el negocio del patrono, pues sin todo ello no fun-
cionaría tal negocio; que los contables, por ejemplo, llevan la 
cuenta de realidades existentes, con las que tiene estrecha 
relación su labor, y ello sería realizado por cualquiera otra 
persona, sin que tales realidades consignadas variasen; F), 
que las disposiciones subsiguientes del mismo artículo lo., de 
la Ley 385, confirman que el sentido de ésta es el que queda 
expresado, cuando, al decir que «el Gobierno Nacional, Pro-
vincial y Municipal y las instituciones de sus respectivas de-
pendencias se considerarán como patronos, a no ser en lo que 
se refiere al trabajo de sus oficinas, a los individuos emplea-
dos en el servicio militar terrestre o marítimo, y al que ejerzan 
los prisioneros sentenciados a trabajos públicos, y estarán co-
mo tales patronos, sujetos a las disposiciones de esta Ley», 
con todo ello exceptúan, únicamente para las instituciones 
previstas, tres•géneros de trabajadores, de los cuales, el pri-
mero, es el de los oficinistas; pero, que nadie podría preten-
der, con buen éxito, que los otros dos géneros estuvieran 
excluídos de las previsiones de la ley, si ésta no tuviese las 
disposiciones expresas que los excluyen, ni hay base para 
atribuir naturaleza distinta a cada exclusión; que se trata de 
tres excepciones de igual naturaleza que, como tales, ratifican 
implícitamente, la regla general, y sin ella no tendrían razón 
de ser; G), que en las disposiciones últimamente transcritas, re-
sultan abarcados todos los trabajos realizados por cuenta de 
«el Gobierno Nacional, Provincial y Municipal y las institucio-
nes de sus respectivas dependencias», sean o nó manuales, 
como los de inspectores de obras, por ejemplo, que no lo son; 
todo ello, con las únicas excepciones expresamente estableci- 
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das, en dichas disposiciones, por la índole d ie la instituciones 
oficiales aludidas; y no se concebiría por qué se hubiera que-
rido agravar la situación de éstas, con obligaciones que no 
pesaran, hipotéticamente, sobre los particulares; H). que la 
ley varias veces citada fué iniciada mediante un proyecto so-
metido al Congreso Nacional por el Poder Ejecutivo, y no es 
admisible, por ilógico, atribuir a quien sometió ese proyecto 
y luego, después de promulgar la ley en que aquel fué conver-
tido, dictó, un reglamento (el del Decreto número 557, 
del 19 de Octubre de 1932), para su aplicación, dos criterios 
distintos y diametralmente opuestos, ya que en el reglamen-
to referido se consideran trabajadores o empleados, para 
los fines de la ley de la cual se trata, «el personal de oficina 
o dependencia de empresas o de industrias que -  se dediquen 
a los trabajos siguientes:  «a la explotación de productos 
agrícolas o forestales» etc., y «en general a la explotación de 
cualquier industria o trabajo similar, no comprendido en los 
números precedentes» (artículo 1°, apartado d, ordinales 8° y 
10° del reglamento dicho), y ello resultaría inconciliable con 
lo que, según el recurrente, sería el sentido de la ley; 1), que 
cuanto ha quedado establecido demuestra que el sentido de 
las disposiciones reglamentarias a las cuales se hace alusión 
arriba, en nada es contrario al de la ley a cuyos modos de apli-
cación se refieren; que el Decreto número 557 del Poder Eje-
cutivo, fué dictado por éste, no solamente en uso de sus facul-
tades constitucionales, sino también por autorización expresa 
del artículo 18 de la y .,1 repetida Ley sobre Accidentes del Tra-
bajo; J). que el examen del acta de audiencia del Juzgado 
que conoció en primera instancia del caso, aludida, por la sen-
tencia impugnada, con los términos «fué oído el inculpado en 
la relación del hecho, quien lo hizo como lo había hecho por 
ante el Juzgado de Primera Instancia» etc., revela que dicho 
inculpado expuso entonces, confirmando lo declarado por 
otros testigos, sobre pólizas de seguros anteriormente toma-
das por el mismo PiMentel, en favor de los empleados de su 
oficina, para cumplir las disposiciones de la Ley 385, lo si-
guiente: «yo tengo dos empleados en la oficina y en la facto-
ría uno, ni unos ni otros están asegurados. Cuando yo hice 
el seguro anterior, tenía en la oficina tres empleados, que eran 
los Señores Modesto M. Monegro, Felipe M. Objío y Julio C. 
Arias, pero en la actualidad en la oficina sólo hay dos emplea-
dos, que son los Señores Felipe M. Objío y Julio C. Arias; en 
la factoría tengo yo como encargado al Sr. Antonio Soto Díaz 
pero éste nunca ha estado asegurado; yo no hice esta vez el 
seguro porque consideré que en la oficina no tenia más que 

sa 

dos empleados» etc.; que tales declaraciones evidencian que 
los jueces del fondo comprobaron que el recurrente sabía que 

11111k la Ley 385 abarcaba, en sus previsiones, los empleados de su .11  
oficina, aunque alegara entender que dichos oficinistas no de- 

..._, bían sumarse al de su factoría, para completar el número de 
«tres o más de tres obreros o empleados», requefido por el ar-
tículo 1° de la repetida ley para la aplicación de la misma; que 
a esto último se refiere la pretención segunda del recurrente, 
que será objeto de consideraciones subsiguientes; que, por 

. ' .. todo lo expueslo, carece de fundamento lo alegado en el recur- 
lialik. so  sobre la pretendida violación del artículo 1° de la Ley 385, 

así como sobre la aplicación del reglamento al que se ha alu- 
dido, y ello debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a los puntos segundo y tercero, 
en otro lugar señalados, de las conclusiones del recurrente an-
te la Corte a-quo, las cuales se examinan para precisar el sen-
tido del recurso: que la ley aludida hace pesar, en su artículo 
1°., las obligaciones del patrono por ella establecidas, sobre 
«toda persona natural, sociedad o corporación o compañía, 
dueña de la obra, explotación o industria donde el trabajo se 
preste», que utilice «tres o más de tres obreros o empleados, 
excluyendo a los familiares del patrono», sin poner para ello, 
como condición, que todos los empleados trabajen en un mis- 
mo sitio; que ninguna de las disposiciones de la ley; cuya igno- ,, ,. 

1. rancia no podía alegar Pimentel, se presta a la interpretación,-
1: sobre este punto, del recurrente; que la circunstancia, por éste 

alegada, de que «todo patrono está obligado a contratar tantas 
pólizas de seguro como establecimientos o talleres tuviere en 
edificios diferentes», no indicaría, de modo alguno,.que la ley 
hubiese podido querer proporcionar un modo fácil de burlar 
sus prescripciones, para los casos en que el patrono colocara 
sus empleados en edificios distintos, pretendiendo que se tra-
tara de empresas diferentes, cosa, esta última, que ni siquiera 
aparece que se haya establecido por los jueces del fondo, ni 
que el recurrente hubiera intentado probarla; que en estas 
condiciones, los alegatos que se han venido examinando deben 
ser rechazados. por carecer de base alguna; 

Considerando, que el delito cuya existencia fué estableci-
da por la Corte a-quo, es el previsto por el artículo 17 de la 
Ley 385, en cuanto el patrono Virgilio Pimentel no aseguró 
«sus trabajadores, obreros o empleados», que alcanzaban al 
número de tres, según lo que fué comprobado por los Jueces 
del fondo; que la pena aplicada fué la fijada por dicho texto 
legal ;  que la sentencia impugnada no contiene ninguna viola-
ción de la ley cuya naturaleza tuviera que ser suscitada, de 
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das, en dichas disposiciones, por la índole de la instituciones 
oficiales aludidas; y no se concebiría por qué se hubiera que-
rido agravar la situación de éstas, con obligaciones que no 
pesaran, hipotéticamente, sobre los particulares; H). que la 
ley varias veces citada fué iniciada mediante un proyecto so-
metido al Congreso Nacional por el Poder Ejecutivo, y no es 
admisible, por ilógico, atribuir a quien sometió ese proyecto 
y luego, después de promulgar la ley en que aquel fué conver-
tido, dictó, un reglamento (el del Decreto número 557, 
del 19 de Octubre de 1932), para su aplicación, dos criterios 
distintos y diametralmente opuestos, ya que en el reglamen-
to referido se consideran trabajadores o empleados, para 
los fines de la ley de la cual se trata, «el personal de oficina 
o dependencia de empresas o de industrias que se dediquen 
a los trabajos siguientes.  «a la explotación de productos 
agrícolas o forestales» etc., y «en general a la explotación de 
cualquier industria o trabajo similar, no comprendido en los 
números precedentes» (artículo 1°. apartado d, ordinales 8° y 
10° del reglamento dicho). y ello resultaría inconciliable con 
lo que, según el recurrente, seria el sentido de la ley; 1), que 
cuanto ha quedado establecido demuestra que el sentido de 
las dispositiones reglamentarias a las cuales se hace alusión 
arriba, en nada es contrario al de la ley a cuyos modos de apli-
cación se refieren; que el Decreto número 557 del Poder Eje-
cutivo, fué dictado por éste, no solamente en uso de sus facul-
tades constitucionales, sino también por autorización expresa 
del artículo 18 de la ya repetida Ley sobre Accidentes del Tra-
bajo; J), que el examen del acta de audiencia del Juzgado 
que conoció en -primera instancia del caso, aludida, por la sen-
tencia impugnada, con los términos «fué oído el inculpado en 
la relación del hecho, quien lo hizo como lo había hecho por 
ante el Juzgado de Primera Instancia» etc., revela que dicho 
inculpado expuso entonces, confirmando lo declarado por 
otros testigos, sobre pólizas de seguros anteriormente toma-
das por el mismo Piiiientel, en favor de los empleados de su 
oficina, para cumplir las disposiciones de la Ley 385, lo si-
guiente: «yo tengo dos empleados en la oficina y en la facto-
ría uno, ni unos ni otros están asegurados. Cuando yo hice 
el seguro anterior, tenía en la oficina tres empleados, que eran 
los Señores Modesto M. Monegro, Felipe M. Objío y Julio C. 
Arias, pero en la actualidad en la oficina sólo hay dos emplea-
dos, que son los Señores Felipe M. Objío y Julio C. Arias; en 
la factoría tengo yo como encargado al Sr. Antonio Soto Díaz. 
pero éste nunca ha estado asegurado; yo no hice ésta vez el 
seguro porque consideré que en la oficina no' tenía máS que 
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dos empleados» etc.; que tales declaraciones evidencian que 
los jueces del fondo comprobaron que el recurréalte sabía que 
la Ley 385 abarcaba, en sus previsiones, los empleados de su 
oficina, aunque alegara entender que dichos oficinistas no de-
bían sumarse al de su factoría, para completar el número de 
«tres o más de tres obreros o empleados», requetido por el ar-
tículo 1° de la repetida ley para la aplicación de la misma; que 
a esto último se refiere la pretención segunda del recurrente, 
que será objeto (le consideraciones subsiguientes; que, por 
todo lo expuesto, carece de fundamento lo alegado en el recur-
so sobre la pretendida violación del artículo 1° de. la Ley 385, 
así como sobre la aplicación del reglamento al que se ha alu-
dido, y ello debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a los puntos segundo y tercero, 
en otro lugar señalados, de las conclusiones del rectu rente an-
te la Corte a-quo, las cuales se examinan para precisar el sen-
tido del recurso: que la ley aludida hace pesar, en su artículo 
1°.. las obligaciones del patrono por ella establecidas, sobre 
«toda persona natural, sociedad o corporación o compañía, 
dueña de la obra, explotación o industria donde el trabajo se 
preste», que utilice «tres o más de tres obreros o empleados, 
excluyendo a los familiares del patrono», sin poner para ello, 
como condición, que todos los empleados trabajen en un mis-
mo sitio; que ninguna de las disposiciones de la ley; cuya igno-
rancia no podía alegar Pimentel. se  presta a la interpretación,-
sobre este punto, del recurrente; que la circunstancia, por éste 
alegada, de que «todo patrono está obligado a contratar tantas 
pólizas de seguro como establecimientos o talleres tuviere en 
edificios diferentes», no indicaría, de modo alguno, que la ley 
hubiese podido querer proporcionar un modo fácil (le burlar 
sus prescripciones, para los casos en que el patrono colocara 
sus empleados en edificios distintos, pretendiendo que se tra-
tara de empresas diferentes, cosa, esta última, que ni' siquiera 
aparece que se haya establecido por los jueces del fondo, ni 
que el recurrente hubiera intentado probarla; que en estas 
condiciones, los alegatos que se han venido examinando deben 
ser rechazados, por carecer de base alguna; 

Considerando, que el delito cuya existencia fué estableci-
da por la Corte a-quo, es el previsto por el artículo 17 de la 
Ley 385, en cuanto el patrono Virgilio Pimentel no aseguró 
«sus trabajadores, obreros o empleados», que alcalizaban al 
número de tres, según lo que fué comprobado por los Jueces 
del fondo; que la pena aplicada fué la fijada por dicho texto 
legal; - que la sentencia iirípugnada no contiene ninguna viola-
ción de la ley cuya naturaleza tuviera que ser suscitada, de 



244 	 BOLETÍN JUDICIAL. 

oficio, pór la jurisdicción de casación, y es regular en la forma; 
que por todo esto, y lo antes establecido, el presente recurso 
debe ser rechazado; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el nombrado Virgilio Pimentel, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha treinta de 
noviembre de mil novecientos treinta y nueve, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y condena 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): 1. Tomás ivlejia.—Miguel Ricardo R.—Dr. T. 
Franco Franco.—Abigail Montás.—J. Vidal Velázquez.—Ral: 
Castro Rivera.— Luis Logroño C'.—Eug. A. Alvarez, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Jue-
ces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leída y pu-
blicada por mí, Secretario General, que certifico.— (Firmado): 
EUG. A. ALVAREZ. 

Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de Abril, del 1940. 

A SABER: 

Recursos de casación conocidos en audiencias públicas, 	10 
Recursos de casación civiles fallados, 	 3 

Recursos de casación criminales fallados, 	 2 
Recursos de casación correccionales fallados, 	 4 
Sentencias en jurisdicción administrativa, 
Autos designando Jueces Relatores, 	 841  
Autos pasando expedientes al Magistrado Procurador Ge-

neral de la República para fines de dictamen, 
Autos fijando audiencias, 	 10 
Autos admitiendo recursos de casación, 	 4 

Total de asuntos: 
	

55 
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Olt Ciudad Trujillo, 30 de Abril de 1940. 

EUGENIO A. ALVAREZ, 

Secretario General de la 

Suprema Corte de Justicia* 

tx. 
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